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I. ASISTENCIA

Asistieron los señores (as):

--Allamand Zavala, Andrés

--Allende Bussi, Isabel

--Araya Guerrero, Pedro
--Chahuán Chahuán, Francisco

--Coloma Correa, Juan Antonio
--De Urresti Longton, Alfonso
--Espina Otero, Alberto

--García Ruminot, José
--García-Huidobro Sanfuentes, Alejandro
--Girardi Lavín, Guido

--Goic Boroevic, Carolina
--Guillier Álvarez, Alejandro

--Harboe Bascuñán, Felipe
--Horvath Kiss, Antonio

--Lagos Weber, Ricardo

--Larraín Fernández, Hernán

--Letelier Morel, Juan Pablo
--Matta Aragay, Manuel Antonio
--Montes Cisternas, Carlos
--Moreira Barros, Iván

--Muñoz D´Albora, Adriana
--Navarro Brain, Alejandro

--Ossandón Irarrázabal, Manuel José
--Pérez San Martín, Lily

--Pérez Varela, Víctor

--Pizarro Soto, Jorge

--Prokurica Prokurica, Baldo

--Quintana Leal, Jaime
--Quinteros Lara, Rabindranath
--Tuma Zedan, Eugenio
--Van Rysselberghe Herrera, Jacqueline
--Von Baer Jahn, Ena

--Walker Prieto, Ignacio

--Walker Prieto, Patricio

--Zaldívar Larraín, Andrés

Concurrió, además, la Subsecretaria de Economía y Empresas de Menor Tamaño, señora Katia Trusich Ortiz.        

Actuó de Secretario el señor Mario Labbé Araneda, y de Prosecretario el señor José Luis Alliende Leiva.
II. APERTURA DE LA SESIÓN



--Se abrió la sesión a las 16:22, en presencia de 14 señores Senadores.

El señor WALKER, don Patricio (Presidente).- En el nombre de Dios y de la Patria, se abre la sesión.

III. TRAMITACIÓN DE ACTAS

El señor WALKER, don Patricio (Presidente).- Se dan por aprobadas las actas de las sesiones 66ª y 67ª, ordinarias, en 3 y 4 de noviembre del año en curso, respectivamente, que no han sido observadas.




(Véanse en los Anexos las actas aprobadas).

IV. CUENTA

El señor WALKER, don Patricio (Presidente).- Se va a dar cuenta de los asuntos que han llegado a Secretaría.

El señor ALLIENDE (Prosecretario).- Las siguientes son las comunicaciones recibidas:

Mensajes



Once de Su Excelencia la Presidenta de la República:



Con el primero retira y hace presente la urgencia, calificándola de “discusión inmediata”, para la tramitación del proyecto de ley que facilita la aplicación efectiva de las penas establecidas para los delitos de robo, hurto y receptación, y mejora la persecución penal en dichos delitos (boletín N° 9.885-07).




Con el segundo retira y hace presente la urgencia, calificándola de “suma”, para la tramitación del proyecto de ley que establece el Sistema Nacional de Emergencia y Protección Civil y crea la Agencia Nacional de Protección Civil (boletín N° 7.550-06).



Con los nueve siguientes retira y hace presente la urgencia, calificándola de “simple”, para la tramitación de los siguientes asuntos:



1) Proyecto que modifica la ley N° 19.928, sobre Fomento de la Música Chilena, para establecer los requisitos que deben cumplir los conciertos y eventos musicales que se presenten en Chile (boletín N° 6.110-24).



2) Proyecto de ley sobre tenencia responsable de mascotas y animales de compañía (boletín N° 6.499-11).



3) Proyecto de ley que aplica Convención sobre el Comercio Internacional de Especies Amenazadas de Flora y Fauna Silvestre (boletín N° 6.829-01).



4) Proyecto de ley que regula la exhibición y ejecución artística en los bienes nacionales de uso público (boletín N° 8.335-24).



5) Proyecto de ley que crea el Servicio de Biodiversidad y Áreas Protegidas y el Sistema Nacional de Áreas Protegidas (boletín N° 9.404-12).



6) Proyecto de ley que modifica el texto refundido de las disposiciones sobre nacionalización de extranjeros, en los requisitos para obtener la carta de nacionalización (boletín Nº 9.455-06).



7) Proyecto de ley que modifica el Código del Trabajo, en materia de protección del trabajador que se desempeña como pastor religioso o ministro de culto (boletín Nº 9.603-13).



8) Proyecto de reforma constitucional que dispone la elección popular del órgano ejecutivo del gobierno regional (boletín N° 9.834-06).



9) Proyecto de ley que moderniza el sistema de relaciones laborales, introduciendo modificaciones en el Código del Trabajo (boletín N° 9.835-13).



--Se tienen presentes las calificaciones y se manda agregar los documentos a sus antecedentes.

Oficios



Tres de la Honorable Cámara de Diputados:


Con el primero señala que ha dado su aprobación al proyecto de acuerdo que aprueba el “Tratado de Marrakech para facilitar el acceso a las obras publicadas a las personas ciegas, con discapacidad visual o con otras dificultades para acceder al texto impreso”, adoptado por la Organización Mundial de la Propiedad Intelectual (OMPI) en Marrakech el 27 de junio de 2013 (boletín N° 10.272-10) (con urgencia calificada de “simple”) (Véase en los Anexos, documento 1).


--Pasa a la Comisión de Relaciones Exteriores.



Con el segundo manifiesta que ha aprobado el proyecto que modifica la ley N° 18.961, Orgánica Constitucional de Carabineros de Chile, en relación con los derechos del personal (boletín N° 10.074-02) (Véase en los Anexos, documento 2).


--Pasa a la Comisión de Gobierno, Descentralización y Regionalización.



Con el tercero manifiesta que ha aprobado la proposición formulada por la Comisión Mixta constituida para resolver las divergencias suscitadas durante la tramitación del proyecto que modifica el decreto con fuerza de ley N°5, de 2003, del Ministerio de Economía, Fomento y Reconstrucción, que fija el texto refundido, coordinado y sistematizado de la Ley General de Cooperativas (boletín N° 8.132-26) (con urgencia calificada de “suma”) (Véase en los Anexos, documento 3).


--Queda para tabla.



Del señor Ministro de Relaciones Exteriores:


Remite, en respuesta a solicitud de información, enviada en nombre del Senador señor Navarro, copia de los convenios firmados entre Chile y Cuba con ocasión de la visita realizada a La Habana en el mes de septiembre pasado.



De la señora Ministra de Vivienda y Urbanismo:


Atiende solicitud de información, efectuada en nombre del Senador señor García, acerca de subsidios entregados a personas discapacitadas en el Programa de Protección del Patrimonio Familiar.



Del señor Alcalde de Concepción:


Da respuesta a consulta, formulada en nombre del Senador señor Navarro, sobre rechazo al proyecto Parque Eólico Altos Hualpén.



Del señor Director de Presupuestos: 



Responde inquietud, planteada en nombre del Senador señor Prokurica, en lo relativo a los recursos destinados a la reconstrucción de la Región de Atacama.



Del señor Superintendente de Pensiones:


Atiende consulta, planteada en nombre de la Senadora señora Allende, acerca de situación previsional de la persona que indica.



Del señor Presidente Ejecutivo de la Corporación Nacional del Cobre de Chile:


Contesta solicitud de información, enviada en nombre del Senador señor Prokurica, sobre situación del río Salado y caleta Palito.



Del señor Director Nacional del Servicio de Registro Civil e Identificación (t y p):


Remite antecedentes, requeridos en nombre del Senador señor De Urresti, acerca de la movilización de los funcionarios de esa repartición.



--Quedan a disposición de Sus Señorías.

Informes



Dos de la Comisión de Transportes y Telecomunicaciones:



Informe recaído en el proyecto que modifica la Ley General de Telecomunicaciones para establecer sanciones a la decodificación ilegal de televisión satelital de pago (boletín Nº 10.294-15) (Véase en los Anexos, documento 4).


Segundo informe recaído en el proyecto que modifica la Ley General de Telecomunicaciones para imponer a los concesionarios la entrega de información a Carabineros de Chile y a otros servicios de emergencia en los casos que indica y sancionar el uso indebido de llamadas a dichos servicios (boletín N° 9.597-07) (Véase en los Anexos, documento 5).


--Quedan para tabla. 

Moción



Del Senador señor Chahuán, con la que inicia un proyecto de ley que concede la nacionalidad chilena, por especial gracia, a la ciudadana estadounidense señora Valene Leah Georges Larsen (boletín Nº 10.382-17) (Véase en los Anexos, documento 6).


--Pasa a la Comisión de Derechos Humanos, Nacionalidad y Ciudadanía.
El señor WALKER, don Patricio (Presidente).- Terminada la Cuenta.

)----------(

El señor WALKER, don Patricio (Presidente).- Quiero solicitar el acuerdo de la Sala para dejar sin efecto la hora de Incidentes y autorizar que la sesión concluya a las seis de la tarde.



Así dispondremos de la hora y media que nos queda solo para el debate de los proyectos.

El señor COLOMA.- Señor Presidente, en paralelo, funciona la Comisión Especial Mixta de Presupuestos y estamos analizando la Partida del Ministerio de Educación.

El señor LARRAÍN.- Que la sesión termine a las cinco y media.

El señor WALKER, don Patricio (Presidente).- Hagamos lo siguiente: cuando estemos cerca de la hora, veamos si podemos tomar ese acuerdo, siempre que no se haya abierto alguna votación.



¿Les parece?

El señor PROKURICA.- Señor Presidente, la mitad de los Senadores que estamos en la Sala participamos también en la Comisión Mixta.

El señor WALKER, don Patricio (Presidente).- Tal vez podamos abrir la votación para algunos proyectos. De ese modo, quienes deban asistir a dicha Comisión dejan su voto y se van, y quienes se quedan aquí fundamentan su pronunciamiento.



Así podríamos solucionar el problema.



¿Habría acuerdo para dejar sin efecto a hora de Incidentes?



Acordado.

)----------(

El señor WALKER, don Patricio (Presidente).- Tiene la palabra el Senador señor García-Huidobro.

El señor GARCÍA-HUIDOBRO.- Señor Presidente, en el día de ayer los Comités acordaron, sobre la base de un error que ocurrió en la Secretaría de la Comisión de Minería, solicitar un mes más de plazo para la presentación de indicaciones al proyecto de ley sobre equidad tarifaria.



En realidad, solo se requiere una semana.



Pido que recabe la anuencia de la Sala para revertir el acuerdo unánime que adoptaron ayer los Comités, con el fin de avanzar fuertemente en la tramitación de esta iniciativa.



Sugerimos que el plazo se fije para el próximo lunes 16, a las 12.

El señor WALKER, don Patricio (Presidente).- ¿Habría acuerdo?

El señor HORVATH.- ¡Dos semanas para los dos proyectos!

El señor WALKER, don Patricio (Presidente).- ¿Usted propone hasta lunes 30, Senador señor Horvath?

El señor HORVATH.- Señor Presidente, lo que pasa es que son dos las iniciativas que se encuentran en la Comisión de Minería, que preside el Honorable señor García-Huidobro.



El otro proyecto es el que modifica la ley Nº 20.365, que establece franquicia tributaria respecto de sistemas solares térmicos; la Ley General de Servicios Eléctricos, y la Ley que crea la ENAP.


Yo sugiero fijar un plazo para presentar indicaciones de dos semanas para ambas iniciativas.

El señor WALKER, don Patricio (Presidente).- ¿Habría acuerdo?



Senador señor García-Huidobro.

El señor GARCÍA-HUIDOBRO.- Señor Presidente, tiene razón el colega Horvath. 



El problema es que el Ejecutivo está solicitando un plazo más acotado para el proyecto sobre equidad tarifaria. Y a nosotros también nos interesa acelerar esa materia.



Las indicaciones para la otra iniciativa aún no han llegado y se ha pedido un mayor tiempo a ese efecto. Comparto la opinión del Senador señor Horvath, pero me da la impresión de que, en este caso, habrá que ampliar el plazo posteriormente.



Propongo fijar dos semanas (hasta el 23 de noviembre) para el proyecto que el colega especificó y una semana (hasta el 16 de noviembre) para el de equidad tarifaria.

El señor WALKER, don Patricio (Presidente).- Si le parece a la Sala, así se acordará. 



--Se acuerda.
)----------(

El señor WALKER, don Patricio (Presidente).- Tiene la palabra el Senador señor Tuma.

El señor TUMA.- Señor Presidente, recién se dio cuenta de la aprobación unánime de la Cámara de Diputados a la proposición formulada por la Comisión Mixta constituida para resolver las discrepancias suscitadas durante la tramitación del proyecto que modifica la Ley General de Cooperativas, iniciativa largamente tratada por este Congreso.



Dicha Comisión básicamente resolvió acoger lo que planteó la Ley Tributaria, dejando expresa constancia, para la historia fidedigna de la ley, de que las operaciones entre los socios y las cooperativas no constituyen renta. Creo que quedó despejado el asunto. 



Por ello, pido que recabe la unanimidad de la Sala para tratar ahora dicho proyecto.

El señor WALKER, don Patricio (Presidente).- Como los Comités acordamos un orden para el tratamiento de las iniciativas en tabla, consulto si hay acuerdo unánime para acceder a lo requerido por el Senador señor Tuma.
El señor HARBOE.- ¿Con limitación de tiempo para la discusión?

El señor TUMA.- Sin discusión, señor Presidente.

El señor WALKER, don Patricio (Presidente).- Podemos abrir la votación de inmediato y sugerir que se hable lo menos posible.

El señor TUMA.- Sí.

El señor WALKER, don Patricio (Presidente).- Entonces, ¿habría acuerdo para tratar en primer lugar el informe de Comisión Mixta recaído sobre el proyecto que modifica la Ley General de Cooperativas?



--Se acuerda.
)----------(

El señor WALKER, don Patricio (Presidente).- Antes de entrar al debate de dicha iniciativa, hago presente que los Senadores señores Espina y Prokurica han pedido celebrar una reunión de Comités.

El señor HARBOE.- ¿Me permite, señor Presidente?

El señor WALKER, don Patricio (Presidente).- Tiene la palabra, Su Señoría.

El señor HARBOE.- Señor Presidente, antes de que suspenda, deseo pedir que recabe la anuencia de la Sala para fijar un nuevo plazo para presentar indicaciones respecto del proyecto que aplica la Convención sobre el Comercio Internacional de Especies Amenazadas de Flora y Fauna Silvestre (boletín N° 6.829-01), hasta el viernes 13 de noviembre, a las 18, en la Secretaría de la Comisión de Agricultura.

El señor WALKER, don Patricio (Presidente).- ¿Hay acuerdo?



--Se accede.

El señor WALKER, don Patricio (Presidente).- Cito a reunión de Comités.



Se suspende la sesión.

)----------(



--Se suspendió a las 16:30.



--Se reanudó a las 16:48.

)---------------(

El señor WALKER, don Patricio (Presidente).- Continúa la sesión.



Informo a la Sala que los Comités acordaron que el próximo martes, en la sesión ordinaria, se vean los tres proyectos de ley relacionados con colusión, aprobados por las Comisiones de Constitución y de Economía.



Conforme a lo acordado hace un momento, corresponde tratar el proyecto de ley sobre cooperativas.

V. ORDEN DEL DÍA

ENMIENDA A LEY GENERAL DE COOPERATIVAS EN MATERIA DE FLEXIBILIZACIÓN DE CONSTITUCIÓN, EFICIENCIA ECONÓMICA Y DE GESTIÓN Y FACULTADES SANCIONATORIAS. INFORME DE COMISIÓN MIXTA
El señor WALKER, don Patricio (Presidente).- Informe de Comisión Mixta recaído en el proyecto que modifica el decreto con fuerza de ley N° 5, de 2003, del Ministerio de Economía, Fomento y Reconstrucción, que fija el texto refundido, coordinado y sistematizado de la Ley General de Cooperativas, con urgencia calificada de “suma”.



--Los antecedentes sobre el proyecto (8.132-26) figuran en los Diarios de Sesiones que se indican:



Proyecto de ley:



En segundo trámite, sesión 18ª, en 30 de abril de 2013.



En trámite de Comisión Mixta, sesión 48ª, en 1 de septiembre de 2015.



Informes de Comisión:



Economía: sesión 48ª, en 14 de agosto de 2013.



Economía (segundo): sesión 26ª, en 9 de junio de 2015.



Hacienda: sesión 26ª, en 9 de junio de 2015.



Mixta: sesión 69ª, en 11 de noviembre de 2015. 



Discusión:



Sesiones 58ª, en 1 de octubre de 2013 (se aprueba en general); 28ª, en 16 de junio de 2015 (se aprueba en particular).
El señor WALKER, don Patricio (Presidente).- Señores Senadores, como se trata de una sola votación y hay varios señores Senadores que deben concurrir a la Comisión Especial Mixta de Presupuestos, solicito el acuerdo de la Sala para abrir la votación de inmediato, antes de que entregue la relación el señor Secretario.



Acordado.


En votación el informe de la Comisión Mixta.



--(Durante la votación).
El señor WALKER, don Patricio (Presidente).- Tiene la palabra el señor Secretario.

El señor LABBÉ (Secretario General).- La divergencia suscitada entre ambas Cámaras deriva del rechazo por parte de la Cámara de Diputados, en tercer trámite constitucional, de un nuevo número 2) introducido por el Senado en el artículo único del proyecto, que pasó a ser primero.



El referido numeral 2) agrega en el artículo 4° de la Ley General de Cooperativas un inciso segundo del siguiente tenor:



“Para todos los efectos legales se entenderá que son operaciones de la cooperativa celebradas con los socios todos aquellos actos, contratos y convenciones celebrados entre aquéllas y éstos en cumplimiento de su objeto y finalidades específicas contempladas en las normas legales y estatutarias respectivas, incluyendo aquellos que la cooperativa celebre con terceros en cumplimiento de dicho objeto y finalidades. Por lo tanto, los ingresos derivados de estas operaciones tienen el carácter de ingreso de operaciones con socios.”.



La Comisión Mixta, como forma de resolver la divergencia entre ambas Cámaras, efectúa una proposición que consiste en rechazar el número 2) del artículo primero despachado por el Senado en el segundo trámite.



La Comisión adoptó este acuerdo por la unanimidad de sus miembros presentes, Senadores señores Coloma, Montes, Tuma y Zaldívar y Diputados señora Pascal y señores González, Lavín, Lorenzini y Verdugo.



Corresponde informar, asimismo, que la Cámara de Diputados, en sesión de ayer, aprobó la proposición de la Comisión Mixta.



En el boletín comparado que Sus Señorías tienen en sus escritorios figuran la proposición de la Comisión Mixta y el texto como quedaría de aprobarse el informe respectivo.

El señor WALKER, don Patricio (Presidente).- Pido autorización para que ingrese a la Sala la Subsecretaria de Economía. Eso sí, tendremos que avisarle que no podrá hacer uso de la palabra, pues estamos en votación.



¿Habría acuerdo para el ingreso de la señora Subsecretaria?



--Se accede a lo solicitado.



Tiene la palabra el Senador señor Tuma.

El señor TUMA.- Señor Presidente, la diferencia que tuvimos entre la Cámara de Diputados y el Senado respecto de la norma que establecía la condición de ser objeto de impuesto a la renta los excedentes o las utilidades en el caso de las cooperativas se despejó al establecer claramente en la historia fidedigna de la ley que la norma que se había aprobado, si bien resultaba inadmisible, establecía que las operaciones entre los socios y las cooperativas no son objeto de impuesto a la renta. Y la misma suerte que siguen las cooperativas en cuanto a no tener esa obligación se aplicaba a los socios.



Por esa razón, se accedió a eliminar la norma acordada en la Comisión de Economía del Senado y a mantener lo que se aprobó en la reforma tributaria, que establecía con claridad cuáles eran los casos en que se haría la excepción respecto del pago de tributo para las cooperativas.



La Corte Suprema ha dictado quince sentencias en favor de las cooperativas, que han reclamado por una interpretación que, antes de la legislación en trámite, le había dado el Servicio de Impuestos Internos.



Una vez vigente la ley en proyecto esperamos que el Servicio de Impuestos Internos haga correcta aplicación de la legislación, no haciendo tributar a las cooperativas ni a sus socios por las operaciones entre ellos y aplicando las normas establecidas en la legislación tributaria, que con claridad dispone quiénes y cuándo pagan impuesto a la renta.



Eso está absolutamente claro.



La Comisión Mixta adoptó su acuerdo por unanimidad.



Por lo tanto, sugiero que el informe se apruebe en los mismos términos, tal como ocurrió en la Cámara de Diputados.

El señor WALKER, don Patricio (Presidente).- Tiene la palabra el Senador señor Coloma.

El señor COLOMA.- Señor Presidente, recordemos que una de las iniciativas más importantes que ha abordado este Parlamento, en el último período por lo menos, es la ley de cooperativas. Se trata de un esfuerzo grande por innovar en una materia que, desde nuestra perspectiva, es fundamental para entender la forma moderna de generar participación en las actividades comerciales.



Es una normativa que tiene una aplicación muy relevante en las regiones y que ha tenido una larguísima tramitación. Ha habido una complejidad que ha cruzado Gobiernos. El proyecto se encuentra en su etapa final. Y espero que este sea el último trámite para su entrada en vigencia.



Lo que estaba trancando la aprobación de la iniciativa era una discrepancia entre la Cámara de Diputados y el Senado -básicamente en este último-, el que explicitaba qué se entendía por operaciones de cooperativas y que los ingresos derivados de estas operaciones tenían carácter de ingresos provenientes de operaciones con socios.



La Cámara de Diputados consideró que eso debió haber tenido algún grado de patrocinio del Ejecutivo, si bien compartía el criterio de fondo.



Y la fórmula para resolver la diferencia fue aceptar el criterio de la Cámara de Diputados respecto de no incorporar la norma, pero -y aquí es donde yo quiero sumarme a lo que ha dicho el Senador Tuma- dejando expresa constancia en la historia fidedigna de la ley en proyecto que nosotros entendemos que:



“-Al eliminarse el inciso segundo del artículo 4° que incorpora el proyecto de ley que modifica el decreto con fuerza de ley N° 5, se deja constancia que el régimen fiscal de las cooperativas y sus cooperados se encuentra establecido en el Título VII del mismo decreto con fuerza de ley ‘De los Privilegios y Exenciones’ (artículos 49, 50, 51, 52 y 53). Además, en el artículo 17 del decreto ley Nº 824.



“-Una interpretación armónica de estas normas conduce a la conclusión inequívoca de que las cooperativas no son ni han sido sujetos tributarios de la ley sobre impuesto a la renta, salvo en los casos en que expresamente alguna disposición legal lo haya establecido.



“-Este principio rector en materia de tributación de las cooperativas, se comunica necesariamente a la tributación de los socios. Es decir, lo que no es renta a nivel de la sociedad (cooperativa) no puede ser renta a nivel de los socios (cooperados).



“-Es por ello que los excedentes percibidos por los cooperados que correspondan a operaciones realizadas con personas que son socios de la cooperativa nunca han debido considerarse como ingresos brutos de aquellos señalados en el artículo 29 de la LIR para efectos de calcular los pagos provisionales obligatorios. Esto significa que dichas cantidades nunca han estado afectas al Impuesto de Primera Categoría, Global Complementario o Adicional.”.



Este es el compromiso que nosotros asumimos. Y por eso he querido leerlo textualmente, para que quede claro cuál es el entorno en que se llega a este acuerdo y, de esa manera, cómo se puede despejar una discusión que tenía más una lógica constitucional, en cuanto a la iniciativa, que de contenido. Porque respecto de este lo que entendemos es precisamente aquello que va a favorecer el funcionamiento de las cooperativas a lo largo de nuestro país.



Con esta constancia, que me había comprometido a hacer -el Senador Tuma también la había planteado-, espero que votemos a favor y despachemos una legislación muy importante para nuestro país.

El señor LABBÉ (Secretario General).- ¿Alguna señora Senadora o algún señor Senador no ha emitido su voto? 

El señor WALKER, don Patricio (Presidente).- Terminada la votación.



--Se aprueba el informe de la Comisión Mixta (24 votos a favor).



Votaron las señoras Allende, Muñoz, Lily Pérez, Van Rysselberghe y Von Baer y los señores Araya, Coloma, De Urresti, Espina, Girardi, Guillier, Harboe, Horvath, Hernán Larraín, Matta, Moreira, Navarro, Ossandón, Pérez Varela, Pizarro, Quintana, Quinteros, Tuma y Patricio Walker.
El señor WALKER, don Patricio (Presidente).- Solicito el asentimiento de la Sala para que intervenga la señora Subsecretaria de Economía.



Acordado.



Tiene la palabra la señora Subsecretaria.

La señora TRUSICH (Subsecretaria de Economía y Empresas de Menor Tamaño).- Señor Presidente, agradezco a las señoras Senadoras y a los señores Senadores por la aprobación unánime de este proyecto, que ya podrá ser ley de la república.



Era algo muy anhelado por el sector cooperativista de Chile y llevaba más de cinco años en el Parlamento.



Se trata de un tremendo logro y constituye un gran mérito del Congreso Nacional.



Muchas gracias.

El señor WALKER, don Patricio (Presidente).- Muchas gracias a usted, señora Subsecretaria.

)-------------(

El señor WALKER, don Patricio (Presidente).- Tiene la palabra el señor Secretario.

El señor LABBÉ (Secretario General).- Señores Senadores, ayer quedó pendiente fijar plazo para formular indicaciones al proyecto que modifica el Código Sanitario para regular los medicamentos bioequivalentes genéricos y evitar la integración vertical de laboratorios y farmacias (boletín Nº 9.914-11).



Se ha propuesto como plazo el lunes 7 de diciembre, a las 12.

El señor WALKER, don Patricio (Presidente).- ¿Habría acuerdo de la Sala en tal sentido?



--Así se acuerda.

)-------------(

El señor WALKER, don Patricio (Presidente).- Señores Senadores, se ha presentado un proyecto de acuerdo conversado transversalmente, relativo a la situación con Perú.



Mañana los integrantes de las Comisiones de Relaciones Exteriores y de Defensa sostendrán una reunión con la Presidenta de la República.



En vista de lo anterior, solicito el acuerdo unánime de la Sala para votar de inmediato el referido proyecto de acuerdo.



--Así se acuerda.

DECLARACIÓN DE SENADO CHILENO ANTE CREACIÓN DE DISTRITO YARADA-LOS PALOS POR PARTE DE PERÚ. PROYECTO DE ACUERDO

El señor WALKER, don Patricio (Presidente).- Conforme a lo acordado, corresponde votar el proyecto de acuerdo recién mencionado (Véase en los Anexos, documento 7).


--Los antecedentes sobre el proyecto de acuerdo (S 1.838-12) figuran en el Diario de Sesiones que se indica:



Se da cuenta en sesión 69ª, en 11 de noviembre de 2015.
El señor WALKER, don Patricio (Presidente).- Tiene la palabra el señor Secretario para dar lectura al proyecto de acuerdo.

El señor LABBÉ (Secretario General).- “Proyecto de Acuerdo



“Considerando la aprobación del Proyecto de Ley que crea el Distrito ‘La Yarada-Los Palos’, por parte del Congreso de la República del Perú, en que se insiste en situar un punto de inicio de la frontera terrestre con Chile al suroeste del Hito No. 1, 



“Atentos a los actos de provocación realizados en el curso de la semana pasada por efectivos militares y civiles peruanos en la zona aledaña al Hito nº 1



“EL SENADO DE LA REPÚBLICA DE CHILE ACUERDA:



“Ratificar la posición del Estado chileno en atención a que no existe el denominado ‘triángulo terrestre’. Dicho espacio geográfico es territorio nacional. En el área fronteriza con Perú hay sólo dos puntos convenidos: uno de ellos es el Hito No.1 (punto inicial de la frontera terrestre) que fue demarcado en 1930 en cumplimiento del Tratado de 1929. El otro punto fue convenido por ambos países en estricto cumplimiento al fallo de la Corte Internacional de Justicia del 27 de enero de 2014, que señaló que el inicio de la frontera marítima es la intersección del paralelo del Hito No. 1



“Recordar a la comunidad nacional e internacional que Perú ha sostenido invariablemente que existe continuidad entre el punto de inicio de la frontera marítima y el punto final de la frontera terrestre entre ambos países.



“Respaldar al supremo gobierno de Chile en sus ponderadas pero firmes acciones políticas y diplomáticas tendientes a defender los intereses nacionales, y a ejercer todos los derechos que le asisten a nuestro país en esta materia. 



“Apoyar al Ministro de Relaciones Exteriores de Chile en su llamado a la población a mantener la tranquilidad, en la convicción de que las autoridades competentes actuarán con serena firmeza, para que nuestra integridad territorial sea salvaguardada como corresponde.



“Suscribir íntegramente la posición diplomática de Chile en materia de reservar nuestros derechos y objetar la pretensión peruana.



“Trabajar mancomunadamente para que, actuando con firmeza y apego a la razón y el derecho, prime en las relaciones con Perú un sentido de buena vecindad e integración, con visión de futuro y provecho mutuo.”.



Nada más, señor Presidente.

El señor WALKER, don Patricio (Presidente).- Si le parece a la Sala, aprobaremos por unanimidad el referido proyecto de acuerdo.



--Se aprueba por unanimidad.

FIJACIÓN DE CONDICIONES DE RESISTENCIA Y MITIGACIÓN DE EFECTOS DE MAREMOTOS EN CONSTRUCCIONES COSTERAS. INFORME DE COMISIÓN MIXTA

El señor WALKER, don Patricio (Presidente).- Informe de Comisión Mixta recaído en el proyecto de ley que permite establecer condiciones de resistencia y mitigación de los efectos de maremotos en las construcciones costeras.


--Los antecedentes sobre el proyecto (3.880-14) figuran en los Diarios de Sesiones que se indican:


Proyecto de ley: (moción de los Senadores señores Horvath, Prokurica, Sabag, Vega y Viera-Gallo).


En primer trámite, sesión 1ª, en 7 de junio de 2005.


En tercer trámite, sesión 53ª, en 15 de septiembre de 2010.


En trámite de Comisión Mixta, sesión 57ª, en 5 de octubre de 2010.


Informes de Comisión:


Vivienda: sesión 9ª, en 14 de abril de 2009.


Vivienda (segundo): sesión 34ª, en 15 de julio de 2009.


Mixta: sesión 68ª, en 10 de noviembre de 2015.


Discusión:



Sesiones 13ª, en 29 de abril de 2009 (queda para segunda discusión); 14ª, en 5 de mayo de 2009 (se aprueba en general); 35ª, en 28 de julio de 2009 (se aprueba en particular); 55ª, en 28 de agosto de 2010 (se rechaza, y pasa a Comisión Mixta).
El señor WALKER, don Patricio (Presidente).- Tiene la palabra el señor Secretario.

El señor LABBÉ (Secretario General).- La divergencia suscitada entre ambas Cámaras deriva del rechazo por parte del Senado, en tercer trámite constitucional, de la sustitución de la letra e) propuesta por el artículo único del proyecto.



El artículo 105 de la Ley General de Urbanismo y Construcciones señala que el diseño de las obras de urbanización y edificación deberá cumplir con los estándares que establezca la Ordenanza General respecto de distintos factores que enumera. La letra e) obliga a cumplir estos estándares en lo relativo a condiciones de estabilidad y asismicidad.



En primer trámite constitucional, el Senado aprobó la sustitución de ese literal e) por una norma que incluye, para el borde costero, condiciones de resistencia y mitigación de los efectos de los maremotos o tsunamis, tales como infraestructura de protección, materialidad de los primeros pisos de las edificaciones y vías de evacuación en edificios y urbanizaciones.



Por su parte, la Cámara de Diputados acordó sustituir la letra e) por otra que dispone que el diseño debe cumplir lo que establezca la Ordenanza en lo relativo a condiciones de estabilidad y asismicidad que tomen en consideración todas las características, fenómenos naturales y particularidades de los diferentes lugares del territorio nacional.



La Comisión Mixta, como forma de resolver la divergencia entre ambas Cámaras, efectúa una proposición que consiste en incorporar una nueva letra i) al artículo 105 de la Ley General de Urbanismo y Construcciones, separando así lo relativo a maremotos o tsunamis de lo atingente a condiciones de estabilidad y asismicidad.



La Comisión adoptó este acuerdo por la unanimidad de sus miembros presentes, Senadores señores García, Montes, Ossandón, Tuma e Ignacio Walker y Diputados señoras Fernández y Provoste y señor Walker.



En el boletín comparado que Sus Señorías tienen en sus escritorios figuran la proposición de la Comisión Mixta y el texto como quedaría de aprobarse el informe pertinente.
El señor WALKER, don Patricio (Presidente).- Se ha pedido abrir la votación.



¿Les parece a Sus Señorías?



Acordado.



En votación.



--(Durante la votación).

El señor WALKER, don Patricio (Presidente).- Tiene la palabra el Senador señor Ignacio Walker.
El señor WALKER (don Ignacio).- Señor Presidente, tal como señaló el Secretario General, el Senado, en primer trámite, propuso sustituir la letra e) del artículo 105 de la Ley General de Urbanismo y Construcciones.



Ese último precepto dispone que el diseño de las obras de urbanización y edificación deberá cumplir con los estándares que establezca la Ordenanza General en lo relativo a diversas materias, una de las cuales se contiene en la señalada letra, a saber: “Las condiciones de estabilidad y asismicidad”.



La redacción propuesta por el Senado tiene por objeto que la letra e), al referirse a las condiciones de estabilidad y asismicidad, incluya, para el borde costero, condiciones de resistencia y mitigación de los efectos de los maremotos o tsunamis.


A su turno, la Cámara de Diputados estuvo porque tales condiciones de estabilidad y asismicidad tomaran en consideración todas las características, fenómenos naturales y particularidades de los diferentes lugares del territorio nacional, esto es, no solo lo relativo a los maremotos, cuestión que el Senado, en tercer trámite, rechazó.


Ahora bien, en el seno de la Comisión Mixta los representantes del Ejecutivo sostuvieron que, sin perjuicio de compartir el objetivo de ambas redacciones, consideraban más adecuado incorporar una nueva letra i) al artículo 105 que abordara solo las zonas de riesgo. Argumentaron que realizar una modificación en la letra e) implicaría ejecutar estudios que justificaran que en un sitio determinado hubiera exigencias especiales; por el contrario, establecerlo de manera independiente cumplirá los objetivos del proyecto de forma más simple, porque el área en cuestión ya está definida.



Esa postura, con algunos perfeccionamientos, fue acogida por dicha Comisión.


Por ello, solicitamos al Honorable Senado que tenga a bien aprobar su informe.

El señor WALKER, don Patricio (Presidente).- Tiene la palabra el Senador señor Horvath.

El señor HORVATH.- Señor Presidente, esta iniciativa de origen parlamentario ha ido tomando ritmo en la medida en que se van produciendo tsunamis en nuestro país o en otros. Esa es la verdad.



El proyecto que nos ocupa fue presentado hace muchos años. Y su finalidad específicamente -como se señaló- era introducir modificaciones en la letra e) del artículo 105 de la Ley General de Urbanismo y Construcciones para incorporar “Condiciones de estabilidad y asismicidad, incluyendo, para el borde costero, condiciones de resistencia y mitigación de los efectos de los maremotos o tsunamis, tales como infraestructura de protección, materialidad de los primeros pisos de las edificaciones y vías de evacuación en edificios y urbanizaciones”.



Ello, con el objeto de que, siendo Chile un país costero sometido a riesgos de esta naturaleza, de acuerdo a la diversidad de nuestro territorio, los diseños se adapten a esas condiciones y den garantías de seguridad a las personas y a su entorno.



Ahora, la Cámara de Diputados dejó eso totalmente de lado, por cuanto remplazó el texto propuesto por el Senado estableciendo: “Condiciones de estabilidad y asismicidad, que tomen en consideración todas las características, fenómenos naturales y particularidades de los diferentes lugares del territorio nacional”.



O sea, se pierde la especificidad y el objetivo de proteger el borde costero.



La fórmula que nos propone la Comisión Mixta de nuevo hace una apertura muy general, y lo deja a los estándares que establezca la Ordenanza General.



Para ello incorpora una letra i) nueva, que dice: “Características de diseño, resistencia estructural y seguridad, para las edificaciones que se puedan emplazar en las áreas con riesgo de inundación, anegamiento, socavación, afloramiento potencial de napa freática, quebradas, deslizamiento o remoción en masa de materiales o sedimentos, u otras similares definidas en los planes reguladores, y, en el caso de urbanizaciones que se emplacen en tales áreas, las características de las obras de urbanización destinadas a mitigar los riesgos y facilitar la evacuación hacia zonas seguras o servir, cuando corresponda, como alternativa para el escurrimiento de las aguas.”.



Es decir, borde costero, tsunamis, maremotos quedaron en el título. Hay que decirlo así.



Obviamente, a estas alturas, por ser propuesta de una Comisión Mixta, ya no la podemos modificar para poner explícitamente aquello.


Sí, quisiera rescatar que esta iniciativa de ley va en la línea de lo que su título plantea. Por lo tanto, en su aplicación deberán tener particular consideración de ello.

El señor WALKER, don Patricio (Presidente).- Tiene la palabra el Senador señor Pérez-Varela.

El señor PÉREZ-VARELA.- Señor Presidente, sin duda, debemos realizar modificaciones a la Ley General de Urbanismo y Construcciones, para ir dotando cada vez más instrumentos que permitan que las construcciones, los edificios tengan verdaderamente las condiciones de seguridad que nuestro país requiere.



El punto es que la resolución a la que llegó la Comisión Mixta, si bien abarca algunos de esos tópicos, nos coloca en una situación algo compleja y que no guarda coherencia con otras iniciativas de ley que estamos estudiando, como, por ejemplo, la que remplaza a la ONEMI por una nueva institucionalidad, que, en materia de prevención, fija zonas de riesgo en las cuales necesariamente habría que prohibir la construcción (quebradas, en fin). Y la normativa que nos ocupa permitirá construir en zonas de riesgo, en las quebradas, en zonas que se inundan, en zonas de anegamiento exigiendo el cumplimiento de ciertas condiciones.



Por lo tanto, como país debemos tomar una definición: ¿Vamos a declarar zonas de riesgo en las cuales no se va a poder construir? ¿O las zonas de riesgo en las que será factible construir deberán tener cierto estándar?


No hay duda de que este proyecto a lo mejor recoge la realidad existente en muchas zonas en las que se construye igual, a pesar de que son de riesgo. Pero muchas veces lo que se edifica ahí es absolutamente irregular. De tal manera que tampoco se va a cumplir con esta normativa.



Estamos en la comuna de Valparaíso. Y uno de los problemas que se generaron en los grandes incendios que tuvimos este año fue que la mayoría de las construcciones que se quemaron se encontraban en quebradas y todas estaban en situación irregular.



¿Qué nos ha señalado el Ministerio de Vivienda, incluso en sesiones especiales destinadas al efecto? Que no va a permitir construir en esas quebradas.



Pero aquí estamos diciendo: “Se puede construir en esas quebradas, pero con ciertas características que deben cumplirse en términos de diseño, de resistencia, estructuras y seguridad”.



Por lo tanto, hay que tomar una resolución sobre lo que verdaderamente vamos a querer como sociedad. 



Porque tenemos un proyecto como el que remplaza a la ONEMI, que despachamos hace pocos días en la Comisión de Defensa, en que una de las cuestiones fundamentales en materia de prevención que el Estado incorporará para morigerar los efectos dañinos de las inundaciones, de los aluviones, etcétera, dice relación con entregarles a las autoridades facultades para prohibir la construcción y el levantamiento de edificaciones en áreas de riesgo.



Eso será letra muerta cuando aprobemos la iniciativa que ahora nos ocupa, por cuanto dispone que para que las edificaciones se puedan emplazar en las áreas con riesgo de inundación, anegamiento, socavación, afloramiento potencial de napa freática, quebradas, deslizamiento o remoción en masa de materiales o sedimentos, u otras similares definidas en los planes reguladores deberán tener determinadas características de diseño, resistencia estructural y seguridad.



Puede que ello sea absolutamente necesario de establecer. Pero el punto es que debemos tomar una resolución: ¿Vamos a esforzarnos para que en las zonas de riesgo no se construya? ¿O permitiremos que se construya en las zonas de riesgo con el cumplimiento de determinadas características?


A mi juicio, esa es una resolución de política pública que resulta necesario asumir, pues la realidad indica que en las zonas de riesgo, las más de las veces, se construye de manera irregular, sin permiso de la Dirección de Obras.



Vimos el informe que nos entregaron sobre la situación de las quebradas, a propósito del incendio en Valparaíso; y no había ninguna resolución de la Dirección de Obras que autorizara construcciones en ellas.



De otro lado, observamos que parte de las edificaciones que se levantaron en el área del borde costero que se ha visto afectado por tsunamis tampoco contaban con el permiso pertinente. Otras sí.



Por lo tanto, lo positivo de este proyecto de ley es que nos llama a tomar una definición al respecto.



Pero no podemos hacer las dos cosas al mismo tiempo.



No es factible decir, en el proceso de discusión del proyecto de ley que regulará lo relativo a las emergencias y las catástrofes y que tratará de prevenirlas, que se van a definir zonas de riesgo en las que no se podrá construir y que, por lo tanto, las autoridades dispondrán de las facultades para impedir aquello y, por otro lado, tener una normativa que señale que solo deberán cumplirse ciertas condiciones para emplazar edificaciones en dichas áreas. 



Entonces, este proyecto tiene el mérito de hacernos debatir sobre ese punto. Debemos adoptar una resolución; y, a mi juicio, será muy importante conversar sobre una materia que resulta esencial para un país en el que permanentemente ocurren catástrofes y situaciones de emergencia.



Fuimos testigos a principios de año -el Senador Moreira así me lo ratificó- de lo sucedido en la Región de Los Lagos con los volcanes. La mayoría de las viviendas que sufrieron daños por las erupciones estaban edificadas en zonas de riesgo sin ningún tipo de autorización.



Este proyecto permitirá construir en esas mismas zonas, pero bajo ciertas características.



¿Será positivo eso? Tendremos que definir si adoptamos ese camino, o nos vamos a ir por la vía de la prohibición.

El señor WALKER, don Patricio (Presidente).- Tiene la palabra el Senador señor Coloma.

El señor COLOMA.- Señor Presidente, le pido que después de que se vote este proyecto levante esta sesión.



Nos están llamando a votar de la Comisión Especial Mixta de Presupuestos. Se está viendo la Partida de Educación.

El señor WALKER, don Patricio (Presidente).- ¿Habría acuerdo para ello?

La señora ALLENDE.- ¿Va a levantar la sesión, señor Presidente?

El señor WALKER, don Patricio (Presidente).- Después de este proyecto de ley, sí. Porque en la Comisión Especial Mixta de Presupuestos están sin quórum para tomar acuerdos.

El señor COLOMA.- ¡Estamos votando en dos partes!

El señor HARBOE.- Falta ver el proyecto del cual soy uno de sus autores, señor Presidente.

El señor WALKER, don Patricio (Presidente).- Esa es la petición que se ha hecho, señores Senadores.



Si alguien se opone, seguiremos hasta las 18.



Ahora, como solo queda un inscrito, podemos abrir la votación respecto de la iniciativa que señala el Honorable señor Harboe.



No hay acuerdo.



Reitero: hay una petición del Senador señor Coloma para que después de que se vote este proyecto de ley se levante la sesión.


No hay acuerdo.



Entonces, una vez que intervenga el último inscrito, que es el Senador señor Navarro, y luego de que entremos a discutir la siguiente iniciativa, solicitaré el acuerdo de la Sala para abrir la votación.

El señor COLOMA.- No está el Senador Navarro.

El señor WALKER, don Patricio (Presidente).- Tiene la palabra el señor Secretario.

El señor LABBÉ (Secretario General).- ¿Alguna señora Senadora o algún señor Senador no ha emitido su voto?

El señor WALKER, don Patricio (Presidente).- Terminada la votación.



--Se aprueba el informe de la Comisión Mixta (20 votos a favor).



Votaron las señoras Allende, Muñoz, Lily Pérez y Van Rysselberghe y los señores Araya, Coloma, Guillier, Harboe, Horvath, Hernán Larraín, Matta, Moreira, Ossandón, Pérez Varela, Pizarro, Quintana, Quinteros, Tuma, Ignacio Walker y Patricio Walker.

El señor WALKER, don Patricio (Presidente).- Se deja constancia de la intención de voto favorable del Senador señor Chahuán.
PROHIBICIÓN DE USO DE REGISTROS HISTÓRICOS DE DATOS COMERCIALES CADUCOS
El señor WALKER, don Patricio (Presidente).- Proyecto de ley, iniciado en moción de los Senadores señor Harboe, señora Pérez San Martín y señores Horvath, Pizarro y Tuma, en primer trámite constitucional, que modifica diversos cuerpos legales para prohibir el uso de registros históricos de datos comerciales caducos, con informe de la Comisión de Economía.



--Los antecedentes sobre el proyecto (9.917-03) figuran en los Diarios de Sesiones que se indican:



Proyecto de ley (moción de los Senadores señor Harboe, señora Lily Pérez, y señores Horvath, Pizarro y Tuma):


En primer trámite, sesión 96ª, en 10 de marzo de 2015.



Informe de Comisión:



Economía: sesión 15ª, en 12 de mayo de 2015.

El señor WALKER, don Patricio (Presidente).- Tiene la palabra el señor Secretario.

El señor LABBÉ (Secretario General).- El objetivo principal del proyecto es ampliar el ámbito de aplicación del artículo 18 de la ley N° 19.628, sobre protección de la vida privada, disponiendo que no solo está prohibida la comunicación de datos caducos, sino que además queda proscrito el uso, tratamiento y transferencia de dicha información.



Se modifican la Ley General de Bancos, la Ley General de Cooperativas y otros cuerpos normativos, como la ley que establece un nuevo estatuto general para las cajas de compensación de asignación familiar.



La Comisión de Economía discutió esta iniciativa solamente en general, y aprobó la idea de legislar por la unanimidad de sus miembros presentes, Senadores señora Lily Pérez y señores Orpis, Pizarro y Tuma.



El texto que se propone aprobar en general se transcribe en las páginas 18 a 20 del informe y en el boletín comparado que Sus Señorías tienen a su disposición.



Nada más, señor Presidente.

El señor WALKER, don Patricio (Presidente).- Gracias, señor Secretario.



En discusión general el proyecto.



¿Habría acuerdo para abrir la votación?

El señor MOREIRA.- ¡Por supuesto!

El señor HARBOE.- Sí, señor Presidente.

El señor WALKER, don Patricio (Presidente).- Acordado.



Antes de poner en votación el proyecto, vamos a fijar plazo para presentar indicaciones.

El señor HARBOE.- Señor Presidente, que sea para la segunda semana de diciembre.

El señor WALKER, don Patricio (Presidente).- Entonces, si le parece a la Sala, el plazo para presentar indicación será hasta el lunes 7 de diciembre.



Acordado.



En votación general el proyecto.



--(Durante la votación).
El señor WALKER, don Patricio (Presidente).- Tiene la palabra el Senador señor Harboe.

El señor HARBOE.- Señor Presidente, este proyecto, como bien se señaló, está originado en una moción de los Senadores señora Lily Pérez y señores Horvath, Pizarro, Tuma y quien habla, y es parte de la denominada “Agenda contra los abusos”. 



El creciente desarrollo de la industria del tratamiento de datos ha generado un verdadero desbalance entre el principio de la libre circulación de ellos y la protección de la vida privada de las personas -tan en boga en los últimos días-, y por tanto, de los datos personales de los ciudadanos. 



Hoy por hoy, resulta común ver en Internet avisos de venta de bases de datos con indicación de domicilios, RUT, actividad laboral, formación académica, e incluso algún tipo de discapacidades. En fin, un conjunto de información que permite segmentar a cada ciudadano en razón de su comportamiento mercantil, afecciones de salud o patrimonio.



Al observar la experiencia comparada, surge, como primera reflexión, una preocupación al ver que mientras en Chile recién estamos discutiendo sobre la conveniencia de proteger los datos de las personas en Europa el debate ya está versando acerca de cómo enfrentar el fenómeno de la administración de datos, el derecho al olvido en la redes sociales, como Yahoo, Facebook, en fin.



De hecho, hay un fallo histórico: el 14 de mayo de 2014 la Corte Europea de Justicia hace un reconocimiento expreso a la protección del derecho al olvido en materia de Internet, es decir, admite que las personas tienen derecho a que cierta información deje de ser tratada y publicada transcurrido determinado lapso.



Así las cosas, la OCDE le ha advertido a Chile en reiteradas oportunidades que no es un país seguro en materia de protección de datos personales. Ello ha obligado a legislar al respecto.



En la actualidad, el tratamiento de datos comerciales es bastante negativo. Los registros solo recopilan información negativa o incumplimientos de los ciudadanos, mas no los cumplimientos (la información positiva). 



Por su parte, la ley N° 19.628, sobre protección de la vida privada, es un instrumento que ha sido superado por la realidad económica nacional y mundial, toda vez que circunscribió en su discusión legislativa la prohibición de publicar la información que denomina “caduca”, es decir, aquella que adolece de veracidad, pues ya ha transcurrido un lapso. 



Pero, tal como se señala, la prohibición que estableció el legislador en aquel momento (ley N° 19.628) es la de publicar, mas no la de usar.



En la práctica, lo que ocurre es que muchos ciudadanos, hombres y mujeres, son víctimas de su historia comercial y mercantil.



Es entendible -así ocurre en las economías desarrolladas- que el historial comercial de una persona lo acompañe a la hora de ser evaluado en el crédito. Pero el objetivo de dicha información es establecer su capacidad real de pago y su comportamiento mercantil.



Pero el paso del tiempo es un elemento, y así lo reconocen el profesor Palazzi y la doctrina y jurisprudencia internacional, también de caducidad de la información.



Se ha permitido en algunas legislaciones que, transcurrido el plazo de cinco, siete o diez años -según la nación de que se trate-, los registros de información comercial procedan a ser borrados y se prohíba su utilización en razón de que no se entiende que la información sea veraz y permita evaluar de manera objetiva el riesgo de crédito de determinada persona.



Por eso, lo que hace esta moción es justamente circunscribir el tiempo durante el cual podrá estar vigente la información comercial. Y el objetivo -para decirlo en fácil- es borrar la información o los “históricos” que muchas veces condicionan de manera injusta la vida mercantil o las opciones de crédito de numerosos ciudadanos.



Este proyecto va a tener gran aplicación práctica. Por ejemplo, permitirá que jóvenes que en su etapa de estudiantes quedaron como deudores de un préstamo educacional que con posterioridad repactaron o incluso pagaron salgan de la información pertinente, que hoy día les impide ser sujetos de crédito.



No parece lógico, señor Presidente, que nuestro país, a estas alturas del desarrollo, no tenga considerado en su legislación el denominado “derecho al olvido”.



Esto no es una innovación: es la adecuación de nuestras normas a la experiencia práctica de las normas internacionales. Estados Unidos, Canadá, Francia, España, Argentina, Uruguay, Brasil, Paraguay son países que contienen en su legislación el denominado “derecho al olvido”, que (como señalé anteriormente) en plazos de cinco, siete o diez años determina la imposibilidad de utilizar información y publicarla.



Cuando hablamos del derecho al olvido nos estamos refiriendo a una expresión más específica del principio de finalidad y supresión de los datos y de la protección de la vida privada.


Se trata de que los datos sean usados legítimamente, para el fin que autorizó su tratamiento, sin que ello signifique que permanezcan en el fichero ad eternum.



Por el contrario, se busca que, cuando se agota la finalidad o pierde sentido su tratamiento, el dato sea olvidado o eliminado, como si nunca hubiera existido.



Es una expresión del derecho de supresión, tal y como lo señala claramente el fallo argentino de 12 de noviembre de 1999 que consagró el derecho al olvido.



El derecho al olvido ha sido debatido fundamentalmente en dos áreas: la de los datos personales en las redes sociales y, también, la de los datos comerciales.


En tal contexto, en Chile, como se ha dicho, existen normas que solo se limitan a enunciar estos datos y a regular cómo debe hacerse el tratamiento, sin que exista una consagración expresa del derecho al olvido.


Solo el artículo 18 de la ley N° 19.628 y el artículo 10 del decreto supremo N° 950, de 1928, contienen normas sobre la imposibilidad de comunicar datos caducos, es decir, aquellos que han permanecido en un fichero por más de cinco años.



Señor Presidente, no parece lógico que hoy día la legislación, por un lado, permita que quien comete un crimen deleznable como la violación de un menor con resultado de muerte, una vez cumplida su condena y transcurridos diez años, borre ese antecedente criminal y figure en el certificado respectivo “sin antecedentes”, y por otro, no posibilite borrar una deuda, aun cuando se haya pagado.



No parece lógico -insisto- que nuestro ordenamiento permita borrar un crimen, mas no una deuda que incluso se ha pagado.



El bien jurídico protegido en el caso del crimen son la vida, la libertad sexual o la libertad ambulatoria, mientras que en el de la deuda solo es la propiedad.



En Estados Unidos, la Fair Credit Reporting Act es pionera en la materia.



En el Reino Unido, los informes crediticios están normados por la Consumer Credit Sct, secciones 157 y 160: se establece un plazo de seis años.



La legislación francesa determina en La Banque de France un plazo de cinco años.



La ley española de 1999 consagra también el derecho al olvido: a los seis años.



En consecuencia, señor Presidente, este proyecto de ley busca terminar con los registros históricos que, por el hecho de haber tenido una deuda en alguna oportunidad de la vida, condicionan y limitan la posibilidad de acceso al crédito en la economía nacional, que se basa (valga la redundancia) en el crédito.



Esta iniciativa contiene cuatro artículos permanentes y dos transitorios.



¿Por qué cuatro artículos permanentes? Porque decidimos modificar la Ley General de Bancos, la Ley General de Cooperativas, la ley sobre cajas de compensación y la ley N° 19.628, sobre protección de la vida privada.



No queremos que nunca más una institución bancaria o una caja de compensación nos diga que no se aplica la ley de protección de datos personales porque sus leyes son orgánicas constitucionales, argumento que no tiene ningún valor, pero que lo han aducido en los juicios en tribunales.



Este proyecto establece, además, un régimen de sanciones que va desde las cien a las mil unidades tributarias mensuales para cualquier institución que violente la protección de datos; en este caso, el derecho al olvido. Y, para crear un incentivo positivo, se sanciona solidariamente al funcionario del banco, caja de compensación o cooperativa que utilice la información correspondiente de manera ilegal.



Señor Presidente, la ley en proyecto va al corazón de millones de chilenas y chilenos, pues permitirá terminar con registros históricos que tienen ahogadas a millones de personas que no pueden acceder a un crédito por el solo hecho de haber quedado debiendo en alguna oportunidad de su vida.

El señor WALKER, don Patricio (Presidente).- Solicito autorización de la Sala para me remplace por cinco minutos el Senador señor Navarro.

El señor NAVARRO.- ¡Prometo no decir nada...!

El señor WALKER, don Patricio (Presidente).- Ese es el compromiso: ¡no decir nada...!

El señor GARCÍA-HUIDOBRO.- ¡Que se retracte de todos sus dichos...!

El señor WALKER, don Patricio (Presidente).- ¿Le parece a la Sala?



Acordado.



--Pasa a presidir la sesión el Honorable señor Navarro, en calidad de Presidente accidental.
El señor NAVARRO (Presidente accidental).- Tiene la palabra la Senadora señora Allende.

La señora ALLENDE.- Señor Presidente, en primer término, quiero felicitar al colega Harboe y a quienes lo acompañaron en este proyecto; entiendo que son los Senadores señores Pizarro y Tuma y la Senadora Pérez.



Creo que esta es de las mociones que vale la pena considerar en el Senado. Y ojalá sea ley pronto.



Como se explicó, hoy día, con las nuevas tecnologías, la capacidad de circulación de la información es infinita, instantánea y simultánea. Pero, obviamente, también está atentando contra los derechos básicos, contra la denominada “protección de la vida privada de las personas y sus datos personales”.



Claramente, Chile tiene que ponerse al día. Si se lo compara con las demás naciones de la OCDE, nuestro país está muy atrasado.



Señor Presidente, hablando de protección a la vida privada, no puedo dejar de mencionar -y voy a desviarme un minuto- lo que lamentablemente debimos compartir en el día de ayer.



Hemos visto cómo mediante un acto deleznable se puede vulnerar la vida privada de un parlamentario sobre la base de publicar a través de un medio de comunicación, no solo irresponsablemente sino además delictualmente, una comunicación privada vía telefónica, mediante WhatsApp, captada con un lente que estaba recogiendo información.



Espero que la lección de ayer sea suficientemente importante. Y estoy de acuerdo con la Cámara de Diputados, que decidió querellarse, para que podamos dar una lección. Ojalá que de una vez por todas aprendamos que existen límites y que debe haber respeto a la vida privada de la gente y a sus datos personales.



Señor Presidente, volviendo al tema que nos ocupa, me parece que estamos ante una tremenda moción, que va a ayudar sobremanera en nuestro país.



En Chile una gran cantidad de personas están endeudadas, por distintas razones. Muchas de ellas ya pagaron sus deudas; pasaron más de cinco años, pero siguen registradas. Y la información se utiliza mal, pues no se aplica el denominado “derecho al olvido”. Así, esos ciudadanos son considerados riesgosos cuando solicitan un crédito a las distintas instituciones que realizan esas operaciones financieras: bancos, cooperativas, cajas de crédito, en fin.



¡Qué más injusto que quien tuvo una deuda y la saldó quede registrado permanentemente!



¡Qué más injusto que esa persona vea cerradas las puertas ante cualquier solicitud de crédito que hace para comprar una vivienda, un bien de consumo o cualquier otra cosa!



Y ello, lisa y llanamente porque no hemos sido capaces de entender que los datos en cuestión no pueden usarse mal y que hay que borrar toda información como la explicitada.



Por eso, creo que debemos procurar que los datos comerciales caducos se extingan, pues su permanencia está afectando a millones de personas.



Al respecto, me parece importante un fallo de la Corte de Apelaciones de Santiago donde se declara la ilegalidad en que incurren quienes hacen evaluaciones de riesgo inexactas, carentes de objetividad y perjudiciales para las personas.



Señor Presidente, este es un gran proyecto. Ojalá lo aprobemos unánimemente.



Felicito a quienes adhirieron a la moción del Senador Harboe.



La futura ley nos hará muy bien como país si somos capaces de entender que los datos personales tienen un uso específico y no pueden prestarse para cometer abusos contra personas que en algún momento de su vida contrajeron una deuda, la saldaron y sin embargo permanecen en un registro que las convierte en riesgosas y, por tanto, les impide acceder al crédito.



Por eso, señor Presidente, voy a votar a favor.



Pienso que llegó la hora de actualizarse. Chile debe ir a los estándares de los demás países pertenecientes a la OCDE y de muchas otras naciones, pues está  bastante atrasado en la materia.

El señor NAVARRO (Presidente accidental).- Tiene la palabra el Senador señor Quinteros.

El señor QUINTEROS.- Señor Presidente, este es un proyecto antiabusos, como muchas otras iniciativas que hemos debatido en el último tiempo.



Todos ellos persiguen el afán de defender a los ciudadanos de atropellos a sus derechos, los que se cometen en las más variadas formas y por las más diversas entidades.



Ahora se trata de terminar con los abusos en que incurren bancos, entidades financieras, cajas de compensación que, en las evaluaciones crediticias que hacen hoy, no están cumpliendo las disposiciones que impiden la utilización de información financiera caduca, es decir, deuda que ya fue pagada, o que se encuentra extinguida, o que es anterior al plazo de vigencia de cinco años que establece la ley.



Es curioso, señor Presidente, que debamos aprobar leyes especiales para obligar a los bancos a cumplir normas que ya existen y que se vulneran bajo el amparo de resquicios y de supuestos vacíos legales.



La disposición actual dice que en ningún caso pueden "comunicarse" los datos. Y ahora el proyecto agrega que ellos tampoco pueden "usarse" o "tratarse".



¿Era necesaria esta iniciativa? 


Si hubiera buena fe de parte de las entidades crediticias, se habrían abstenido de seguir usando registros históricos para evaluar el riesgo de sus colocaciones. Pero eso no ha ocurrido: han optado por persistir en sus conductas. Por lo tanto, debemos legislar especialmente para evitar que ese abuso continúe.



El derecho de los bancos a contar con información suficiente para evaluar el riesgo de sus clientes no es absoluto: también están el derecho de los particulares a reiniciar sus actividades una vez que han superado sus problemas de morosidad y el derecho a la protección de los datos personales.



¿O acaso los mismos bancos no han enfrentado dificultades en su actividad comercial, al punto que incluso han necesitado ayuda estatal?



En estos días se ha hecho pública la situación de insolvencia que afecta a una caja de compensación.


¡Justamente las entidades de esa índole otorgan créditos al segmento de personas más vulnerables: el de los jubilados...!



¿Cómo se sentirán los jubilados que han pagado varias veces el monto de su crédito original cuando ven en las noticias que ejecutivos de las cajas de compensación, las que supuestamente no tienen fines de lucro, falsearon información para poder recibir un bono?



Esas son las instituciones que han eludido hasta ahora la correcta aplicación de las normas sobre protección a la vida privada.



Nuestro país ha madurado, ya no tolera ese doble estándar.



Por otro lado, muchas voces reclaman por señales para la reactivación de la economía. Y este proyecto contribuye concretamente a dicha finalidad.



Una economía que les da una nueva oportunidad a los emprendedores se dinamiza.



Por eso, considero que la ley en proyecto va en la dirección correcta y es propia de estos tiempos.



De una parte, pone freno a los abusos en el uso de la información financiera de los chilenos que pagaron sus deudas o que tienen deudas que ya no están vigentes, y de otro, les permite a los deudores que han enfrentado problemas reiniciar sus actividades sin la mochila de datos caducos que actualmente les impiden el acceso al crédito.


Por eso, voto que sí.
El señor NAVARRO (Presidente accidental).- Tiene la palabra el Senador señor Coloma.

El señor COLOMA.- Dos cosas, señor Presidente.



Primero, aunque no tiene que ver con este proyecto, comparto lo que planteó la Senadora Allende en el sentido de rechazar absolutamente las normas intrusivas en la vida privada, que se han hecho pan de cada día. Creo que ellas generan una situación de ilegítimo desprecio a la vida privada, lo que a mí me violenta.



Por eso, aunque esta iniciativa va en una línea distinta, creí que era atingente esta reflexión, que he querido compartir.



En segundo lugar, aun a riesgo de meterme en algún enredo (¡pero la vida nos hace meternos en enredos...!), quiero hacer una reflexión un tanto crítica del proyecto, la que puede ser -y yo no tengo la respuesta- parte de una discusión más especial posterior.



A mí me pasa algo: no sé si el objetivo final del derecho al olvido que se ha diseñado (entiendo ese derecho en varios ámbitos) va a ser bueno o malo.



Eso es lo que deseo transmitir. Y quiero hacerlo sin ninguna idea preconcebida.



Porque, al final, ¿qué busca este articulado? Básicamente, hacer inexistente la historia comercial de una persona pasados cinco años, en busca de que eso pueda facilitarles a todos el emprendimiento.



Pero fíjense en lo que se escribe: aquí no solo se tienen que borrar -entre comillas- las obligaciones no pagadas, sino que, además, no se podrá usar, tratar o transferir, para efectos de evaluación de riesgo comercial o proceso de crédito, datos personales económicos de personas cuyas obligaciones hayan sido extinguidas.



O sea, si yo he pagado toda mi vida, si un emprendedor ha pagado toda su vida, esos datos no se podrán usar, por ejemplo, para el otorgamiento de un crédito.



Porque esta norma no busca extinguir la obligación del que no ha pagado, sino que no se pueda usar la información: ni la del que no ha pagado, ni la del que ha pagado.



Eso me genera una duda bastante de fondo respecto a lo que ocurre finalmente con aquel tipo de instituciones.



¿Cómo se entregan los créditos?



Las instituciones bancarias -he estado pensando en este breve período de tiempo- hacen evaluaciones. Una de ellas es el riesgo del crédito.



¿Qué siento yo?



Si se termina la facultad de evaluar ese riesgo (¡fíjense en lo que digo!) sobre la base de obligaciones cumplidas, ¿qué va a ser importante? Va a ser importante el patrimonio y va a ser importante (y lo diré porque es lo que más me complica) la familia de proveniencia.



Sé que este es un efecto completamente inesperado, indeseado. Pero si una persona no ha cumplido -¡fíjense en lo que digo!-, no puedo verlo. ¿Qué me va a importar para dar un crédito? Básicamente, saber si esa persona tiene patrimonio.



¿Y qué pasa con los emprendedores? ¿Qué pasa con los que no tienen patrimonio? ¿Cómo se puede decir que se tienen un historial y un ánimo de cumplimiento?



Yo entiendo perfectamente lo que anima a los autores de la moción: por así decirlo, quieren aplanar la cancha. Pero se puede producir un efecto bien indeseado: que, como un aval importante para que le otorguen un crédito, uno no pueda exhibir un correcto desempeño, pues estaría prohibido legalmente.



Entonces, quiero hacerlos reflexionar.



Creo que aquello no debiera ser el objetivo. Al final, la falta de información dificulta una buena toma de decisión.



Entonces, una cosa es enfrentar los abusos y otra eliminar el concepto de cumplimiento como elemento para los efectos de otorgar un préstamo.



Pienso que vamos a volver a los viejos tiempos, cuando para obtener un crédito se requerían ingentes recursos o mucho contacto familiar. Y eso, a menos que esté equivocado, no me puede convencer.



No me parece que la redacción sea la que los autores imagino que buscaron.

El señor WALKER, don Patricio (Presidente).- Tiene la palabra el Honorable señor Tuma.

El señor TUMA.- Señor Presidente, el progreso tecnológico ha provocado un impacto considerable en el campo del resguardo de la información, del mismo modo que en difundirla. Internet es una poderosa herramienta de información global que configura una verdadera huella digital y dactilar de nuestro pasado, y demanda un debate sobre el derecho al acceso libre a los datos y la debida protección de la intimidad.



Este equilibrio es precisamente lo que está en juego con el derecho al olvido, cuya finalidad es evitar que un individuo sea prisionero perpetuo de su pasado y obliga a las instituciones a eliminar ciertos detalles de carácter personal una vez transcurrido un período de tiempo.



Es un derecho que presenta tres áreas: la del pasado judicial -es habitual la posibilidad de limpiar antecedentes, del mismo modo que en el Registro Civil respecto de faltas a la Ley de Tránsito-; la correspondiente a la legislación de protección de datos, y la de un nuevo derecho digital, y aún polémico, que equivaldría a la atribución de una fecha de caducidad a los datos personales.



En la actualidad se halla en discusión todavía el derecho al olvido en relación con las redes sociales.



El proyecto que aprobó en general la Comisión de Economía y que se encuentra en debate aborda un área específica y acotada del derecho al olvido, referente solo a los datos comerciales. Sin embargo, en el caso de una deuda de esta índole, la ley N° 19.628, publicada en 1999 -ya tiene más de quince años de aplicación-, ha sido bastante eficaz. Mas ha habido excepciones en que esta legislación y el derecho al olvido son vulnerados por las instituciones acreedoras, especialmente, quizás no desde el punto de vista de transferir información, pero sí de hacer análisis y de utilizarla. Y eso es lo que se quiere evitar con la iniciativa.



Producto de la negligencia histórica de la Superintendencia de Bancos, se les ha permitido a estas entidades usar y abusar de los antecedentes. Por su parte, la banca se defiende señalando que solo los emplea, pero no los comunica. Lo que vamos a hacer ahora precisamente apunta a que no pueda utilizarlos para la evaluación de riesgo. No parece razonable que en nuestra legislación sea posible borrar un crimen y no una deuda.



Por eso, el derecho al olvido que se aborda en la iniciativa se refiere a una dimensión acotada de la discusión sobre la materia que las sociedades están realizando. Compatibilizar el derecho a la vida privada con el acceso a la información en la era digital es un desafío regulatorio nacional, regional y global que debemos asumir. Ello queda pendiente. No está agotado.



Y una tarea para el Congreso y el colegislador es el establecimiento de la Agencia Nacional de Protección de Datos Personales; pero, al mismo tiempo, falta un sistema de evaluación financiera de los consumidores.



Un señor Senador que me antecedió en el uso de la palabra expresó, con alguna razón, que es bueno disponer de la información positiva de los emprendedores para poder ponderar su riesgo en futuros créditos. Creo que es un punto que cabe considerar, y para ello es preciso debatir respecto de cuándo un antecedente debe mantenerse.



Por eso, estimo que tenemos que crear una Agencia de Datos y un sistema de evaluación financiera equilibrado, de tal manera que se proteja la privacidad y, al mismo tiempo, se permita a los evaluadores de crédito acceder a determinada información.



Este es un paso muy significativo, si bien no el único, en el ámbito de los derechos de los ciudadanos, porque no son pocas las oportunidades en que hemos visto violentados los derechos de los deudores cuando se usa información vencida, caduca o extinguida.



En consecuencia, con gusto me pronuncio a favor, y volveremos a debatir el proyecto en particular en el órgano técnico.

El señor WALKER, don Patricio (Presidente).- Puede intervenir la Senadora señora Lily Pérez.

La señora PÉREZ (doña Lily).- Señor Presidente, estoy contenta y orgullosa de ser coautora de la iniciativa y de que mi Honorable colega Harboe nos la haya propuesto a varios miembros de la Comisión de Economía.



Entiendo que en algunos señores Senadores se susciten aprensiones respecto de empresas, casas comerciales o instituciones bancarias otorgantes de crédito. Pero la verdad es que el proyecto busca generar un equilibrio, en el fondo, para los consumidores, que son los clientes, porque la sartén por el mango la tienen hoy día los acreedores, las casas comerciales, los bancos.



En la Región Metropolitana, donde hay portales en el paso de los vehículos, alguien que se atrase tres meses en el pago del peaje aparecerá en Dicom.



La demora en el pago a una casa comercial o a cualquier tienda ancla provoca el mismo efecto.



Por lo tanto, cuando una persona va a pedir un crédito, la aparición de antecedentes de esta índole vulnera absolutamente su derecho. Porque después de cancelarse la deuda es necesario ir, por voluntad propia, a aclarar que ya se cumplió. Y ello lleva, muchas veces, a perder la oportunidad de ser sujeto de crédito.



Entonces, lo que buscamos con el proyecto -obviamente, una vez que vuelva a la Comisión vamos a hacerle todos los ajustes necesarios para que salga una ley impecable- es que las deudas caducas no sigan apareciendo en el historial de crédito de una persona.



Como se ha dicho en la Sala, incluso antecedentes de carácter penal se extinguen cuando finalmente se cumple la sanción o condena.



Muchos nos preguntamos por la situación de alguien que ya cumplió con sus deudas, que pagó. Y la información sigue apareciendo porque no fue a aclararlas.



Este es el sentido de la iniciativa.



El Honorable señor Coloma planteaba que también debería existir un historial positivo. ¡Claro! Pero cabe reconocer que en Chile no es así. Cuando una persona necesita un crédito hipotecario, en el banco no van a tenerle un registro en virtud del cual le digan: “¡Ah, usted pagó su tag, esto y lo otro!”. Siempre se repara en lo negativo, en lo malo, no en lo positivo. A nadie lo felicitan por haber saldado todas sus deudas a tiempo. No conozco ningún caso. Sería realmente un afortunado. Es al revés.



Lo que queremos es que, transcurridos cinco años, las deudas no queden en el historial personal, porque, si no, la persona enfrenta muchos problemas para conseguir un préstamo.



En consecuencia, no se trata de que queramos perjudicar a aquellas empresas que dan crédito y enfrentan más riesgo con sus clientes, sino de que apuntamos a un equilibrio para que estos no lleven siempre las de perder a la hora de solicitar un préstamo de carácter comercial, hipotecario, de consumo, para financiar una enfermedad, el estudio de un hijo, en fin.



La mayoría de los chilenos viven a crédito. Y, por lo tanto, lo que deseamos es alivianar de alguna forma la carga emocional de personas a quienes no se lo dan porque alguna vez tuvieron una deuda que sigue apareciendo en su registro aunque haya caducado.



He dicho.

El señor WALKER, don Patricio (Presidente).- Tiene la palabra el Honorable señor De Urresti.

El señor DE URRESTI.- Señor Presidente, la ley en proyecto se denominará, sin lugar a dudas, “de derecho al olvido”, pero también quedará registro de que su impulsor fundamental fue el Senador señor Harboe. Me consta, además, que Su Señoría lideró, cuando estuvimos en la Cámara de Diputados, la normativa para borrar los registros de DICOM.



Resulta indiscutible que la iniciativa, más allá de la teoría financiera o del registro de datos, les hará sentido a miles -y por qué no decir millones- de deudores, a gente que en su época de estudiante y en sus primeros años de vida laboral, principalmente, se ha visto enfrentada a procesos por deudas con bancos, instituciones comerciales, compañías de seguros, retailers, cooperativas o cajas de compensación. Y esa situación, producto de una incertidumbre o a veces de la inmadurez o de distintas situaciones familiares, termina persiguiendo por el resto de la vida.



Más que considerar el articulado sobre la base del análisis de las instituciones financieras o del registro propiamente tal de datos y del historial financiero de deudas, es preciso hacerlo en relación con el usuario, con quien va a poder hacer uso del derecho al olvido, en definitiva. Pasados cinco años, simplemente no se podrán usar los datos de manera comercial para impedir el acceso a un crédito o en casos de esta naturaleza.



Como se ha explicado en la Sala, no es posible que se pueda pedir la eliminación de antecedentes por la comisión de delitos, incluso muy graves, luego de transcurrido un plazo desde el cumplimiento de la condena, pero que ello quede excluido en el caso de antecedentes comerciales.



Y lo que resulta aún peor es que esto último persigue al deudor durante toda su vida y le impide reemprender, reiniciar actividades productivas.



Las personas son doblemente sancionadas por las instituciones que se aproximan a la situación -y es algo que también es preciso consignar- a partir del abuso de información, para, en definitiva, generar un mal empleo de datos caducos, lo que termina impidiendo el pleno desarrollo del ciudadano que quiere acceder a un crédito y borrar su historial financiero.



Conversábamos sobre el particular con varios Senadores. Para que el proyecto tenga “carne”, para que su aplicación adquiera sentido y para que efectivamente se pueda fiscalizar y no limitarse el titular del derecho solo a reclamar por verse expuesto a una dificultad de esta naturaleza, es imprescindible contar con la Agencia de Protección de Datos, de carácter gubernamental.



Debiera existir un compromiso en el sentido de que, en paralelo a la tramitación de la iniciativa, que pasará a la discusión en particular, el Gobierno creará dicha entidad, a fin de que, sobre la base de las sanciones que se están estableciendo, persiga y sancione, en forma drástica, con multas, con el seguimiento de los operadores. Muchas veces, estos son los ejecutivos de cada una de las instituciones o quienes están a cargo de la informática o de otra responsabilidad.



No creo que simplemente tengamos que dejar que cada ciudadano afectado recurra, a través de la justicia ordinaria, al cumplimiento de la normativa en examen, que no cabe duda que vamos a aprobar por una amplia mayoría, sino que es fundamental que el Estado tenga un organismo que vele por el cumplimiento de la protección de datos comerciales y de otros que, sin lugar a dudas, son utilizados a menudo de manera mañosa o contraria a los intereses ciudadanos.



Felicito por la iniciativa. Ojalá este tipo de instancias permita disminuir los abusos que muchas instituciones cometen en contra de los chilenos.



Voto a favor.

El señor WALKER, don Patricio (Presidente).- Puede intervenir el Senador señor Navarro.

El señor NAVARRO.- Señor Presidente, brindo un reconocimiento, por cierto, a mis colegas Harboe, Lily Pérez, Horvath, Pizarro y Tuma.



El proyecto permite abrir un debate que no va a terminar en la Sala -volverá a la Comisión de Economía-, y vamos a aprobarlo, pero puede ser mejorado. Evidentemente, queremos que el derecho al olvido se cumpla. En este sentido, el perfeccionamiento de las normas que eviten que la ley sea burlada parece esencial.



Deseo consignar que fallos de recursos de protección establecen de manera clara que no se puede usar el llamado “predictor de riesgos”. La sentencia dictada por la Corte de Apelaciones de Santiago con fecha 31 de enero de 2011, que acogió una acción en el marco de ese sistema, señaló que no existe norma jurídica alguna que faculte a la recurrida para publicar en el boletín de informaciones comerciales Dicom una predicción o apreciación -en consecuencia, totalmente subjetiva- del eventual grado de cumplimiento de una persona en relación con sus futuros compromisos comerciales.



¡Desde luego que media la subjetividad! Puede que una enfermedad, que un elemento que después deja de incidir, haya motivado el no pago.



Por lo tanto, el articulado determina que ningún banco, ninguna cooperativa, ninguna institución que otorgue créditos, podrán usar la base de datos. Transcurrido un cierto plazo -en todas las legislaciones: las europeas, la argentina, la uruguaya, es de cinco a siete años-, estos deberán ser eliminados.



Pero ¿qué pasa en la realidad? Los bancos se los quedan igual. Y hay un comercio en la materia. Ha sido público que los listados de grandes tiendas ancla o supermercados se trafican para la venta de tarjetas.



Uno de los elementos cruciales, entonces, es cuál va a ser la sanción disuasiva por el empleo de bancos de datos históricos. Aunque alguno dirá: “Siempre, al final de la noche, van a permanecer guardados en la caja fuerte del banco para ser utilizados en cualquier momento”. Y aquí es clave lo dicho por el Senador señor De Urresti en orden a que tiene que existir una Agencia de Protección de Datos.



Aspiramos a contar con un ombudsman, con un defensor del pueblo. ¡Que falta le hace a Chile! Existe en toda Europa y en toda América Latina, mas no en nuestro país. Es decir, nos falta una institucionalidad que proteja cuando el Estado atropelle los derechos de las personas, y también, desde luego, cuando lo hagan comerciantes, empresarios. Juzgo que esa falta tendremos que subsanarla a la brevedad.



Porque vamos a aprobar -¡qué duda cabe!- la iniciativa, a perfeccionar lo relativo a la multa y la capacidad de recurrir a los tribunales, y del espíritu del proyecto claramente se desprende una prohibición, además de ser solidariamente responsables, incluso, el banco o la persona que causen un daño patrimonial. Pero ello va a ser producto de una acción judicial, caso en el cual a algunos siempre les va bien, que son los abogados: el banco pone uno, el demandante otro, y al final ganan igual, tengan éxito o no.



Imaginemos que un ciudadano se halla frente al agente de crédito solicitando un préstamo casi de rodillas y que la respuesta es negativa. ¡Si resuelve demandar, no tiene plata para nada! La posibilidad de contratar un abogado es nula. Por lo tanto, es evidente que tenemos que contar con una institucionalidad que pueda apoyar la denuncia y acompañar la demanda, ocurridos los hechos, para que estos no vuelvan a ocurrir. Porque la decisión de accionar queda en manos del solicitante del crédito. Si no lo hace, no va a pasar nada, y bancos, empresas comerciales, cooperativas, van a seguir utilizando la información histórica e ignorando la ley.



El articulado en debate es bienintencionado y constituye un tremendo paso en la defensa del derecho a crédito que les corresponde a los consumidores, pero podemos perfeccionarlo.



Voto a favor del proyecto, que viene a enfrentar el problema grave de un abuso sistemático en contra de los usuarios de créditos.



¡Patagonia sin represas!



¡Nueva Constitución, ahora!



¡No más AFP!



He dicho.

)------------------(

El señor WALKER, don Patricio (Presidente).- Tiene la palabra el señor Secretario.

El señor LABBÉ (Secretario General).- En este momento ha llegado a la mesa un mensaje de la Presidenta de la República con que el que retira y hace presente la urgencia, calificándola de “suma”, al proyecto de ley que crea el plan de formación ciudadana para los establecimientos educacionales reconocidos por el Estado (boletín N° 10.043-04).



--Se tiene presente la calificación y se manda agregar el documento a sus antecedentes.

)----------(

El señor WALKER, don Patricio (Presidente).- Tiene la palabra el Senador señor Guillier. 

El señor GUILLIER.- Señor Presidente, simplemente deseo respaldar este proyecto, porque estimo que hace justicia y que permite ir modernizando nuestra legislación en materia de derechos. Por supuesto, congratulo a sus autores: los Senadores señor Harboe, señora Lily Pérez y señores Horvath, Pizarro y Tuma. 



En primer lugar, cabe señalar que la industria de la información ha generado en muchas partes del mundo, y también en Chile, un absoluto desbalance entre la libre circulación de la información y la protección de la vida privada de las personas, lo que está bien consignado en los fundamentos de la moción. 



Además, nuestro país está atrasadísimo en materia de protección de los datos en relación incluso a estándares como la OCDE, por lo que se puede considerar como no seguro o no adecuado en este aspecto. 



Ahora, se ha instalado en el debate jurídico un cierto concepto de “derecho al olvido”, cuyo objetivo es que los datos sean utilizados legítimamente para el fin que autorizó su tratamiento. Pero, cuando dicha finalidad desparece, se agota, concluye, se modifica sustancialmente o pierde sentido ese tratamiento, los datos deben ser olvidados o eliminados. 



Por lo tanto, cabe recordar el principio del derecho al olvido o la eliminación -dicho de una manera más directa- de esta información cuando ha desaparecido aquello que justificó o legitimó su tratamiento. 



Lo anterior evita incluso que datos caducos, muchas veces ya no válidos, no vigentes, en los hechos terminen restando los derechos a una persona para toda su vida, sin que tenga una nueva oportunidad, por ejemplo, en el mercado del crédito, pero también en la reparación de su imagen pública, etcétera. 



Para el mismo efecto, recuerdo lo que acaba de señalar el Senador Navarro en su intervención. 



Tenemos escasos precedentes de fallos en la materia, pero los hay: la Corte de Apelaciones de Santiago, el 31 de enero de 2011, acogió una acción de protección en el marco del uso del predictor de riesgos, señalando que no hay normas jurídicas que faculten a ninguna empresa o institución, ni tampoco al DICOM, para publicar en su boletín de informaciones predicciones o apreciaciones que se supone anticipan lo que sería la conducta de determinada persona a partir del eventual incumplimiento que tendría respecto de futuros compromisos comerciales, lo que ha perjudicado a muchos chilenos. 



Por lo tanto, ha habido una reacción de la Corte de Apelaciones que interpreta el espíritu del Derecho moderno, pero no hay una ley específica que lo establezca. 



En suma, señor Presidente, creo que esta iniciativa es un aporte, por lo que la respaldo con entusiasmo. 

El señor WALKER, don Patricio (Presidente).- Tiene la palabra el señor Secretario. 

El señor LABBÉ (Secretario General).- ¿Alguna señora Senadora o algún señor Senador no ha emitido su voto?

El señor WALKER, don Patricio (Presidente).- Terminada la votación.



--Se aprueba en general el proyecto (24 votos a favor y 2 abstenciones).


Votaron por la afirmativa las señoras Allende, Goic, Lily Pérez y Van Rysselberghe y los señores Araya, Chahuán, De Urresti, Espina, García-Huidobro, Girardi, Guillier, Harboe, Lagos, Hernán Larraín, Letelier, Navarro, Ossandón, Pérez Varela, Pizarro, Quintana, Quinteros, Tuma, Ignacio Walker y Patricio Walker.


Se abstuvieron los señores Coloma y Moreira.

El señor WALKER, don Patricio (Presidente).- Habiéndose cumplido su objetivo, procederé a levantar la sesión, sin perjuicio de dar curso a la solicitud de oficio que ha llegado a la Mesa. 

PETICIÓN DE OFICIO



--El oficio cuyo envío se anunció es el siguiente:



Del señor HORVATH:



A los señores Ministros de Hacienda y de Bienes Nacionales, pidiéndoles INCLUSIÓN, EN LEY DE PRESUPUESTOS 2016, DE GLOSA MODIFICATORIA DE MÍNIMO DE 95 UTM CONTENIDO EN REGLAMENTO SOBRE ZONAS FRANCAS A FIN DE PERMITIR ADQUISICIÓN DE COMBUSTIBLES SIN IVA PARA CUALQUIER TIPO DE VEHÍCULO O USUARIO EN AISÉN.

)---------------(

El señor WALKER, don Patricio (Presidente).- Se levanta la sesión.


--Se levantó a las 18:8.







Manuel Ocaña Vergara,







Jefe de la Redacción

A N E X O S

SECRETARÍA DEL SENADO

LEGISLATURA NÚMERO 363ª

ACTAS APROBADAS

SESIÓN 66ª, ORDINARIA, EN MARTES 03 DE NOVIEMBRE  DE 2015


Presidencia del titular del Senado, Honorable Senador señor Patricio Walker; de la Vicepresidenta, Honorable Senadora señora Adriana Muñoz.


Asisten los Honorables Senadores señoras Allende, Goic, Pérez San Martín, Van Rysselberghe y Von Baer y señores Allamand, Araya, Chahuán, Coloma, De Urresti, Espina, García, Girardi, Guillier, Harboe, Horvath, Lagos, Larraín, Letelier, Matta, Montes, Moreira, Ossandón, Pérez Varela, Pizarro, Prokurica, Quintana, Quinteros, Tuma; Walker, don Ignacio y Zaldívar.


Concurren, asimismo, las Ministras de Educación, señora Adriana Delpiano; del Trabajo y Previsión Social, señora Ximena Rincón y de Salud, señora Carmen Castillo y la Subsecretaria de Educación, señora Valentina Quiroga.


Actúan de Secretario General y de Prosecretario, los titulares del Senado, señores Mario Labbé y José Luis Alliende.

- - -


Se deja constancia que el número de Senadores en ejercicio es de 37.
- - -

ACTAS


Se dan por aprobadas las actas de las sesiones 60ª y 61ª, ambas ordinarias, de los días 12 y 13 de octubre, que no han sido observadas y las actas de las sesiones 62ª, extraordinaria y 63ª, ordinaria, ambas del día 20 de octubre; 64ª, extraordinaria y 65ª, especial, ambas del día siguiente, se encuentran en Secretaría a disposición de las señoras y señores Senadores, hasta la sesión próxima para su aprobación.
- - -

CUENTA

Mensajes


Veintiséis de S.E. la Presidenta de la República:


Con el primero, retira y hace presente la urgencia, calificándola de “discusión inmediata”, para la tramitación del proyecto de ley que concede un bono especial, por única vez, a los funcionarios de los servicios de salud y de los establecimientos de salud de carácter experimental que indica (Boletín N° 10.341-11).


Con los catorce que siguen, retira y hace presente la urgencia, calificándola de “suma”, para la tramitación de las siguientes iniciativas:


1) Proyecto de ley que modifica ley N° 19.496, sobre Protección de los Derechos de los Consumidores (Boletín Nº 9.369-03).


2) Proyecto de ley que modifica el régimen de probidad aplicable al Consejo Nacional de Televisión (Boletín N° 9.398-04).


3) Proyecto de ley que modifica la ley N° 18.695, orgánica constitucional de Municipalidades, y la ley N° 20.502, que crea el Ministerio del Interior y Seguridad Pública, permitiendo la creación de los consejos comunales y los planes comunales de seguridad pública (Boletín Nº 9.601-25).


4) Proyecto de ley que crea bonificación para el repoblamiento y cultivo de algas (Boletín Nº 9.151-21).


5) Proyecto de ley sobre fortalecimiento y transparencia de la democracia (Boletín N° 9.790-07).


6) Proyecto de ley que facilita la aplicación efectiva de las penas establecidas para los delitos de robo, hurto y receptación, y mejora la persecución penal en dichos delitos (Boletín N° 9.885-07).


7) Proyecto de acuerdo que aprueba la “Convención sobre Asistencia Administrativa Mutua en Materia Tributaria”, firmada por la República de Chile en Santiago, el 24 de octubre de 2013 (Boletín N° 10.023-10).


8) Proyecto de ley que modifica disposiciones aplicables a los funcionarios municipales y entrega nuevas competencias a la Subsecretaría de Desarrollo Regional y Administrativo (Boletín N° 10.057-06).


9) Proyecto de ley que crea Comisión de Valores y Seguros (Boletín Nº 9.015-05).


10) Proyecto de ley que modifica la Ley General de Servicios Eléctricos, para introducir mecanismos de equidad en las tarifas eléctricas (Boletín N° 10.161-08).


11) Proyecto de ley que reconoce y da protección al derecho a la identidad de género (Boletín N° 8.924-07).


12) Proyecto de ley que modifica las leyes orgánicas constitucionales de Municipalidades, y sobre Gobierno y Administración Regional, para permitir a los partidos políticos la presentación de candidaturas sólo en las regiones donde se encuentren legalmente constituidos (Boletín Nº 9.924-07).


13) Proyecto de ley que crea el plan de formación ciudadana para los establecimientos educacionales reconocidos por el Estado (Boletín N° 10.043-04).


14) Proyecto de ley que modifica la ley N°20.365, que establece Franquicia Tributaria Respecto de Sistemas Solares Térmicos; la Ley General de Servicios Eléctricos, y la ley que crea la Empresa Nacional del Petróleo (Boletín N° 9.628-08).


Con los once siguientes, retira y hace presente la urgencia, calificándola de “simple”, para la tramitación de los siguientes asuntos:


1) Proyecto de ley que establece marco para la gestión de residuos y responsabilidad extendida del productor (Boletín N° 9.094-12).


2) Proyecto de ley que adecua la ley penal en materia de amnistía, indulto y prescripción de la acción penal y la pena a lo que dispone el derecho internacional respecto de los delitos de genocidio, de lesa humanidad o de guerra (Boletín N° 9.773-07).


3) Proyecto de reforma constitucional que establece que los crímenes y delitos de guerra, lesa humanidad y genocidio no pueden prescribir ni ser amnistiados (Boletín N° 9.748-07).


4) Proyecto de ley que modifica la ley de Servicios de Gas y tras disposiciones legales que indica (Boletín N° 9.890-08).


5) Proyecto de acuerdo que aprueba el “Acuerdo entre el Gobierno de la República de Chile y la Oficina del Alto Comisionado de las Naciones Unidas para los Derechos Humanos relativo al establecimiento de una oficina regional para América del Sur en Chile y el Acuerdo Interpretativo referido a la aplicación del Artículo VI de éste” (Boletín N° 9.897-10).


6) Proyecto de acuerdo que aprueba el “Acuerdo para el Establecimiento del Fondo de Cooperación de la Alianza del Pacífico”, suscrito en Cali, Colombia, el 22 de mayo de 2013 (Boletín N° 10.013-10).


7) Proyecto de acuerdo que aprueba el “Protocolo de Enmienda del Acuerdo de Marrakech por el que se establece la Organización Mundial del Comercio (OMC)”, adoptado por Decisión del Consejo General de ésta, el 27 de noviembre de 2014, en Ginebra, Suiza, que incorpora el Acuerdo sobre Facilitación del Comercio a su Anexo 1A (Boletín N°10.121-10).


8) Proyecto de ley que modifica la Ley de Tránsito y la ley N°18.287, con el fin de adoptar medidas de seguridad y control en lo relativo a los medios de pago del transporte público remunerado de pasajeros, establecer sanciones, crear un registro de pasajeros infractores y modificar normas procedimentales (Boletín N° 10.125-15).


9) Proyecto de ley que permite la emisión de medios de pago con provisión de fondos por entidades no bancarias (Boletín N° 9.197-03).


10) Proyecto de ley sobre tenencia responsable de mascotas y animales de compañía (Boletín N° 6.499-11).


11) Proyecto de ley que modifica la Ley Orgánica Constitucional del Congreso Nacional y otros cuerpos legales en lo relativo a probidad y transparencia (Boletín Nº 10.264-07).


-- Se tienen presentes las calificaciones y se manda agregar los documentos a sus antecedentes.
Oficios


Seis de la Honorable Cámara de Diputados con los que comunica que ha dado su aprobación a los siguientes asuntos:


1) Proyecto de ley que establece normas sobre actividad apícola y modifica los cuerpos legales que señala (Boletín N° 9.961-01).


-- Pasa a la Comisión de Agricultura.


2) Proyecto de acuerdo que aprueba el “Acuerdo de Reconocimiento Mutuo de Títulos y Grados entre el Gobierno de la República de Chile y el Gobierno de la República de Colombia”, suscrito en Cartagena de Indias, República de Colombia, el 9 de noviembre de 2012 (Boletín N° 9.919-10).


3) Proyecto de acuerdo que aprueba el Acuerdo entre el Gobierno de la República de Chile y el Gobierno de la República de Croacia relativo al Ejercicio de Actividades Remuneradas por parte de Familiares de Miembros de Misiones Diplomáticas o Representaciones Consulares, suscrito en Santiago, Chile, el 28 de julio de 2014 (Boletín N° 9.920-10).


4) Proyecto de acuerdo que aprueba el Acuerdo entre el Gobierno de la República de Chile y el Gobierno de la República de la India en Materia de Cooperación en la Exploración y Utilización del Espacio Ultraterrestre con Fines Pacíficos, suscrito en Nueva Delhi, India, el 17 de marzo de 2009 (Boletín N° 10.123-10).


-- Pasan a la Comisión de Relaciones Exteriores.


5) Proyecto de ley que modifica el Código del Trabajo en materia de procedencia del derecho a sala cuna (Boletín N° 9.969-13).


-- Pasa a la Comisión de Trabajo y Previsión Social.


6) Proyecto de ley que tipifica el delito de maltrato de adultos mayores cometido por personas que se encuentren a cargo de su cuidado (Boletín N° 10.049-18).


-- Pasa a la Comisión de Constitución, Legislación, Justicia y Reglamento.

Del Excelentísimo Tribunal Constitucional


Remite resolución y sentencias, dictadas en el control de constitucionalidad, de los siguientes proyectos de ley:


- El que sanciona el transporte de desechos hacia vertederos clandestinos (Boletín N°7.908-15).


- El que crea juzgados que indica y modifica diversos cuerpos legales para alterar la composición de diversos tribunales de justicia (Boletín N° 9.896-07).


-- Se toma conocimiento y se manda agregar a sus antecedentes.


Adjunta resolución dictada en el requerimiento de inaplicabilidad por inconstitucionalidad, respecto del artículo 5, N°s 1 y 3, del Código de Justicia Militar.


-- Se remite el documento a la Comisión de Constitución, Legislación, Justicia y Reglamento.


Envía sentencia definitiva dictada en el requerimiento de inaplicabilidad por inconstitucionalidad, respecto de los artículos 416 y 416 bis del Código de Procedimiento Civil.


-- Se manda archivar el documento.

Del señor Ministro de Relaciones Exteriores


Responde inquietud, planteada en nombre de los Honorables Senadores señor Ossandón, señora Goic y señores García, Guillier, Horvath, Letelier, Matta, Pizarro, Prokurica, Quintana y Tuma, acerca del proyecto de acueducto en el Lago Buenos Aires impulsado por la República Argentina y si se han cumplido los procedimientos acordados en el Tratado sobre Medio Ambiente de 1991 y su protocolo específico adicional sobre recursos hídricos compartidos.

Del señor Ministro de Defensa Nacional


Atiende solicitud de información, efectuada en nombre del Honorable Senador señor De Urresti, sobre el estado del proyecto Bicentenario Cantón Bueras, en la ciudad de Valdivia.

Del señor Ministro de Economía, Fomento y Turismo


Entrega respuesta a solicitud de antecedentes, expedida en nombre del Honorable Senador señor Prokurica, en relación a la Secretaría Técnica, dependiente de los Ministerios de Hacienda y de Economía, Fomento y Turismo, cuya creación es consecuencia del informe del Comité Económico de Ministros, de noviembre de 2014.

Del señor Ministro de Obras Públicas


Da respuesta a consulta, formulada en nombre del Honorable Senador señor Espina, respecto de las medidas de resguardo, conservación y reparación del puente colgante “El Rosario” ubicado en la Villa Las Araucarias, comuna de Angol.


Responde solicitud de información, enviada en nombre de la Honorable Senadora señora Van Rysselberghe, acerca de la situación que afecta a vecinos del sector aledaño a la ruta “Concepción-Cabrero” que han quedado sin conectividad producto de las obras en ejecución del Estero Tomeco.


Atiende consulta, formulada en nombre del Honorable Senador señor Navarro, sobre el estado de tramitación de la solicitud de construcción de un paso mecano para uso de los habitantes del sector Villa Bicentenario, comuna de Coronel.


Absuelve consulta, planteada por el Honorable Senador señor Matta, acerca de medidas innovadoras en materias de abastecimiento de agua potable a zonas aisladas.


Remite información, requerida en nombre del Honorable Senador señor Ossandón, respecto de estudios de viabilidad y plazos estimados para construir una pasarela en el sector aledaño a la Villa Bicentenario de Coronel, Región del Biobío.

De la señora Ministra de Salud


Responde acuerdo del Senado relativo a la incorporación de la operación intrauterina de la espina bífida en el régimen GES.


Atiende planteamiento, efectuado en nombre de la Honorable Senadora señora Goic, acerca de la posibilidad de crear una instancia de diálogo entre el Ministerio de Salud y la sociedad científica.

De la señora Ministra de Vivienda y Urbanismo


Da respuesta a solicitud de información, efectuada en nombre de la Honorable Senadora señora Von Baer, respecto de los resultados de la postulación del Comité de Vivienda Mi Casa, de la localidad de Ignao, comuna de Lago Ranco.


Contesta planteamiento, formulado en nombre de la Honorable Senadora señora Von Baer, para que se le cursen las invitaciones a ceremonias y actividades públicas dependientes del Ministerio a su cargo, en la Región de Los Ríos.


Responde inquietud, planteada en nombre del Honorable Senador señor Navarro, relativa a los daños que los últimos temporales ocurridos en la zona sur del país causaron a viviendas y calles de la Región del Biobío.


Atiende consulta, formulada en nombre del Honorable Senador señor Ossandón, acerca de la fecha estimada de la relocalización de las familias ubicadas en las poblaciones El Triángulo y Nueva El Triángulo, de la comuna de Hualpén.

Del señor Ministro de Agricultura


Entrega respuesta a solicitud de antecedentes, expedida en nombre del Honorable Senador señor Matta, respecto de los programas, instrumentos o herramientas diseñados para apoyar a la apicultura, con especial énfasis en la Región del Maule.

De la señora Ministra de Minería


Responde petición de información, efectuada en nombre del Honorable Senador señor Chahuán, acerca de la situación en que se encuentran los relaves mineros de las Regiones de Antofagasta y Atacama, con motivo de los frentes de mal tiempo que han afectado a esos territorios.


Remite información, solicitada por el Honorable Senador señor Navarro, relativa al nuevo Plan Estratégico 2015-2018, de la Empresa Nacional de Minería (ENAMI).


Atiende solicitud, formalizada en nombre de los Honorables Senadores señor Prokurica, señora Muñoz y señores Araya, Chahuán, García-Huidobro, Guillier, Horvath, Lagos, Orpis, Pizarro y Quinteros, respecto de la modificación del decreto supremo N° 76, de 2003, del Ministerio de Minería, que aprueba la política de fomento de la pequeña y mediana minería.

Del señor Ministro de Transportes y Telecomunicaciones


Remite información, solicitada por el Honorable Senador señor Matta, relativa a las disposiciones de seguridad en la construcción, así como las de tránsito y viales exigidas a los buses de dos pisos, que cubren servicios regulares de transporte público interurbano de pasajeros a lo largo del país. 


Contesta solicitud de información, expedida en nombre del Honorable Senador señor Navarro, acerca del valor, costo operativo, línea y empresa a que pertenece el primer bus híbrido que comenzaría a funcionar durante el mes de junio del año en curso en el Transantiago.

Del señor Ministro de Energía


Da respuesta a consultas, formuladas en nombre del Honorable Senador señor Ossandón, acerca de los siguientes asuntos:


- Aprobación de proyectos hidroeléctricos en la reserva de la biósfera de la Región de La Araucanía.


- Impacto ambiental que provocaría la construcción de las líneas de alta tensión que pasarán por la localidad de Las Hortensias, en la comuna de Cunco.

Del señor Subsecretario de Desarrollo Regional y Administrativo


Atiende solicitud de información, efectuada en nombre del Honorable Senador señor Quinteros, acerca de los proyectos de mejoramiento urbano y equipamiento (PMU) y sobre los proyectos de mejoramiento urbano y equipamiento del fondo de infraestructura escolar (PMU FIE) que la Municipalidad de Puerto Montt ha presentado desde el año 2012 a la fecha.

Del señor Subsecretario de Hacienda


Responde inquietud, enviada en nombre del Honorable Senador señor Navarro, acerca de recursos para elaborar una Estrategia de Desarrollo Regional.


Da respuesta a consulta, formulada en nombre del Honorable Senador señor Montes, acerca de situación tributaria que indica.

Del señor Subsecretario para las Fuerzas Armadas


Contesta inquietud, formulada en nombre del Honorable Senador señor Chahuán, acerca de la opción de incrementar los recursos presupuestarios de la Dirección General del Territorio Marítimo y Marina Mercante.

Del señor Subsecretario del Medio Ambiente


Da respuesta a consultas, formuladas en nombre del Honorable Senador señor Ossandón, relativas a los siguientes asuntos:


- Impacto ambiental del protocolo de acuerdo suscrito con la empresa World Environment Concept (WEC), para la instalación de plantas incineradoras de residuos en las comunas de Los Sauces, Lumaco, Padre Las Casas, Pitrufquen, Purén, Temuco, Traiguén, Villarrica, Gorbea y Loncoche.


- Aprobación de proyectos hidroeléctricos en la reserva de la biósfera de la Región de La Araucanía.


Responde inquietud, planteada en nombre del Honorable Senador señor Matta, relativa al cobro de las bolsas plásticas para desincentivar su uso.

Del señor Alcalde (S) de Chillán


Atiende consulta, formulada en nombre del Honorable Senador señor Navarro, acerca de las razones del atraso en la aprobación del plan regulador de la comuna de Chillán.

Del Consejo Regional de Coquimbo


Con el que informa la elección como su presidente de don Teodoro Aguirre Álvarez.

Del señor Intendente de la Región de Atacama


Da respuesta a consulta, formulada en nombre del Honorable Senador señor Prokurica, sobre el número de funcionarios públicos que se desempeñan en la Región de Atacama que han recibido el pago del denominado “Bono Atacama” y el gasto asociado al pago de dicho bono.

Del señor Director General del Territorio Marítimo y de Marina Mercante


Remite, en respuesta a solicitud de información enviada en nombre del Honorable Senador señor Navarro, estadísticas descriptivas sobre la pesca ilegal en los últimos cinco años.

De la señora Directora Nacional del Servicio Nacional de Menores


Da respuesta a consulta, formulada en nombre del Honorable Senador señor Navarro, acerca de la existencia de subsidios para niños con problemas de diversidad funcional o para niños con déficit cognitivo severo en el sistema educacional.

Del señor Director (T y P) del Instituto de Salud Pública de Chile


Remite, a solicitud del Honorable Senador señor Navarro, un informe detallado de la planificación estratégica del Instituto de Salud Pública en el período 2015-2018.

Del señor Director Ejecutivo del Servicio de Evaluación Ambiental


Atiende solicitud de información, efectuada en nombre del Honorable Senador señor Guillier, en materia de disposición final de residuos domiciliarios en la comuna de Antofagasta.

Del señor Presidente del Directorio de EFE


Da respuesta a consulta, formulada en nombre del Honorable Senador señor De Urresti, acerca de las medidas que adoptará la empresa para subsanar el problema que existe en el paso ferroviario a nivel del sector Rapaco, en la comuna de La Unión.

De la señora Directora del Servicio de Salud Atacama


Responde consulta, formulada en nombre del Honorable Senador señor Prokurica, sobre el estado de tramitación del proyecto de reposición del hospital comunitario Diego de Almagro.

Del señor Director del Hospital “Dr. Hernán Henríquez”


Atiende consulta, formulada en nombre del Honorable Senador señor García, acerca del número de pacientes que se encuentran en lista de espera para cirugías no AUGE, por especialidad médica, al 30 de septiembre de 2015.


-- Quedan a disposición de Sus Señorías.
Informes


De la Comisión de Medio Ambiente y Bienes Nacionales, recaído en el proyecto de ley que modifica el decreto ley N°2.222, de 1978, con el objeto de prohibir el vertimiento, derrame o disposición de residuos mineros en las aguas sometidas a la jurisdicción nacional, ríos y lagos (Boletín N° 9.962-12).


De las Comisiones de Salud y de Hacienda, unidas, recaídos en el proyecto de ley que concede un bono especial, por única vez, a los funcionarios de los servicios de salud y de los establecimientos de salud de carácter experimental que indica (Boletín N°10.341-11) (con urgencia calificada de “discusión inmediata”).


De la Comisión de Vivienda y Urbanismo, recaído en el proyecto de ley sobre regularización de viviendas de autoconstrucción, otras viviendas y edificaciones destinadas a microempresas o equipamiento social (Boletines N°s 9.939-14 y 10.076-14, refundidos).


-- Quedan para Tabla.

Mociones


De los Honorables Senadores señora Allende y señores De Urresti, Harboe, Montes y Quinteros, con la que inician un proyecto de reforma constitucional para permitir a los hijos de chilenos nacidos en territorio extranjero ejercer el derecho a sufragio (Boletín Nº10.349-07).


-- Pasa a la Comisión de Constitución, Legislación, Justicia y Reglamento.


De los Honorables Senadores señores Ossandón y Tuma, con la que inician un proyecto de ley que modifica el decreto con fuerza de ley N° 1, de 2005, del Ministerio de Economía, Fomento y Reconstrucción, que fija el texto refundido, coordinado y sistematizado del decreto ley Nº 211, de 1973, y otros cuerpos legales, en lo relativo al delito de colusión (Boletín Nº 10.366-03).


-- Pasa a la Comisión de Economía y se manda poner en conocimiento de la Excelentísima Corte Suprema.
- - -
ACUERDOS DE COMITÉS



El señor Secretario General expresa que los Comités, en sesión celebrada en el día de hoy, han adoptado los siguientes acuerdos:

1.- Tratar en el primer lugar de la Tabla de la sesión ordinaria de hoy, el proyecto de ley, en segundo trámite constitucional, que concede un bono especial, por única vez, a los funcionarios de los servicios de salud y de los establecimientos de salud de carácter experimental que indica (Boletín Nº 10.341-11).


2.- Realizar la sesión ordinaria de mañana miércoles 4 de noviembre del año en curso, de 16:00 a 18:00 horas, dejando sin efecto la Hora de Incidentes.


3.- Citar a sesión especial para el día miércoles 9 de diciembre del año en curso, de 11:30 a 14:00 horas, para “tratar la dramática situación que afecta a los campamentos de pobladores en nuestro país y las soluciones habitacionales que se contemplan para su erradicación o transformación de los mismos en conjuntos de viviendas, con mejor calidad de vida”.

- - -



La presente acta se ha elaborado en conformidad a lo dispuesto en el artículo 76 del Reglamento del Senado. Las opiniones, consultas, constancias, prevenciones y fundamentos de voto de los Honorables Senadores, respecto de los asuntos discutidos en esta sesión, así como las expresiones emitidas por ellos u otras autoridades durante la misma, se contienen en la correspondiente publicación oficial del Diario de Sesiones del Senado.

- - -

Proyecto de acuerdo, presentado por los Honorables Senadores señor Walker (don Patricio), señoras Goic, Van Rysselberghe y Von Baer y señores Allamand, Araya, Chahuán, Coloma, Espina, García, Guillier, Larraín, Matta, Moreira, Ossandón, Pérez Varela, Pizarro, Prokurica, Walker (don Ignacio) y Zaldívar, con el que reafirman su rechazo al proceso penal seguido en contra de don Leopoldo López, en virtud de las declaraciones del ex fiscal venezolano señor Franklin Nieves. Asimismo, solicitan que el Gobierno de la República Bolivariana de Venezuela, garantice la debida independencia de los poderes de dicho Estado y solicitan el ingreso de observadores independientes, en especial de la Organización de Estados Americanos, UNASUR y del Parlamento Europeo, al proceso eleccionario que se llevara a efecto en dicho país el día 6 de diciembre de 2015.
(Boletín Nº S 1.837-12)


El señor Secretario General da lectura al proyecto de acuerdo de la referencia.


El Presidente, previa anuencia de la Sala, pone en votación la iniciativa, la que es aprobada por votos 16 favorables y 1 abstención.


Votan a favor los Honorables Senadores señoras Goic, Muñoz, Van Rysselberghe y Pérez San Martín y señores Chahuán, Coloma, García, Larraín, Matta, Moreira, Ossandón, Pérez Varela, Pizarro, Prokurica, Walker, don Patricio y Zaldívar.


Se abstiene la Honorable Senadora  señora Allende.

- - -


Terminada la votación expresaron su intención de votar favorablemente los Honorables Senadores señores Guillier, Lagos, Tuma y Walker, don Ignacio.

- - -


Queda terminado este asunto y el texto despachado por el Senado es el siguiente:


El Senado ha acordado lo siguiente:


“1.- Reafirmar su más profundo rechazo al proceso penal seguido en contra del señor Leopoldo López, en virtud de las últimas declaraciones expresadas por el ex fiscal venezolano, señor Franklin Nieves, en razón de haberse vulnerado manifiestamente las garantías de un debido proceso. 


2.- Solicitar que el Gobierno de la República Bolivariana de Venezuela garantice la debida independencia de los poderes de dicho Estado y realice todas las gestiones pertinentes, dentro del marco legal vigente, a fin de lograr la libertad inmediata de don Leopoldo López y de todos los demás prisioneros de conciencia existentes en ese país. 


3.- Solicitar al Gobierno de la República Bolivariana de Venezuela el ingreso de observadores independientes, en especial de la Organización de Estados Americanos, del PARLATINO, de UNASUR y del Parlamento Europeo, al proceso eleccionario que se llevará a efecto en dicho país el día 6 de diciembre del presente año, a fin de velar por su total transparencia y legalidad.”.


Las consideraciones que fundamentan lo resuelto se encuentran consignadas en el proyecto de acuerdo, de autoría de los mencionados Honorables Senadores, correspondiente al Boletín N° S 1.837-12.”.

- - -

ORDEN DEL DÍA

Proyecto de ley, en segundo trámite constitucional, que concede un bono especial, por única vez, a los funcionarios de los servicios de salud y de los establecimientos de salud de carácter experimental que indica.

(Boletín N° 10.341-11).

El señor Secretario General informa que el proyecto de ley precedentemente individualizado cuenta con informe de las Comisiones de Hacienda y de Salud, unidas, y el Ejecutivo ha hecho presente una urgencia calificada de “discusión inmediata”. 


Agrega que su objetivo es otorgar un bono especial de 50 mil pesos brutos, por única vez, a ciertos funcionarios de los servicios de salud y de los establecimientos de salud de carácter experimental, de acuerdo a la normativa y condiciones que se detallan en el proyecto.


Finalmente connota que las Comisiones de Hacienda y de Salud, unidas, discutieron este proyecto en general y en particular en virtud de lo dispuesto en el artículo 127 del Reglamento de la Corporación, aprobándolo por la unanimidad de sus miembros, Senadores señora Goic y señores Chahuán, Coloma -como miembro de ambas Comisiones-, García, Girardi, Lagos, Montes, Quinteros y Zaldívar, en los mismos términos en que fue despachado por la Cámara de Diputados.


La Vicepresidenta pone en discusión el proyecto y ofrece la palabra. Hacen uso de ella los Honorables Senadores señora Goic y  señor Zaldívar.


La Vicepresidenta pone en votación, en general y en particular, el proyecto de la referencia el que es aprobado en general con 31 votos a favor, en los mismos términos que lo hiciera la Honorable Cámara de Diputados.


Votan favorablemente  los Honorables Senadores señoras Allende, Goic, Muñoz, Pérez San Martín, Van Rysselberghe y Von Baer y señores Allamand, Araya, Chahuán, De Urresti, García, Girardi, Guillier, Harboe, Horvath, Lagos, Larraín, Letelier, Matta, Montes, Moreira, Ossandón, Pérez Varela, Pizarro, Prokurica, Quintana, Quinteros, Tuma; Walker, don Ignacio; Walker, don Patricio y Zaldívar.


Fundan su voto favorable los Honorables Senadores señora Pérez San Martín, señores Chahuán, García, Quinteros, Tuma, Lagos, Letelier y Quintana.

- - -


Terminada la votación expreso su intención de voto favorable el Honorable Senador señor Coloma.

- - -


La Vicepresidenta declara aprobado el proyecto en general y en virtud del artículo 127 del Reglamento del Senado se declara aprobado también en particular

- - -

 
Interviene la Ministra de Salud.

- - -


Queda terminada su tramitación y el texto del proyecto despachado por el Senado es del siguiente tenor:


 “Artículo único.- 
Concédese, por una sola vez, un bono especial de $50.000.- brutos a los funcionarios de las plantas de auxiliares, administrativos, técnicos, profesionales y directivos de carrera, y a contrata asimilados a cada una de dichas plantas, de los Servicios de Salud señalados en el artículo 16 del decreto con fuerza de ley N°1, de 2005, del Ministerio de Salud, que fijó el texto refundido, coordinado y sistematizado del decreto ley N°2.763, de 1979, y de las leyes N°18.933 y N°18.469, regidos por el decreto con fuerza de ley Nº29, de 2004, del Ministerio de Hacienda, que fija el texto refundido, coordinado y sistematizado de la ley N°18.834, sobre Estatuto Administrativo y por el decreto ley Nº249, de 1973, que fija Escala Única de Sueldos para personal que señala.


También tendrán derecho al bono especial de la presente ley los trabajadores del establecimiento de salud de carácter experimental creado por el decreto con fuerza de ley N°29, de 2000, del Ministerio de Salud, siempre que se encuentren regidos por la Escala B) contenida en la Resolución Triministerial N°20, de 2004, del Ministerio de Salud, que fija su sistema de remuneraciones. Asimismo, tendrán derecho a dicho bono los trabajadores de los establecimientos de salud de carácter experimental creados por los decretos con fuerza de ley Nos30 y 31, ambos de 2000, del Ministerio de Salud, siempre que se rijan por las Escalas B) o C) contenidas en las Resoluciones Triministeriales Nos21 y 26, ambas de 2004, del Ministerio de Salud, que fijan sus sistemas de remuneraciones, respectivamente.


El bono especial a que se refiere este artículo se pagará al personal señalado en los incisos anteriores que se haya encontrado en servicio al 31 de julio de 2015 y se mantenga en tal situación a la fecha de su pago. Dicho bono se pagará dentro de los treinta días siguientes a la publicación de esta ley.


El monto del bono señalado en el inciso primero corresponde a una jornada ordinaria de trabajo de 44 horas semanales. Si la jornada fuera inferior se calculará en forma proporcional.


El bono de la presente ley no será imponible ni tributable y tampoco servirá de base de cálculo de ninguna otra remuneración.


Artículo transitorio.- 
El gasto que represente la aplicación de esta ley será financiado con cargo a los recursos que contemplan los presupuestos vigentes de los respectivos servicios o instituciones indicados en el artículo único. No obstante lo anterior, el Ministerio de Hacienda, con cargo a la partida presupuestaria del Tesoro Público, podrá suplementar dicho presupuesto en la parte del gasto que no se pudiere financiar con esos recursos.”.

- - - 

Proyecto de ley, en segundo trámite constitucional, que crea el plan de formación ciudadana para los establecimientos educacionales reconocidos por el Estado, con informe de la Comisión de Educación y Cultura.

(Boletín N° 10.043-04).

El señor Presidente anuncia que corresponde ocuparse del asunto de la referencia.


El  Secretario General informa que el Presidente pone en discusión en general el proyecto de ley, en segundo trámite constitucional, que crea el plan de formación ciudadana para los establecimientos educacionales reconocidos por el Estado y que el Ejecutivo ha hecho presente la urgencia para su despacho calificándola de “suma”.

Añade que el principal objetivo de la iniciativa es crear un plan de formación ciudadana para los establecimientos educacionales reconocidos por el Estado que integre y complemente las definiciones curriculares nacionales, el que deberá considerar los objetivos que se detallan en la iniciativa.

Agrega que la Comisión de Educación y Cultura discutió este proyecto solamente en general y aprobó la idea de legislar por la unanimidad de sus miembros presentes, Honorables Senadores señora Von Baer y señores Letelier, Quintana y Walker, don Ignacio.


Finalmente hace presente que el artículo único permanente y el artículo segundo transitorio tienen el carácter de normas orgánicas constitucionales, por lo que requiere para su aprobación de 21 votos favorables.
- - - 


El Presidente solicita autorización a la Sala para el ingreso de la Subsecretaria de Educación, señora Valentina Quiroga. Se accede.

- - - 


El Presidente pone en votación en general el proyecto de ley, que es aprobado 31 votos a favor, dejándose constancia de haberse reunido el quórum constitucional exigido.


Votan por la afirmativa los Honorables Senadores señoras Allende, Goic, Muñoz, Pérez San Martín, Van Rysselberghe y Von Baer y señores Allamand, Araya, Chahuán, Coloma, Espina, García, Girardi, Guillier, Harboe, Horvath, Lagos, Larraín, Letelier, Matta, Moreira, Ossandón, Pérez Varela, Pizarro, Prokurica, Quintana, Quinteros, Tuma; Walker, don Ignacio; Walker, don  Patricio y  Zaldívar.


Fundan su voto a favor los Honorables Senadores señor Quintana, señora Von Baer, señores Quinteros, Letelier, Coloma; Walker, don Ignacio, Horvath, Larraín, Guillier, señora Goic, señores Prokurica, Chahuán, Zaldívar y señora Allende.

- - - 


Terminada la votación interviene la Ministra de Educación.

- - - 


El Presidente solicita se fije como plazo para formular indicaciones a la iniciativa aprobada hasta el día 10 de noviembre a las 12 horas. Así se acuerda.

- - - 


Queda terminada la tramitación de este asunto.

- - - 


Luego, el señor Presidente señala que ha concluido el Orden del Día.

- - -

PETICIONES DE OFICIOS


El señor Secretario General informa que los Honorables Senadores señora Von Baer y señores Chahuán, De Urresti, Espina, García, Navarro, Ossandón y Tuma, han requerido que se dirijan oficios, en sus nombres, a las autoridades y en relación con las materias que se consignan, de manera pormenorizada, en la correspondiente publicación oficial del Diario de Sesiones del Senado.


El señor Presidente anuncia el envío de los oficios solicitados, en nombre de los Senadores indicados, en conformidad con el Reglamento del Senado.

_________


Se levanta la sesión.
MARIO LABBÉ ARANEDA

Secretario General del Senado
SESIÓN 67ª, ORDINARIA, EN MIÉRCOLES 4 DE NOVIEMBRE DE 2015


Presidencia del titular del Senado, Honorable Senador señor Patricio Walker.


Asisten los Honorables Senadores señoras Allende, Goic, Muñoz, Pérez San Martín, Van Rysselberghe y Von Baer y señores Allamand, Araya, Chahuán, Coloma, De Urresti, Espina, García, Girardi, Guillier, Harboe, Horvath, Lagos, Larraín, Letelier, Matta, Montes, Moreira, Ossandón, Pérez Varela, Pizarro, Prokurica, Quintana, Quinteros, Tuma; Walker, don Ignacio y Zaldívar.


Concurren, asimismo, la Ministra del Trabajo y Previsión Social, señora Ximena Rincón y el Ministro de Agricultura, señor Carlos Furche.


Actúan de Secretario General y de Prosecretario, los titulares del Senado, señores Mario Labbé y José Luis Alliende, respectivamente.

- - -


Se deja constancia que el número de Senadores en ejercicio es de 37.
- - -

ACTAS


Se dan por aprobadas las actas de las sesiones, 62ª, extraordinaria y 63ª, ordinaria, ambas del día 20 de octubre; 64ª, extraordinaria y 65ª, especial, ambas del día siguiente, que no han sido observadas.

- - -

CUENTA

Mensajes


Seis de S.E. la Presidenta de la República:


Con los dos primeros, hace presente la urgencia calificándola de “suma”, para la tramitación de los proyectos de ley que se enuncian:


1) El que tipifica el delito de maltrato de adultos mayores cometido por personas que se encuentren a cargo de su cuidado (Boletín N° 10.049-18).


2) El que tipifica como delito los actos de maltrato o crueldad con niños y adolescentes fuera del ámbito de la violencia intrafamiliar (Boletín N°9.179-07).


Con los cuatro que siguen, retira y hace presente la urgencia, calificándola de “simple”, para la tramitación de las siguientes iniciativas:


1) Proyecto de ley que regula la actividad apícola (Boletines            N°s 9.479-01 y 10.144-01, refundidos).


2) Proyecto de ley que modifica diversos cuerpos legales con el fin de estandarizar los contratos de adhesión (Boletín N° 9.916-03).


3) Proyecto de ley que crea el Sistema de Desarrollo Profesional Docente y modifica otras normas (Boletín N° 10.008-04).


4) Proyecto de acuerdo que aprueba el Protocolo Adicional al Acuerdo Marco de la Alianza del Pacífico, suscrito entre la República de Colombia, la República de Chile, los Estados Unidos Mexicanos y la República de Perú (Boletín N°10.205-10).

-- Se tienen presentes las calificaciones y se manda agregar los documentos a sus antecedentes.

Oficios


De la Honorable Cámara de Diputados con el que señala que ha aprobado las enmiendas propuestas por el Senado al proyecto de ley que introduce mejoras al transporte público remunerado de pasajeros, modificando las disposiciones legales que indica (Boletín N°10.007-15).


-- Se toma conocimiento y se manda archivar el documento junto a sus antecedentes.

Del Excelentísimo Tribunal Constitucional


Adjunta resolución dictada en el requerimiento de inaplicabilidad por inconstitucionalidad, respecto del artículo 42 del decreto ley N°3.063, de 1979, sobre Rentas Municipales.


-- Se remite el documento a la Comisión de Constitución, Legislación, Justicia y Reglamento.

De la señora Ministra de Justicia


Responde inquietud, planteada en nombre del Honorable Senador señor Matta, sobre modificación al artículo 361 del Código de Procedimiento civil.

De la señora Ministra de Vivienda y Urbanismo


Absuelve consulta, planteada por el Honorable Senador señor Ossandón, acerca de la situación de los habitantes de Villa Los Cipreses de la comuna de Quilaco.

De la señora Superintendente de Pensiones


Atiende consulta, formulada en nombre del Honorable Senador señor Navarro, en lo relativo a la nómina de accionistas de AFP Argentum S.A. y de Cuprum S.A.

De la señora Directora Nacional de Estadísticas


Responde solicitud de información, enviada en nombre de la Honorable Senadora señora Muñoz, respecto del número de extranjeros migrantes residentes en el país de acuerdo al Censo de Población y Vivienda del año 2002 y de los datos no oficiales del Censo del año 2012.

Del señor Director Nacional (S)

de la Corporación Nacional de Desarrollo Indígena


Atiende solicitud de información, efectuada en nombre del Honorable Senador señor Espina, sobre condiciones de adquisición de los inmuebles que se individualizan, en la comuna de Freire.

Del señor Secretario General de Carabineros de Chile


Responde consulta, planteada en nombre de la Honorable Senadora señora Von Baer, para que se evalúe la posibilidad de implementar el Plan Cuadrante en las comunas de Lanco, Futrono, Mariquina y Los Lagos, en la Región de los Ríos.


-- Quedan a disposición de Sus Señorías.

Informe


De la Comisión Especial sobre Recursos Hídricos, Desertificación y Sequía, recaído en el proyecto de ley que establece el día 28 de febrero de cada año como el Día Nacional de las Vertientes (Boletín N° 10.094-12).


-- Queda para Tabla. 

Moción


Del Honorable Senador señor Navarro, con la que inicia un proyecto de ley que modifica el inciso primero del artículo 4° de la ley N° 19.886, para establecer una inhabilidad especial para contratar con el Estado en caso de haber sido condenado en virtud del decreto ley Nº 211, de 1973 (Boletín Nº 10.373-03).


-- Pasa a la Comisión de Economía.

- - -


El Presidente propone a la Sala fijar plazo para formular indicaciones al proyecto de ley  que modifica ley N° 19.496, sobre Protección de los Derechos de los Consumidores (Boletín Nº 9.369-03) hasta el lunes 16 de noviembre a las 12 horas. Así se acuerda.

- - -


A solicitud del Honorable Senador Zaldívar la Sala acuerda fijar un nuevo plazo para formular indicaciones al proyecto de ley que crea Comisión de Valores y Seguros  (Boletín Nº 9.015-05), hasta el miércoles 11 de noviembre a las 12 horas en la Secretaría de la Comisión de Hacienda.

- - -


La presente acta se ha elaborado en conformidad a lo dispuesto en el artículo 76 del Reglamento del Senado. Las opiniones, consultas, constancias, prevenciones y fundamentos de voto de los Honorables Senadores, respecto de los asuntos discutidos en esta sesión, así como las expresiones emitidas por ellos u otras autoridades durante la misma, se contienen en la correspondiente publicación oficial del Diario de Sesiones del Senado.

_________

ORDEN DEL DÍA
Proyecto de Acuerdo que aprueba la Convención sobre Asistencia Administrativa Mutua en Materia Tributaria, firmada por la República de Chile en Santiago, el 24 de octubre de 2013.
(Boletín Nº 10.023-10).

El señor Presidente anuncia que corresponde ocuparse del asunto de la referencia y pone en votación, en general y en particular, la iniciativa.

El señor Secretario General señala que el proyecto de acuerdo que aprueba la “Convención sobre Asistencia Administrativa Mutua en Materia Tributaria”, firmada por la República de Chile en Santiago, el 24 de octubre de 2013, se encuentra en segundo trámite constitucional, con informes de las Comisiones de Relaciones Exteriores y de Hacienda y con urgencia calificada de “suma”.

Añade que el objetivo principal del proyecto es el intercambio de información de carácter tributario; que la Comisión de Relaciones Exteriores discutió el proyecto en general y en particular, por tratarse de aquellos de artículo único, y lo aprobó por la unanimidad de sus miembros presentes, Honorables Senadores señores Chahuán, García Huidobro y Letelier y, que por su parte, la Comisión de Hacienda adoptó igual resolución, por la unanimidad de sus miembros presentes, Honorables Senadores señores Coloma, Lagos y Montes.


Finalmente hace presente que el artículo 22 del Convenio es de quórum calificado, y requiere para su aprobación 19 votos favorables.
- - -


Terminada la votación el proyecto queda aprobado por 27 votos a favor y un pareo.


Votan por la afirmativa los Honorables Senadores señoras Allende, Goic, Muñoz y Pérez San Martín y señores Allamand, Araya, Chahuán, Coloma, De Urresti, Espina, García, Guillier, Harboe, Horvath, Lagos, Larraín, Letelier, Matta, Ossandón, Pérez Varela, Pizarro, Prokurica, Quinteros, Tuma; Walker, don Ignacio; Walker, don Patricio y Zaldívar.


No vota, por estar pareado, el Honorable Senador señor Moreira.


Fundan su voto favorable los Honorables Senadores señores García, Coloma y  Chahuán.

- - -


Queda terminado el tratamiento de este asunto. 


El texto del proyecto aprobado por el Senado es el siguiente:

“Artículo único.- Apruébase la “Convención sobre Asistencia Administrativa Mutua en Materia Tributaria”, firmada por la República de Chile en Santiago, el 24 de octubre de 2013.”.
- - - 

Proyecto de Acuerdo que aprueba el Tratado Internacional sobre los Recursos Fitogenéticos para la alimentación y la agricultura y sus dos anexos, adoptado por la Conferencia de la Organización de las Naciones Unidas para la Agricultura y la Alimentación (FAO), el 3 de noviembre de 2001.

(Boletín Nº 6.556-10).

El Presidente pone en discusión la iniciativa de la referencia.


El Secretario General informa que el proyecto de acuerdo, en segundo trámite constitucional, indicado en la referencia tiene informe de la Comisión de Relaciones Exteriores y de la Comisión de Agricultura y que el Ejecutivo hizo presente la urgencia para su despacho calificándola de “simple”.


Agrega que su objetivo principal es conservar y utilizar, sosteniblemente, los recursos fitogenéticos en pro de la alimentación y la agricultura, y distribuir justa y equitativamente los beneficios derivados de ello.


Añade que la Comisión de Relaciones Exteriores discutió el proyecto en general y en particular por tratarse de aquellos de artículo único, aprobándolo con los votos a favor de los Honorables Senadores señores Chahuán, García Huidobro, Lagos y Pizarro. Se abstuvo el Honorable Senador señor Letelier.


Finalmente indica que con fecha 1° de septiembre la Sala acordó que el proyecto fuera informado también por la Comisión de Agricultura, la cual aprobó el proyecto en los mismos términos en que lo había despachado la Comisión de Relaciones Exteriores, con los votos a favor de los Honorables Senadores señores Harboe, Matta y Quinteros y la abstención del Honorable Senador señor Moreira.


El Presidente ofrece la palabra y hacen uso de ella los Honorables Senadores señores Harboe y Chahuán.


Cerrado el debate el Presidente pone en votación, en general y en particular,  el proyecto de acuerdo, el que es aprobado por  12 votos favorables y 7 abstenciones.


Votan por la aprobación los Honorables Senadores señoras Allende, Goic y Muñoz y señores Araya, Girardi, Guillier, Harboe, Horvath, Montes, Quinteros; Walker, don Ignacio y Walker, don Patricio.


Se abstienen los Honorables Senadores señora Van Rysselberghe y señores Coloma, Espina, Larraín, Moreira, Ossandón y Pérez Varela.


Funda su voto a favor el Honorable Senador señor Quinteros y su abstención el Honorable Senador señor Moreira.

….


Terminada la votación manifiesta su intención de votar favorablemente el Honorable Senador señor De Urresti.

- - -


Queda terminado el tratamiento de este asunto. 


El texto del proyecto aprobado por el Senado es el siguiente:


"Artículo único.- Apruébase el Tratado Internacional sobre los Recursos Fitogenéticos para la Alimentación y la Agricultura y sus dos Anexos, adoptado por la Conferencia de la Organización de las Naciones Unidas para la Agricultura y la Alimentación (FAO) el 3 de noviembre de 2001.”.
- - -

Proyecto de ley que establece medidas de protección a la lactancia materna y su ejercicio.
(Boletín Nº 9.303-11).

El Presidente pone en discusión y votación general el proyecto de ley de la referencia.


El Secretario General informa que el proyecto de la referencia tiene por  objetivos principales los siguientes: Consagrar la lactancia con leche materna o lactancia materna como un derecho fundamental de la infancia y como un derecho de las madres y, a la vez, como deber de estas, en el caso de que sus condiciones de salud no lo impidan. Fomentar, promover y proteger el amamantamiento o la lactancia por leche materna en todos los sectores de la sociedad, como el medio óptimo e irremplazable para la alimentación y desarrollo integral de niños y niñas, a lo menos hasta los dos años de edad y, además, para la protección de su salud y la de sus madres. Resguardar y asegurar el libre ejercicio de este derecho previniendo y sancionando todo tipo de intervenciones que lo limiten o restrinjan.


Agrega que la Comisión de Salud discutió la iniciativa solamente en general y aprobó la idea de legislar por la unanimidad de sus miembros Honorables Senadores señoras Goic y Van Rysselberghe y señores Chahuán, Girardi y Rossi.


Terminada la votación en general el proyecto de ley queda aprobado por 22 votos a favor.


Votan por la aprobación los Honorables Senadores señoras Allende, Goic, Muñoz, Pérez San Martín, Van Rysselberghe y Von Baer y señores Araya, Chahuán, De Urresti, Espina, Girardi, Guillier, Harboe, Larraín, Moreira, Ossandón, Pérez Varela, Pizarro, Quintana, Quinteros; Walker, don Ignacio y Walker, don Patricio.


Fundan su voto favorable los Honorables Senadores señoras Goic y Van Rysselberghe, señor Quinteros, señora Pérez San Martin, señor Girardi, señora Allende y señores Guillier y Chahuán.

- - -


Queda terminada la tramitación de este asunto.

- - -


Luego, el señor Presidente señala que ha concluido el Orden del Día.

- - -

PETICIONES DE OFICIOS


El señor Secretario General informa que los Honorables Senadores señora Van Rysselberghe y señores Chahuán, García, Lagos y Tuma, han requerido que se dirijan oficios, en sus nombres, a las autoridades y en relación con las materias que se consignan, de manera pormenorizada, en la correspondiente publicación oficial del Diario de Sesiones del Senado.


El señor Presidente anuncia el envío de los oficios solicitados, en nombre de los Senadores indicados, en conformidad con el Reglamento del Senado.

- - -


Se levanta la sesión.

MARIO LABBÉ ARANEDA

Secretario General del Senado

DOCUMENTOS

1

PROYECTO DE ACUERDO, DE LA HONORABLE CÁMARA DE DIPUTADOS, QUE APRUEBA EL “TRATADO DE MARRAKECH PARA FACILITAR EL ACCESO A LAS OBRAS PUBLICADAS A LAS PERSONAS CIEGAS, CON DISCAPACIDAD VISUAL O CON OTRAS DIFICULTADES PARA ACCEDER AL TEXTO IMPRESO” ADOPTADO POR LA ORGANIZACIÓN MUNDIAL DE LA PROPIEDAD INTELECTUAL (OMPI), EN MARRAKECH EL 27 DE JUNIO DE 2013 

(10.272-10) 

Oficio Nº 12.171 


VALPARAÍSO, 10 de noviembre de 2015


Con motivo del mensaje, informe y demás antecedentes que tengo a honra pasar a manos de V.E., la Cámara de Diputados ha aprobado el siguiente proyecto de acuerdo, correspondiente al boletín N°10272-10:

PROYECTO DE ACUERDO:

“Artículo único.- Apruébase el “Tratado de Marrakech para facilitar el acceso a las obras publicadas a las personas ciegas, con discapacidad visual o con otras dificultades para acceder al texto impreso”, adoptado por la Organización Mundial de la Propiedad Intelectual (OMPI), en Marrakech, el 27 de junio de 2013.”.

Dios guarde a V.E.

(FDO.): Marco Antonio Núñez Lozano, Presidente de la Cámara de Diputados.- Miguel Landeros Perkić, Secretario General de la Cámara de Diputados.

2

PROYECTO, DE LA HONORABLE CÁMARA DE DIPUTADOS, QUE MODIFICA LA LEY N° 18.961, ORGÁNICA CONSTITUCIONAL DE CARABINEROS DE CHILE, EN RELACIÓN CON LOS DERECHOS DEL PERSONAL 
(10.074-02)

Oficio Nº12.173


VALPARAÍSO, 10 de noviembre de 2015

Con motivo de la moción, informes y demás antecedentes que tengo a honra pasar a manos de V.E., la Cámara de Diputados ha tenido a bien prestar su aprobación al proyecto de ley que modifica la ley N°18.961, orgánica constitucional de Carabineros de Chile, en relación con los derechos del personal, correspondiente al boletín N°10074-02, del siguiente tenor:

PROYECTO DE LEY:
“Artículo único.- Modifícase el artículo 34 de la ley N°18.961, de la siguiente manera:

1. En su inciso primero, elimínase la frase “, previa resolución administrativa fundada,”.

2. Intercaláse el siguiente nuevo inciso segundo, pasado el segundo a ser tercero:

“Una resolución administrativa fundada, que deberá dictarse en un plazo no superior a treinta días, determinará la calificación de accidente en actos de servicio o de enfermedad a consecuencia de sus funciones, la que sólo tendrá efectos para la imputación del pago de los gastos que se origen.”.

3. Agrégase el siguiente inciso cuarto:

“Tendrá derecho también a que no se le descuente de las remuneraciones cualquier tipo de gasto en que incurra la institución para financiar la reparación de equipos y,o vehículos institucionales.”.
*****

Hago presente a Vuestra Excelencia que el artículo único del proyecto de ley fue aprobado, tanto en general como en particular, por 111 señores diputados, de un total de 119 en ejercicio, dándose cumplimiento, de esta manera, a lo prescrito en el artículo 66, inciso segundo, de la Constitución Política de la República.

Dios guarde a V.E.

(Fdo.): Marco Antonio Núñez Lozano, Presidente de la Cámara de Diputados.- Miguel Landeros Perkić, Secretario General de la Cámara de Diputados.

3

PROYECTO DE LEY, EN TRÁMITE DE COMISIÓN MIXTA, QUE MODIFICA EL DECRETO CON FUERZA DE LEY N° 5, DE 2003, DEL MINISTERIO DE ECONOMÍA, FOMENTO Y RECONSTRUCCIÓN, QUE FIJA EL TEXTO REFUNDIDO, COORDINADO Y SISTEMATIZADO DE LA LEY GENERAL DE COOPERATIVAS

(8.132-26)

Oficio Nº12.172
VALPARAÍSO, 10 de noviembre de 2015
Tengo a honra comunicar a V.E. que la Cámara de Diputados, en sesión de esta fecha, ha aprobado la proposición formulada por la Comisión Mixta constituida para resolver las divergencias suscitadas durante la tramitación del proyecto de ley que modifica el decreto con fuerza de ley N°5, de 2003, del Ministerio de Economía, Fomento y Reconstrucción, que fija el texto refundido, coordinado y sistematizado de la ley General de Cooperativas, correspondiente al boletín N°8132-26.

Acompaño la totalidad de los antecedentes.

Dios guarde a V.E.

(Fdo.): Marco Antonio Núñez Lozano, Presidente de la Cámara de Diputados.- Miguel Landeros Perkić, Secretario General de la Cámara de Diputados.

4

INFORME DE LA COMISIÓN DE TRANSPORTES Y TELECOMUNICACIONES RECAÍDO EN EL PROYECTO QUE MODIFICA LA LEY GENERAL DE TELECOMUNICACIONES PARA ESTABLECER SANCIONES A LA DECODIFICACIÓN ILEGAL DE TELEVISIÓN SATELITAL DE PAGO

(10.294-15)

HONORABLE SENADO:


Vuestra Comisión de Transportes y Telecomunicaciones tiene el honor de informaros el proyecto de ley de la referencia, en primer trámite constitucional, iniciado en Moción de los Honorables Senadores señores Guido Girardi, Juan Pablo Letelier, Manuel Antonio Matta, Manuel José Ossandón y Patricio Walker.
- - - - - - - - - 


Se deja constancia de que vuestra Comisión, en virtud de lo dispuesto en el artículo 127 del Reglamento del Senado, acordó proponer a la Sala discutir sólo en general este proyecto de ley, no obstante ser de artículo único.

- - - - - - - - - 


Durante el análisis de este proyecto de ley, vuestra Comisión contó con la participación de la Asesora Legislativa del Ministro de Transportes y Telecomunicaciones, señora Paola Tapia; del Asesor del Subsecretario de Telecomunicaciones, señor Francisco Canessa; de la Jefa de la División Jurídica de la Subsecretaría de Telecomunicaciones, señora Elena Ramos; del Asesor del Departamento de Regulación Económica de la Subsecretaría de Telecomunicaciones, señor Danilo Godoy y del Asesor Legislativo del Ministerio del Interior, señor Rodrigo Medina.


Además asistieron los Asesores del Honorable Senador señor Girardi, señora Josefina Correa y señor Nicolás Fernández; del Honorable Senador señor Letelier, señor Sebastián Divin; del Honorable Senador señor Matta, señor Hugo Ilabaca; del Honorable Senador señor Ossandón, señora María Angélica Villadango y señor José Huerta y de la Segpres, señora María Fernanda Cuevas y el Director del Programa de Asesoría Legislativa del Instituto Igualdad, señor Roberto Santa Cruz.
OBJETIVOS DEL PROYECTO 


Generar una regulación que permita avanzar en la protección de la propiedad intelectual y los derechos de autor en el mercado de televisión satelital de pago, impidiendo la comercialización transfronteriza e intrafronteriza de dispositivos o softwares con capacidad de decodificar señales satelitales encriptadas, sin la debida autorización del distribuidor legal o dueño del contenido. 


En tal sentido, la finalidad de la iniciativa no es sancionar a los dueños, poseedores o meros tenedores de los softwares o dispositivos descritos previamente, sino a quienes perciben utilidades ilícitas por ello en el rubro de la televisión satelital de pago.
ANTECEDENTES


Para el debido estudio de este proyecto de ley, se han tenido en consideración, entre otros, los siguientes:


I.- ANTECEDENTES JURÍDICOS


1.- Ley Nº 18.168, General de Telecomunicaciones.


Artículos 36 B y 37.


2.- Ley N° 19.696, que establece el Código Procesal Penal.


Artículo 53.


II. ANTECEDENTES DE HECHO


Los Honorables señores Senadores autores de la Moción, señalan que, según cálculos extraoficiales, en base a los registros de Aduanas, se estima que en Chile existen alrededor de 300.000 usuarios de dispositivos destinados a decodificar señales satelitales de forma ilegal, hecho, afirman, que ha producido pérdidas por más de 66 millones de dólares en las empresas operadoras de televisión satelital de pago, cifra que en Latinoamérica alcanzarían los 3.200 millones de dólares, lo que según los operadores, agregan, puede atentar en contra del desarrollo de esta industria en la región.


En este sentido, destacan que la Comisión Interamericana de Telecomunicaciones (CITEL), en el marco de la XXV reunión del Comité Consultivo Permanente II, celebrada en febrero del año en curso, y cuyo informe final fue emitido en mayo del presente año, realizó las siguientes recomendaciones:


1. Que los Estados Miembros que aún no lo hayan realizado, consideren adoptar disposiciones para impedir la importación, comercialización y uso de equipos receptores satelitales con capacidad de desencriptar señales de sistemas de televisión satelital por suscripción sin la debida autorización, o que puedan ser modificados para tal fin.


2. Que los prestadores del servicio de televisión satelital por suscripción realicen los mayores esfuerzos para mantener actualizados los medios y procedimientos técnicos de acceso condicionado a las señales transmitidas.


3. Que los Estados Miembros presenten información de las medidas adoptadas sobre este tema a la XXVII reunión del Comité Consultivo Permanente II y que la Administración de Colombia compilará un informe al respecto.


En virtud de tales argumentos, hacen presente que el proyecto de ley en examen pretende avanzar en la protección de la propiedad intelectual y  los derechos de autor en el mercado de televisión satelital de pago, evitando la comercialización ilícita de instrumentos o programas que permitan decodificar, sin la debida autorización, señales encriptadas. 


Así, finalizan subrayando que la finalidad de la Moción en análisis es sancionar a quienes lucran indebidamente en el sector de la televisión satelital de pago.

ESTRUCTURA DEL PROYECTO


La Moción en estudio está estructurada sobre la base de un artículo único, compuesto de dos numerales, configurados en los términos que a continuación se señalan. 


1.- El numeral primero incorpora nuevas conductas penalmente típicas al artículo 36 B de la Ley General de Telecomunicaciones, agregando las siguientes letras e) y f), nuevas, dispuestas de la siguiente forma:


- Letra e): mediante este precepto se sanciona, con pena de multa de 10 a 1.000 unidades tributarias mensuales, a quien importe o comercialice dispositivos y/o software con capacidad de decodificar señales de televisión satelital encriptadas, sin la debida autorización del distribuidor legal y/o dueño del contenido.


A su turno, se establecen tres circunstancias como criterios a considerar para determinar la cuantía de la multa:


i) Beneficio económico obtenido con motivo de la infracción.


ii) Capacidad económica del infractor.


iii) La conducta anterior del infractor.


- Letra f): en virtud de esta disposición se sanciona, con pena de multa de 5 unidades tributarias mensuales, a quien preste servicios de instalación, configuración de software y/o modificación del hardware de los dispositivos descritos en la letra anterior.


Añadiendo finalmente que, en caso de reincidencia, se aplicará al infractor el doble de la multa fijada. 


2.- A su vez, el numeral segundo agrega un artículo 37 bis, nuevo, a la Ley General de Telecomunicaciones, en el cual se establece que todo establecimiento en donde se comercialicen dispositivos de señales de televisión satelital deberá exhibir, en lugar destacado y claramente visible al público, un cartel en el cual se indiquen de manera didáctica las prohibiciones y sanciones relacionadas a la decodificación de señales encriptadas de televisión digital.

DISCUSIÓN EN GENERAL 


El Presidente de la Comisión, Honorable Senador señor Girardi, señaló que la presente iniciativa tiene por finalidad sancionar la comercialización transfronteriza e intrafronteriza de dispositivos o softwares con capacidad de decodificar señales satelitales encriptadas, sin la debida autorización del distribuidor legal o dueño del contenido.


En ese sentido, destacó que las sanciones propuestas en la iniciativa no pretenden afectar al usuario de tales dispositivos, sino sólo a los agentes de mercado que se benefician con el intercambio ilegal de tales artefactos.


La Jefa de la División Jurídica de la Subsecretaría de Telecomunicaciones, señora Elena Ramos, señaló que el proyecto de ley en debate responde a una demanda que siempre se ha hecho presente por parte de la industria del sector, por lo que el Ejecutivo es proclive a la idea de legislar al respecto.


En esa línea, señaló que el Ministerio de Transportes y Telecomunicaciones analizará el texto propuesto a fin de estudiar la posibilidad de presentar indicaciones en la oportunidad respectiva. Lo anterior, agregó, en tanto la normativa del Acuerdo Transpacífico (TPP, Transpacific Partnership Agreement), en específico en su Capítulo 18 (Propiedad Intelectual), hace referencia a la materia en estudio, por lo que debe existir coherencia en la regulación que se proponga en el presente proyecto de ley con las disposiciones internacionales de dicho Tratado.


El Presidente de la Comisión, Honorable Senador señor Girardi, hizo presente que sin perjuicio de que las recomendaciones establecidas en el antedicho instrumento internacional recomienden la fijación de sanciones al usuario que adquiere los mencionados artefactos, en su opinión, ello no debiese ser incorporado en la presente iniciativa, en tanto entender que el problema radica en la comercialización de dichos dispositivos, en concreto, a quienes lucran ilícitamente con ello.


El Honorable Senador señor Letelier, concordó con lo señalado por el Honorable Senador señor Girardi, expresando que mediante el proyecto de ley en discusión no se persigue sancionar a los dueños, meros tenedores; o poseedores de los dispositivos o softwares descritos previamente, ya que el objetivo es sancionar a quienes lucran con el negocio de la piratería de televisión satelital de pago.


El Honorable Senador señor Matta, señaló que Chile aún no adopta medidas específicas destinadas a combatir este tipo de decodificación ilegal, las que fueron propuestas en la Comisión Interamericana de Telecomunicaciones (CITEL), en el marco de la XXV Reunión del Comité Consultivo Permanente II, celebrada en febrero de 2015.


En dicha instancia, agregó, se realizaron las siguientes recomendaciones:


1. Que los Estados Miembros que aún no lo hayan efectuado, consideren adoptar disposiciones para impedir la importación, comercialización y uso de equipos receptores satelitales con capacidad de desencriptar señales de sistemas de TV satelital por suscripción sin la debida autorización, o que puedan ser modificados para tal fin.


2. Que los prestadores del servicio de TV satelital por suscripción realicen los mayores esfuerzos para mantener actualizados los medios y procedimientos técnicos de acceso condicionado a las señales transmitidas.


3. Que los Estados Miembros presenten información de las medidas adoptadas sobre este tema.


El Honorable Senador señor Ossandón, a su turno, señaló que de acuerdo a cálculos extraoficiales, en base a los registros del Servicio Nacional Aduanas, se estima que en Chile existen alrededor de 300.000 usuarios de dispositivos destinados a decodificar señales satelitales de forma ilegal, hecho que ha producido pérdidas de más de 66 millones de dólares en las empresas operadoras de TV satelital de pago.


Por consiguiente, agregó, el tema reviste una envergadura considerable, debiendo enfocarse la regulación en combatir la comercialización de los artefactos señalados.

- - - - - - - - 


Se hace presente que en el Capítulo 18 del Acuerdo Transpacífico (TPP, Transpacific Partnership Agreement), en concreto en su Sección I, Artículo 18.79, se regula la protección tanto de las señales satelitales encriptadas portadoras de programas, como las de cable. En efecto, en lo concerniente con la iniciativa en estudio, se establecen como deberes de los Estados Parte el establecimiento de delitos frente a determinadas conductas.


A saber, la manufacturación, el ensamblaje, la modificación, la importación, la exportación, la venta, el arrendamiento o la distribución en cualquier forma, de artefactos o sistemas que, sabiendo o debiendo saber, serán utilizados para la decodificación de una señal satelital encriptada portadora de programas.


Asimismo, se configura el deber de configurar como delito a aquellas acciones consistentes en la intencional recepción o redistribución de señales ilícitamente encriptadas.


En esa línea, el Tratado considera que los Estados partes dispongan, asimismo, de las acciones civiles pertinentes a fin de que los interesados puedan ejercer sus derechos sobre dichas señales ante los tribunales de justicia.


Por último, cabe destacar que el instrumento internacional referido, en lo concerniente a Chile, se encuentra en la fase de negociaciones preliminares desde el año 2010, a partir de la ejecución de la cláusula evolutiva del Acuerdo Estratégico Transpacífico de Asociación Económica, conocido como P4, suscrito el año 2005 entre Chile, Brunei, Darussalam, Nueva Zelanda y Singapur. En el año 2010 se incorporaron a la negociación Australia, Estados Unidos, Malasia, Perú y Vietnam. Luego, en el 2012, se sumaron Canadá y México y en el año 2013, Japón.

VOTACIÓN EN GENERAL


- Puesto en votación el proyecto de ley, fue aprobado en general, por la unanimidad de los miembros presentes de la Comisión, Honorables Senadores señores Guido Girardi (Presidente), Juan Pablo Letelier, Manuel Antonio Matta y Manuel José Ossandón.

TEXTO DEL PROYECTO DE LEY

A continuación, se transcribe literalmente el texto del proyecto de ley que vuestra Comisión de Transportes y Telecomunicaciones os propone aprobar en general:

PROYECTO DE LEY:


“Artículo Único.- Refórmese la Ley General de Telecomunicaciones N° 18.168 en la siguiente forma:


1.- Incorpórese, en el artículo 36 B las siguientes letras e) y f), nuevas:


“e) El que importe o comercialice dispositivos y/o softwares con capacidad de decodificar señales de televisión satelital encriptadas, sin la debida autorización del distribuidor legal y/o dueño del contenido, será sancionado con pena de multa de 10 a 1.000 unidades tributarias mensuales, y el comiso de tales dispositivos. 


Para determinar la cuantía de la multa, deberán considerarse las siguientes circunstancias: 


i) Beneficio económico obtenido con motivo de la infracción.


ii) Capacidad económica del infractor.


iii) La conducta anterior del infractor. 


f) El que preste servicios de instalación, configuración de software y/o modificación del hardware de los dispositivos descritos en la letra anterior, será sancionado con pena de multa de 5 unidades tributarias mensuales.


En caso de reincidencia al infractor, se aplicará el doble de la multa establecida.”.


2.- Agréguese el siguiente artículo 37 bis, nuevo:


“Artículo 37 bis.- Todo establecimiento en que se comercialicen dispositivos de señales de televisión satelital deberá exhibir, en lugar destacado y claramente visible al público, un cartel en el cual se indiquen de manera didáctica las prohibiciones y sanciones relacionadas a la decodificación de señales encriptadas de televisión satelital.”.”.

- - - - - - - 


Acordado en sesión celebrada el día 3 de noviembre de 2015, con asistencia de los Honorables Senadores señores Guido Girardi Lavín (Presidente), Juan Pablo Letelier Morel, Manuel Antonio Matta Aragay y Manuel José Ossandón Irarrázabal.


Sala de la Comisión, a 9 de noviembre de 2015.
(Fdo.): Ana María Jaramillo Fuenzalida, Abogado Secretario de la Comisión.
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SEGUNDO INFORME DE LA COMISIÓN DE TRANSPORTES Y TELECOMUNICACIONES RECAÍDO EN EL PROYECTO QUE MODIFICA LA LEY GENERAL DE TELECOMUNICACIONES PARA IMPONER A LOS CONCESIONARIOS LA ENTREGA DE INFORMACIÓN A CARABINEROS DE CHILE Y OTROS SERVICIOS DE EMERGENCIA EN LOS CASOS QUE INDICA Y SANCIONAR EL USO INDEBIDO DE LLAMADAS A DICHOS SERVICIOS

(9.597-07)

HONORABLE SENADO:


Vuestra Comisión de Transportes y Telecomunicaciones tiene el honor de informaros, en trámite de segundo informe, el proyecto de ley de la referencia, en primer trámite constitucional, iniciado en Moción de los Honorables Senadores señores Manuel José Ossandón, Alejandro García-Huidobro y Alejandro Guillier.

- - - - - - - 



Dejamos constancia, que vuestra Comisión trató simultáneamente con esta iniciativa legal, el proyecto de ley iniciado en Moción de los Honorables Senadores señores Pedro Araya, Alfonso De Urresti, Antonio Horvath y Baldo Prokurica, que modifica el Código Penal respecto del delito y de la falta relativos a falsas alarmas, que ingresó al Senado el 29 de Octubre de 2014, pasando a la Comisión de Constitución, Legislación, Justicia y Reglamento y que, posteriormente, con fecha 1 de Abril de 2015,  la Sala acordó que fuera informado por la Comisión de Transportes y Telecomunicaciones.

- - - - - - - -

NORMAS DE QUÓRUM ESPECIAL


El artículo 25 ter del artículo primero y el artículo segundo del proyecto de ley en estudio, de conformidad a lo dispuesto en el inciso primero del artículo 77 de la Constitución Política de la República, son de quórum orgánico constitucional, en tanto inciden en la organización y atribuciones de los tribunales de justicia, al otorgar a los Juzgados de Policía Local respectivos la competencia para conocer y resolver las infracciones administrativas referentes al uso indebido de llamadas a servicios de emergencia gratuitos.


En consecuencia, tales normas deben ser aprobadas, en virtud de lo dispuesto en el inciso segundo del artículo 66 de la Constitución Política de la República, por los cuatro séptimos de los Senadores en ejercicio.

Cabe dejar constancia que, en cumplimiento de lo dispuesto en el inciso segundo del artículo 77 de la Constitución Política de la República y en el artículo 16 de la ley N° 18.918, Orgánica Constitucional del Congreso Nacional, la Comisión de Transportes y Telecomunicaciones del Senado, mediante oficio Nº 99/TT/2015, de fecha 3 de noviembre del año en curso, solicitó el parecer de la Excelentísima Corte Suprema, respecto de las normas antes mencionadas, contenidas en el presente proyecto de ley, en tanto incidir en las atribuciones y organización de los tribunales de justicia.

- - - - - - -


Para los efectos de lo dispuesto en el artículo 124 del Reglamento del Senado, se deja constancia de lo siguiente:

I.- Artículos que no fueron objeto de indicaciones ni de modificaciones: ninguno.

II.- Indicaciones aprobadas sin modificaciones: ninguna.

III.- Indicaciones aprobadas con modificaciones: 1a, 1, 2, 3, 4, 5, 7, 8.

IV.- Indicaciones rechazadas: 1 bis, 8 bis, 8 ter, 10 y 11. 


V.- Indicaciones retiradas: 6 y 9.

VI.- Indicaciones declaradas inadmisibles: ninguna.
- - - - - - -


Al estudio de este proyecto de ley asistió, además de los miembros de la Comisión de Transportes y Telecomunicaciones, el Honorable Senador señor Alejandro Guillier.



Durante el análisis de este proyecto de ley, vuestra Comisión contó con la participación del Ministro de Transportes y Telecomunicaciones, señor Andrés Gómez-Lobo; del Subsecretario de Telecomunicaciones, señor Pedro Huichalaf; de la Asesora Legislativa del Ministro, señora Paola Tapia; del Jefe de Gabinete del Ministro, señor Oscar Carrasco; del Jefe de Gabinete del Subsecretario de Telecomunicaciones, señor Ricardo Azócar; del Asesor del Ministro, señor Vicente Pinto; del Asesor del Subsecretario de Telecomunicaciones, señor Francisco Canessa; de la Jefa de la División Jurídica de la Subsecretaría de Telecomunicaciones, señora Elena Ramos; del Asesor del Departamento de Regulación Económica de la Subsecretaría de Telecomunicaciones, señor Danilo Godoy; de la Asesora de Comunicaciones del Ministro, señora Vanessa Rosso y de los Abogados del Ministerio del Interior y Seguridad Pública, señor Rodrigo Medina y señor Rafael Ferrada.


Además asistieron los Asesores del Honorable Senador señor Girardi, señora Josefina Correa y señor Nicolás Fernández; del Honorable Senador señor Ossandón, señoras María Angélica Villadango e Israela Rosenblum y señores José Huerta y Alberto Jara; del Honorable Senador señor Matta, señor Hugo Ilabaca; de Segpres, señoras Tania Larraín y María Fernanda Cuevas y señor Luis Batalle y el Director del Programa de Asesoría Legislativa del Instituto Igualdad, señor Roberto Santa Cruz.

Finalmente, hacemos presente que vuestra Comisión acordó acceder a la petición de audiencia solicitada por las siguientes entidades, con la finalidad de exponer sus puntos de vista respecto de la indicación sustitutiva presentada por el Ejecutivo a esta iniciativa legal:


- Asociación de Telefonía Móvil (ATELMO). Asistieron el Presidente, señor Guillermo Pickering; el Jefe de Asuntos Públicos de la Gerencia de Regulación y Asuntos Corporativos de Entel PCS, señor Felipe Simonsohn; el Gerente de Regulación y Relaciones Institucionales de Claro Chile, señor José Ignacio González y el Coordinador de Asuntos Legales de Nextel, señor Marcelo Fica. 


- Sectrade Ltda.: Concurrió el Director, señor Gabriel Correa.

- - - - - - - - -

EXPOSICIONES
Intervención de la Subsecretaría de Telecomunicaciones y del Ministerio del Interior y Seguridad Pública


El Subsecretario de Telecomunicaciones, señor Pedro Huichalaf, destacó el apoyo con que cuenta este proyecto de ley desde el Poder Ejecutivo, indicando el respaldo que, asimismo, el Ministerio del Interior y Seguridad Pública le brinda a la iniciativa, Ministerio este último con el cual han trabajado y examinado la Moción en análisis. 


A su turno, expresó que se han mantenido conversaciones con las industrias del rubro, a fin de lograr una colaboración en conjunto en la discusión del presente proyecto, con el objeto de preservar el sentido de la iniciativa, esto es, evitar que el acceso masivo a las nuevas tecnologías de telecomunicaciones perjudique o entorpezca los servicios de emergencia mediante llamadas inoficiosas. Lo anterior, a través de la identificación de las personas responsables, verificándose así un desincentivo a la realización de tales acciones.



El Abogado del Ministerio del Interior y Seguridad Pública, señor Rodrigo Medina, señaló que la colaboración del Ministerio que representa con la Subsecretaría de Telecomunicaciones dice relación con la introducción de una modificación al artículo 268 bis del Código Penal, con el fin de modificar las hipótesis de falsa alarma que en dicho precepto se establecen, afirmando que la redacción de la indicación sustitutiva presentada supera con creces el escueto texto actual del citado artículo 268 bis.

Presentación de la Asociación de Telefonía Móvil (ATELMO)



El Presidente de la Asociación de Telefonía Móvil (ATELMO), señor Guillermo Pickering, realizó su presentación dando cuenta de la opinión de la entidad acerca del proyecto de ley, y en especial, de la indicación sustitutiva presentada por el Ejecutivo.



I. Obligaciones



En primer lugar, se refirió a las obligaciones que la iniciativa impone a las compañías telefónicas, destacando que estas últimas deben proporcionar, respecto de toda llamada en curso, en tiempo real:



- Individualización del titular del servicio telefónico de que disponga.



- Localización del origen de la llamada que se comunique con dichos servicios de emergencia.



- A costa de las compañías telefónicas.



- La forma, modalidad, progresión y condiciones se determinarán en un reglamento dictado por el Ministerio de Transportes y Telecomunicaciones, el cual deberá ser firmado también por el Ministro del Interior y Seguridad Pública, en el plazo de 180 días contado desde la publicación de la presente ley.



II. Aspectos positivos



En segundo lugar, señaló que toda la industria de telecomunicaciones comparte el objetivo de la ley, en orden a individualizar a las personas detrás de las llamadas a servicios de emergencia, con el fin de entregar una mejor asistencia en tales procedimientos, identificando a aquellas personas (no está incluida localización en el objetivo del proyecto de ley)  que realizan un mal uso de las mismas, para su posterior sanción por parte de las autoridades. En el mismo sentido, valoró que los aspectos técnicos relativos a la implementación de la presente ley, sean regulados por un Reglamento, tal como lo propone la indicación sustitutiva.



III. Observaciones



En tercer lugar, desarrolló los puntos del proyecto que, a juicio de la entidad que preside, causan cierta preocupación: 



1. La viabilidad técnica de los objetivos del proyecto. En efecto, señaló que los actuales sistemas de las entidades receptoras de la información no están adecuados para recibirla a través de un sistema centralizado. En la misma línea, expresó que un sistema de localización en línea tendría efectos sobre la duración de las baterías de los terminales, rendimiento de los sistemas y mayores costos por un uso permanente del servicio de datos. Sin perjuicio que no todos los dispositivos cuentan con esa tecnología.



2. Respecto de la telefonía fija, expuso que la identificación y localización en tiempo real es inviable técnicamente, dado que la información de identidad y ubicación geográfica no viaja en los protocolos de señalización. Asimismo, declaró que en este caso se puede individualizar al titular de la línea, a la  dirección en que está contratada la línea y/o la dirección de facturación, pero no al usuario en concreto que efectúa la llamada.



3. En lo referente a la telefonía móvil, explicó que la identificación y localización en tiempo real es inviable técnicamente debido a las actuales estructuras de las redes móviles. 



En efecto, expresó que respecto a la localización, no se registra la ubicación exacta, sino que sólo se puede conocer a que radio base está conectado el llamado, entregando un área de cobertura que pueden ser varios kilómetros, destacando que lo que se conoce es la dirección  de facturación del cliente, para aquellos que tienen un plan con contrato.



Por otro lado, destacó que no todos los equipos cuentan con aplicaciones de posicionamiento global (GPS, Global Positioning System), las que además pueden ser desactivadas a voluntad del cliente.



En el caso de la telefonía móvil prepago, prosiguió, no se cuenta con información de identificación del cliente, quienes constituyen el  70% del parque nacional. En el caso de postpago se puede individualizar al titular de la línea y no al usuario.



Para terminar con el punto, señaló que incluso se pueden efectuar llamados de emergencia desde equipos sin el dispositivo SIM, y aun sin conocer la clave de desbloqueo de equipo, por lo que no es posible determinar con certeza quien efectuó la llamada.



4. En lo tocante a consideraciones de tipo legal, afirmó que se debe precisar el marco legal aplicable al tratamiento de los datos reunidos y la aplicabilidad del artículo 20 de la Ley N° 19.628, sobre protección a la vida privada.



IV. Observaciones a la indicación sustitutiva



Por otra parte, y en cuarto lugar, se refirió a ciertas observaciones, a su criterio relevantes, en lo referente a la indicación sustitutiva presentada por el Ejecutivo. 



Así, señaló que se debe precisar que la mensajería de advertencia a que hace referencia la indicación,  respecto de la cual deben enviar las compañías telefónicas a solicitud de Carabineros de Chile, es electrónica y no física, ya que respecto del 70% de los clientes no se cuenta con dirección alguna, en tanto corresponder a teléfonos de prepago. Asimismo, sostuvo que dicho envío de mensajería sólo será aplicable en los casos en que se registre casilla electrónica por parte del cliente, esto es, SMS en los teléfonos móviles e email en los teléfonos fijos.



Prosiguió señalando que la sanción de suspensión del servicio telefónico por hasta un mes, por llamadas reiteradas, contempla la excepción de los servicios de emergencia gratuitos. En este punto, indicó que observa una cierta contradicción, toda vez que la disposición no contribuye a cumplir el objetivo de disuadir el mal uso de tales servicios, precisamente porque queda habilitada la línea para llamar a dichos números.



A su vez, explicó que la medida perjudica a las empresas, las cuales no tienen responsabilidad en el mal uso, ya que respecto a los clientes prepago (70% del total) no hay cobro recurrente que realizar y si se suspende no se cobra.


Finalmente, estimó que dicha sanción perjudica al cliente cuando un tercero maliciosamente ha realizado las llamadas inoficiosas desde su equipo sin su consentimiento, en tanto quedar imposibilitado de realizar llamadas.



V. Propuestas


En quinto lugar, señaló las propuestas de la industria tendientes a mejorar el proyecto de ley en debate.



En tal sentido, explicó que se hace necesario implementar medidas eficaces para la identificación y localización de las llamadas. Así, afirmó como una buena opción para ello, poner a disposición de los servicios de emergencia y de Carabineros de Chile una aplicación informática que otorgue acceso a la base de datos de cada compañía, para consultar en línea los datos de nombre y dirección del número que lo llama en ese momento.



En lo referente a los servicios que cuenten con menor capacidad tecnológica, sugirió el desarrollo de instancias y mecanismos de coordinación entre los mismos a fin de cumplir con los objetivos planteados en el proyecto.



De igual forma, indicó que, en defecto de tales propuestas, una buena solución sería que el Estado encargue a un organismo centralizado, como lo es el Administrador de la Portabilidad numérica, la gestión de una base de datos de identificación y dirección de los clientes de telefonía en Chile, con los debidos resguardos de confidencialidad de dichos datos.



Por otro lado, sugirió establecer distintas medidas orientadas a disminuir los llamados inoficiosos a los servicios de emergencia.



En esa línea, señaló que el Estado debe atacar el problema con campañas comunicacionales que sensibilicen a la población del problema e informar de las nuevas sanciones.



Asimismo, señaló que para los clientes de prepago debiese advertirse por vía SMS sobre el uso indebido de los servicios de emergencia, expresando que este último puede generar la denuncia por parte de Carabineros de Chile al Juzgado de Policía Local competente, con la respectiva aplicación de una multa. 



En lo referente a las llamadas a servicios de emergencia, estimó que no es recomendable advertir a través de una grabación previa las sanciones que el uso indebido puede configurar, en tanto se puede tornar en un desincentivo a recurrir a tales servicios cuando realmente se requiera.



Por último, propuso que, a modo informativo, se incluyan en las boletas de servicios las sanciones que acarrean estas conductas, informando de igual forma el número de llamadas a Carabineros de Chile o a los servicios de emergencia que se han realizado, a fin de que los “clientes/Padres”, puedan tomar conocimiento del destino de la llamadas que se realizan de sus líneas contratadas.



Finalizadas las exposiciones anteriores, los Honorables señores Senadores formularon las siguientes observaciones:



El Honorable Senador señor Ossandón, destacó la importancia de las propuestas de la presentación de ATELMO, a fin de obtener la implementación del proyecto. Asimismo, expresó que definitivamente es un tema pendiente el control, en este ámbito, de la telefonía de prepago, sin perjuicio de que esta última, además, es utilizada por grandes redes delictuales. Por consiguiente, el análisis de la telefonía de prepago no se agota en el plano comercial, debiendo considerarse también los efectos antes mencionados.



Por otro lado, señaló que, en tanto ser Carabineros de Chile la principal institución en este contexto, debe ser evaluada su capacidad técnica de coordinación respecto de otras líneas de emergencia, tales como las de Bomberos, en orden a que el 133 efectivamente sea el número fundamental en este ámbito.



A su turno, valoró que ATELMO estuviera dispuesta a analizar la posibilidad de desarrollar una base de datos en donde se almacenen las llamadas, en caso de que éstas no pudiesen ser entregadas a Carabineros de Chile en tiempo real.



Concluyó recalcando la importancia de continuar con la tramitación de la iniciativa, examinando los distintos factores técnicos para su viabilidad, en tanto puede generar, a su juicio, un fuerte impacto en la eficiencia y eficacia en el actuar de Carabineros de Chile.



El Subsecretario de Telecomunicaciones, señor Pedro Huichalaf, destacó que la evolución de las tecnologías ha conducido a un aumento de las personas que contratan con las compañías telefónicas, trasladándose así un número considerable de clientes desde el ámbito del prepago al postpago, existiendo en consecuencia, al menos, mayor posibilidad de identificación del titular del equipo. 


Por otra parte, expresó que el Ejecutivo, en su indicación sustitutiva, y siguiendo el espíritu de la iniciativa, ha hecho mención explícita de las sanciones que acarrean las hipótesis en examen, junto con atribuir a los Ministerios de Transportes y Telecomunicaciones e Interior y Seguridad Pública la facultad de dictar un reglamento que regule las fórmulas técnicas en virtud de las cuales se implemente el sistema que se propone en el proyecto, entendiendo que la vía reglamentaria permite, de mejor forma, adecuar la regulación a los cambios tecnológicos que experimenta el sector.



Refiriéndose a la posibilidad de un número único de emergencias, explicó que si bien existen a nivel comparado sistemas centralizados, ello es complejo de generar en nuestro país, toda vez que en las experiencias extranjeras se reúnen distintas entidades de carácter público, lo que no se presenta en Chile, ya que, por ejemplo, Carabineros de Chile es un órgano público, pero Bomberos es una institución privada, lo que genera complicaciones en tal sentido.


Sin perjuicio de lo anterior, manifestó que la propuesta contenida en la indicación sustitutiva es una buena alternativa para la implementación del proyecto de ley.



El Presidente de la Asociación de Telefonía Móvil (ATELMO), señor Guillermo Pickering, expresó que, en su opinión, en lo referente a la viabilidad técnica de la iniciativa, se debe dialogar conjuntamente con las autoridades respectivas, en especial con la Subsecretaría de Telecomunicaciones, de la cual valora su política de puertas abiertas para tratar estos temas, verificando los distintos reparos que ATELMO ha hecho presente en esta oportunidad.



El Presidente de la Comisión, Honorable Senador señor Girardi, solicitó a la Subsecretaría de Telecomunicaciones un informe técnico acerca de la viabilidad técnica del proyecto, a fin de contar con una acabada mirada de la materia antes de seguir con la tramitación legislativa de la iniciativa.


El Honorable Senador señor Ossandón, apoyó la solicitud del Presidente de la Comisión, Honorable Senador señor Girardi, sin perjuicio de sostener que los ejes principales del proyecto están claros, por lo que se deben centrar los esfuerzos en la fase técnica de implementación del mismo.



Por su parte, señaló que el Gobierno debiese reforzar la tarea de mejorar la capacidad técnica de los servicios de emergencia, por ejemplo, en el caso de Bomberos, no obstante que sea el número 133 el pilar fundamental de la iniciativa.



Finalmente, llamó a continuar con el respaldo a la tramitación del proyecto, en tanto tratarse de una materia de suma importancia, precisamente porque en la actualidad el número de llamadas inoficiosas a los servicios de emergencia, y sobre todo al número 133, es altísimo, lo que resta considerablemente eficiencia y eficacia a tales servicios.



El Honorable Senador señor Matta, respaldó la idea que la Subsecretaría de Telecomunicaciones entregue su opinión técnica acerca de la viabilidad de la iniciativa, haciendo énfasis que el debate sobre esta última, a su juicio, sigue entrabado por la telefonía de prepago, la cual constituye el 70% del mercado. Así, destacó que 7 de cada 10 usuarios actualmente no tienen control sobre las llamadas a líneas de emergencia, lo que genera un incentivo a que personas que realizan tal tipo de conductas lo hagan mediante esta vía y no a través de teléfonos de red fija.   


El Subsecretario de Telecomunicaciones, señor Pedro Huichalaf, destacó las distintas políticas en materias de telecomunicaciones que han sido implementadas a fin de adecuar o actualizar la institucionalidad con las nuevas tecnologías, tratando de que la presente iniciativa responda a tal sentido.



Por último, solicitó que se otorgue un tiempo razonable a la Subsecretaría de Telecomunicaciones para confeccionar adecuadamente el informe solicitado por la Comisión, petición a la cual accedieron los Honorables señores Senadores.



El Honorable Senador señor Ossandón, afirmó como necesario el escuchar a las empresas que tienen una visión distinta a la de ATELMO, en tanto sostener la viabilidad de las exigencias contempladas en el proyecto. Lo anterior, ya que sin perjuicio de las propuestas de dicha asociación, en especial la de mantener una base de datos electrónica a disposición de Carabineros de Chile y demás servicios de emergencia, entiende que existen razones para sostener que es posible acercarse, en términos técnicos, mucho más a la realidad que establece el proyecto.



El Honorable Senador señor Matta, preguntó al Subsecretario de Telecomunicaciones, si bien desde otra perspectiva, pero relacionado al tema en debate, si la Agencia Nacional de Inteligencia (ANI) tiene potestades que la habiliten a interceptar llamadas telefónicas.


El Subsecretario de Telecomunicaciones, señor Pedro Huichalaf, respondiendo a la pregunta formulada, contestó que la Agencia Nacional de Inteligencia (ANI) no cuenta con las atribuciones jurídicas para interceptar llamadas telefónicas, agregando que dicha acción sólo puede ser realizada a petición de los fiscales del Ministerio Público, previa autorización del Juzgado de Garantía.


El Presidente de la Comisión, Honorable Senador señor Girardi, finalizó señalando que, además del informe a la Subsecretaría de Telecomunicaciones, el cual es necesario para analizar la viabilidad técnica del proyecto, se analizara la presentación de un proyecto de ley en conjunto con el Ejecutivo que complemente a esta iniciativa en orden a avanzar hacia un sistema centralizado, en donde exista un número de teléfono único.
Presentación de Sectrade Ltda.


El Director de la empresa SECTRADE Ltda., señor Gabriel Correa Searle, sostuvo que el tema de la ubicación y la identificación de los celulares es un tópico que se ha tratado en muchos países, existiendo desde el año 1995 parámetros que permiten ubicar el lugar donde se encuentra cada celular, a fin de mejorar la ayuda en las emergencias. Así, señaló que el proyecto propone establecer la localización y los datos que permitan individualizar a quien es el titular del servicio, frente a lo cual presentó ciertas observaciones. 


En primer lugar, en lo referente a telefonía fija, indicó que en nuestro país solamente existen 3,3 millones de líneas, lo que es un dato a tener presente, toda vez que sólo el 12,6% de las llamadas al número 133 provienen de este tipo de telefonía. 


Posteriormente, explicó que los datos acerca del lugar desde donde se efectúa la llamada de una red fija a una línea, no se encuentran en la llamada. En efecto, los datos están asociados a una dirección, la de facturación señalada en el contrato, con independencia de quien esté hablando por el teléfono. 


Sin perjuicio de lo anterior, destacó que lo que sí entregan las compañías es el número que está llamando al servicio de emergencia, lo que no necesariamente tiene que corresponder con la persona que está tras la línea. En tal sentido, señaló estar de  acuerdo con la observación efectuada por las compañías de no tener información acerca de la persona en concreto que efectúa el llamado.


Por otra parte, respecto del caso de la telefonía móvil, expresó que hay 22, 9 millones de celulares en Chile, constituyendo las llamadas por esta vía el 87,4% de las llamadas al número 133. Por consiguiente, destacó que la importancia fundamental en el análisis del particular viene dado por este tipo de telefonía.


En esa línea, indicó que sólo se cuenta con la información acerca del número del cual se está llamando, pero no de la persona en concreto que efectúa la llamada; incluso, cuando se trata de un teléfono de prepago no se cuenta con información de quien es el cliente. Así, recalcó que los países que han intentado asociar el número de prepago con la persona que efectivamente lo emplea no han sido exitosos, siendo esas las experiencias en los casos de México y Colombia.


A la luz de lo expuesto, destacó que la importancia radica en determinar en donde se encuentra el teléfono que efectúa la llamada, para poder evitar el uso indebido de los mismos a líneas de emergencia. En efecto, expresó que los celulares, por el sólo hecho de estar prendidos, entregan diversos datos a las compañías, como por ejemplo  el número ID del teléfono, número de la tarjeta SimCard, identificación de registro a la red, potencia respecto de las celdas cercanas, ubicación de celdas, su potencia, nivel de señal, entre otros, los cuales resultan útiles como información relevante para poder ubicar el lugar desde donde se realiza la llamada. 

Posteriormente, señaló que la forma de ubicar la llamada se realiza mediante proveedores confiables que cumplan con la norma E9111/95 (normativa estadounidense) y sus modificaciones posteriores. La última enmienda, señaló, exige que la ubicación señale la altura en que se encuentra el celular, a efectos de determinar el piso desde donde se realiza la llamada.


En esa línea, indicó, como primera alternativa, realizar la localización de los llamados desde una plataforma en Carabineros de Chile, calculándose la posición utilizando algoritmos de propagación de red o colocando equipos instalados en la torres. De esa forma, se ubica la posición del celular con una precisión de 25 a 50 metros.  


Lo anterior, sólo requiere facilidades ya existentes en las compañías de celulares. En primer lugar, interconectarse con éstas según los estándares 3GPP de la ETSI (European Telecommunications Standards Institute), que es la asociación que agrupa a los fabricantes de equipos celulares y a las compañías de celulares de todo el mundo, cuyo objeto es establecer estándares uniformes sobre normas que regulen al particular en las diversas regiones del planeta. 


En segundo lugar, conocer la ubicación de las celdas, información que maneja la Subsecretaría de Telecomunicaciones. Así, añadió que al momento de autorizar una celda hay que entregar a este órgano la ubicación, la potencia y la altura de la misma. 


Dicho sistema, agregó, se aplica con independencia del tipo, modelo o marca del teléfono, como asimismo no emplea el servicio de datos ni consume la batería al celular, como tampoco irroga costo para las compañías celulares, ya que estas sólo requieren entregar una interconexión con esta plataforma.


Por otra parte, y como segunda alternativa, expresó que la localización de los celulares podría realizarse mediante la entrega, por parte de las compañías de celulares, del dato de la celda a la que está conectado el celular, es decir, desde la celda de la cual se realiza la llamada de celular. Lo anterior, tiene como desventaja que no se comunica la posición exacta del aparato, en tanto se entrega como dato un área que puede ser de varios kilómetros (área posible de ubicación es de 500.000 a 785.999 metros cuadrados). Asimismo, se requeriría que cada compañía de celular realice ajustes a la información de sus redes, como también establecer estándares para la entrega de la información.


Lo anterior, permite observar la diferencia entre localizar y buscar al celular, evidenciando que la tecnología E911 logra localizar con precisión el origen del llamado.


Posteriormente, destacó las siguientes cifras respecto de la experiencia de la tecnología en comento en el Estado de California, en Estados Unidos:

- El 89,3% de las llamadas al 911 son de celulares.

- Llamadas al 911 que reciben tono ocupado bajó del 42,4% el 2007 a un 4,5% el 2012.


- 22% de mejora en tiempos de respuesta, de llamadas al servicio de emergencias.


- 911 ubica el 100% de las llamadas celulares.


Para concluir, realizó un cuadro comparativo entre las compañías de celulares y el Gobierno, respecto de quien se encontraría en mejores condiciones para poder llevar a cabo la implementación de las plataformas requeridas por el proyecto en discusión.
	Compañías de Celulares
	Gobierno

	El Gobierno debe hacer cambios al marco regulatorio.
	El Gobierno solicita a Celulares interfaces según estándares 3GPP (ETSI) entre las Compañías Celulares y plataforma de localización en Carabineros.

	El celular solo entrega el área de la celda de donde se llama.
	Se ubica con una precisión igual o menor a 50 metros.

	Al Gobierno se le dificulta la localización con fines de prevención al delito, y queda sólo para respuesta de emergencias.
	Se evita cualquier mal uso de la localización por privados. Se facilita el cumplimiento del artículo 20 de la Ley 19.628

	La Compañía de Celulares se opone, ya que la atención de emergencias no es responsabilidad de los operadores.
	La localización de celulares es imprescindible para resolver en los primeros minutos las emergencias.

	Dificulta el acceso al Gobierno para uso de la localización con fines de prevención al delito, y queda sólo para respuesta de emergencias. 
	Gobierno entrega información de llamadas desde celulares, a estadísticas y Plan Nacional de Seguridad Pública y Prevención de la Violencia y el Delito (Subsecretaria de Prevención del Delito).




Finalmente, propuso una instalación de una central en Carabineros de Chile, que recepcione toda la información entregada por las compañías telefónicas, y desde donde se atienda al resto de las instituciones de emergencia. Destacando, asimismo, que el objetivo de la presentación ha sido colaborar en que todos los chilenos, que llamen desde un teléfono celular, en zonas urbanas o rurales, tengan acceso a una tecnología que sea capaz de entregar información sobre la ubicación exacta del llamado de celulares, de modo tal que se reciba el apoyo que se necesita en momentos de emergencia.

Finalizada la exposición anterior, los Honorables señores Senadores formularon las siguientes observaciones:


El Honorable Senador señor Ossandón, destacó que la industria de las compañías telefónicas sostuvo una posición diversa a la que el Director de SECTRADE Ltda., señor Gabriel Correa, señaló en su exposición, por lo que estima que la Subsecretaría de Telecomunicaciones es la que debiese pronunciarse al respecto. En efecto, explicó que por vía reglamentaria pudiesen incorporarse las regulaciones necesarias para la implementación de la tecnología en comento, a fin de viabilizar la aplicación efectiva del proyecto.



El Honorable Senador señor Orpis, formuló las siguientes preguntas al Director de SECTRADE Ltda., señor Gabriel Correa, ¿de qué forma la implementación de la tecnología no generaría un costo para las compañías telefónicas?, ¿se encuentra en condiciones Carabineros de Chile para poder abordar tal tecnología, en términos de su plataforma?, y de ser afirmativa tal pregunta, ¿es, por consiguiente, el problema meramente regulatorio? 



El Director de SECTRADE Ltda., señor Gabriel Correa, respondió expresando que las compañías telefónicas sólo deben entregar el acceso a una puerta de comunicación, quizás deban habilitar alguna que no lo esté en sus centrales, lo que generaría un costo menor. 



En lo referente a la segunda pregunta, señaló que el tipo de tecnología en comento está en conocimiento de Carabineros, indicando que manejan sistemas más complejos que el que se ha hecho mención, contando con la infraestructura y el personal capacitado para ello. Por consiguiente, a su entender, el problema es de regulación, de exigir a las compañías telefónicas que entreguen acceso a tal información para poder ubicar el celular, conectándose Carabineros a una plataforma que le permita recabar tales datos.



El Honorable Senador señor Orpis, formuló luego una última pregunta al Director de SECTRADE Ltda., señor Gabriel Correa, si Carabineros de Chile tiene dicha capacidad con tal plataforma, ¿por qué mediante el número 133 es imposible ubicar el lugar de origen de la llamada?


El Director de SECTRADE Ltda., señor Gabriel Correa, respondió señalando que lo anterior se debe a que al número 133 de Carabineros sólo llega la llamada telefónica de voz y el respectivo número. 



Por su parte, manifestó que si Carabineros de Chile se interconectara con las centrales de los operadores de celulares del país, puede extraer información adicional a la mencionada, que permita ubicar el origen y lugar del llamado.



El Subsecretario de Telecomunicaciones, señor Pedro Huichalaf, expresó que la Subsecretaría de Telecomunicaciones se encuentra analizando las materias en debate a fin de concluir la confección del informe técnico solicitado por la Comisión. 



Por otro lado, observó que en la presentación antes descrita no se explica la forma en que técnicamente se lleva a cabo la implementación de tal tecnología, sino que sólo se hizo una mención escueta acerca de la misma. En la misma línea, indicó que la referencia a estándares internacionales necesariamente debe supeditarse a un examen de viabilidad técnica en nuestro país, en tanto no todos ellos pueden ser aplicados en Chile.



Asimismo, destacó que debe verificarse lo que implicaría sustentar y administrar una base de datos de ese estilo. En tal sentido, señaló que la base de datos de localización de antenas de infraestructura, de la cual es responsable la Subsecretaría de Telecomunicaciones, no es del todo confiable, en tanto haber sido instaladas algunas de ellas hace bastantes años atrás, con estándares de medición distintos. Además, indicó que dicha base sólo contiene información respecto de la localización física de la antena y la compañía a la cual pertenece.



A su turno, expresó que la implementación de la tecnología en comento implica contar con un software que gestione el sistema, debiendo requerirse, además, de un órgano administrador de tales datos, lo que supone una ley que lo regule. 



Por tales consideraciones, estimó que no es suficiente la dictación de un reglamento sino que se requiere de un examen integral y más amplio, de lo que se hará cargo la Subsecretaría de Telecomunicaciones mediante la entrega del informe respectivo a la Comisión.



El Honorable Senador señor Ossandón, señaló que, en atención a las exposiciones, considera que lo más apropiado sería que el proyecto de ley estableciera el marco regulatorio y luego el reglamento detallare los aspectos técnicos que permitieran viabilizar la aplicación de la iniciativa, verificando que ya se encuentra la tecnología disponible para ello.



El Director de SECTRADE Ltda., señor Gabriel Correa, expresó que han identificado que para la implementación de un sistema de cualquier tipo que incorpore el estándar E911 del año 1995, se requieren al menos de seis meses de trabajo conjuntamente con la Subsecretaría de Telecomunicaciones para rescatar gran parte de la información de las celdas contenidas en las antenas, las cuales no se encuentran debidamente identificadas, para lo cual se necesita, asimismo, que las compañías telefónicas entreguen información de la ubicación de sus celdas.



Finalmente, recalcó que todas las compañías telefónicas en nuestro país cumplen con las normas ETSI, por lo que no debieran surgir inconvenientes en ese ámbito.




El Presidente de la Comisión, Honorable Senador señor Girardi, recalcó la importancia que el informe de la Subsecretaría de Telecomunicaciones tendrá para evaluar técnicamente la viabilidad de esta iniciativa. Luego de eso, a su juicio, será adecuado legislar sobre la materia.
- - - - - - - 

Informe Técnico de la Subsecretaría de Telecomunicaciones


Con fecha 31 de agosto del año en curso, la Subsecretaría de Telecomunicaciones, remitió el Informe Técnico acerca de la viabilidad de la identificación y localización de las llamadas a servicios de emergencia, dándose cuenta del mismo en la sesión de la Comisión de fecha 1 de septiembre del presente año.


En dicho documento, se señala que su objetivo es analizar, con un enfoque técnico y en el marco de la política regulatoria de la Subsecretaría de Telecomunicaciones, los aspectos más detallados acerca de las alternativas técnicas y las limitaciones existentes para la determinación de la individualización y localización de los usuarios que llaman a los servicios de emergencia, en el contexto del proyecto de ley en estudio.


Lo anterior, con el objetivo de perseguir una doble finalidad, a saber, por una parte, la identificación y sanción de quienes hacen un uso indebido de estos servicios de emergencia, por cuanto congestionan el sistema, impidiendo la asistencia oportuna a quienes verdaderamente requieren del servicio, y por otra, posibilitar que tales instituciones puedan atender con mayor efectividad a las personas que realmente llaman ante el padecimiento de una situación de emergencia.


De ese modo, el citado informe arriba a las siguientes conclusiones:


a) Se han encontrado diversas soluciones técnicas, que se han implementado en algunos países, en relación con la individualización o identificación del titular del servicio telefónico que origina una llamada a un servicio de emergencia, y con soluciones de localización del origen de la llamada telefónica hacia un servicio de emergencia.


b) Europa lleva más de una década normando estas obligaciones para los operadores de telecomunicaciones, a través de las directivas de la Unión Europea y de la regulación específica de los países miembros. Desde el año 2011, nuevas directrices existen para mejorar la precisión y fiabilidad de la información de localización de la llamada de emergencia que los operadores de telecomunicaciones informan a los organismos de emergencia. Por otro lado, si bien existen iniciativas regulatorias a nivel latinoamericano, éstas se orientan más bien a la investigación criminal, por tanto, la entrega de la información está sujeta a la relación con los organismos judiciales (no en tiempo real). Por su parte, Estados Unidos también tiene una tradición de más de una década del nivel 911, y su última reforma es bastante exigente en torno al nivel de precisión de la información de localización del teléfono que llama al 911.


c) Existen numerosas técnicas de medición de la ubicación de un teléfono en las redes móviles y sistemas que utilizan combinaciones de estas técnicas para mejorar la precisión en la estimación de la localización. En Europa, se destaca la solución implementada por las telefónicas españolas. Dado lo anterior, es perfectamente posible pensar en una solución para Chile, teniendo como ideas básicas, la necesidad de una base única con los nombres y direcciones de los abonados (para el caso de la telefonía fija) y un sistema de localización móvil que utilice la información de las celdas (cell ID), sectores (sector ID) y algún algoritmo que mediante algunas técnicas permita tener una estimación razonable de la ubicación del móvil que llama al nivel 133 de emergencia.


d) En relación con otros temas del proyecto de ley planteados por las compañías de telecomunicaciones en la Comisión, cabe señalar que la mensajería de advertencia que contempla el proyecto, también es una instancia complementaria para disuadir la generación de llamadas inoficiosas. Dicha mensajería puede efectuarse por medios electrónicos por parte de los concesionarios de telefonía.


e) Del análisis de las instituciones que prestan servicios de emergencia en Chile, es factible comenzar una implementación gradual y progresiva que se inicie con el 133 de Carabineros e incorpore a los otros servicios de emergencia gratuitos (131, Ambulancias y 132, Bomberos) en la medida en que vayan adaptando sus plataformas y procedimientos. No obstante, en este sentido, no se puede dejar de señalar que una plataforma integrada administrada por un ente transversal (ej: Ministerio del Interior y Seguridad Pública o un tercero encomendado por éste) a los servicios de emergencia, podría ser una adecuada solución futura (tipo 911 americano o 112 europeo). Respecto a este último punto, la Subsecretaría de Telecomunicaciones tiene reservado el número 100 hace años, a solicitud del Ministerio del Interior y Seguridad Pública, para una atención integral y centralizada de los servicios de emergencia por cuanto un sistema de esta naturaleza garantiza una mejor atención, una derivación a la o las instituciones de emergencia que correspondan y una asignación más eficiente de recursos. Adicionalmente un sistema como el descrito también podría permitir perfeccionamiento en los mecanismos de interceptación de comunicaciones e investigación criminal.


f) Se debe analizar la conveniencia de regulaciones complementarias que pueden resultar útiles para la implementación de este proyecto de ley. Por ejemplo, el registro obligatorio de los prepagos y la prohibición de llamados desde teléfonos sin SimCard.


g) Tal como lo señala el proyecto de ley, es conveniente definir en un reglamento el detalle de las condiciones técnicas específicas en las que operará un procedimiento de información de identificación y localización del originador de una llamada al nivel de emergencia, particularmente considerando la necesaria flexibilidad que se requiere para adecuar las condiciones técnicas de implementación al continuo y vertiginoso desarrollo tecnológico, trabajo que puede ser abordado conjuntamente con los equipos técnicos de los concesionarios de telecomunicaciones del país.


Por lo anterior, a través de este documento, la Subsecretaría de Telecomunicaciones informa a la Comisión, a la luz de la antecedentes revisados y las experiencias internacionales consultadas, que la implementación de este proyecto de ley, especialmente en cuanto a la obligación de las compañías de telecomunicaciones de informar la identificación y localización de las llamadas a servicios de emergencia, es viable técnicamente.
-----------


Dejamos constancia que el Informe Técnico elaborado por la Subsecretaría de Telecomunicaciones se encuentra a disposición de los señores Senadores en la página Web del Senado. Asimismo se acompaña como documento anexo de este informe.

------------

DISCUSIÓN EN PARTICULAR


La Comisión se abocó al estudio de las 15 indicaciones presentadas al texto del proyecto de ley, aprobado en general por el Honorable Senado, dejando constancia del debate de que fueron objeto, como asimismo de las disposiciones en que ellas inciden y de los acuerdos adoptados sobre las mismas.

El proyecto de ley aprobado en general por el Honorable Senado consta de un artículo único, que modifica la ley Nº 18.168, General de Telecomunicaciones, agregando los artículos 25 ter y 25 quáter, nuevos.
ARTÍCULO ÚNICO


El texto aprobado en general por el Honorable Senado, es del siguiente tenor:


“Artículo Único: Agréganse los siguientes artículos 25 ter y 25 quáter a la Ley 18.168, General de Telecomunicaciones:


“Artículo 25 ter.- Las concesionarias de servicio público de telecomunicaciones estarán obligadas a facilitar a Carabineros de Chile y a los demás servicios de emergencia, los datos de individualización y localización de aquellos usuarios que se comuniquen con dichos servicios. 


Los datos serán entregados en tiempo real y deberán corresponder sólo a la llamada en curso, según las modalidades que el Ministerio del Interior requiera a través de un Decreto Exento.


El servicio telefónico de emergencia deberá advertir, a través de una grabación previa a la atención por parte del operador del servicio, que las llamadas podrían ser grabadas y los datos de individualización y localización podrían ser almacenados, permitiendo al usuario optar por abandonar la comunicación en ese instante. 


Los datos de individualización y localización no podrán ser entregados por las concesionarias ni almacenados en bases de datos, si el llamado es interrumpido antes de completada la advertencia señalada en el inciso anterior.


Las bases de datos recopiladas por los servicios de emergencia o por el Ministerio del Interior en virtud de este artículo, no podrán ser utilizadas para otros fines distintos a individualizar y localizar a aquellas personas que se encuentren en situación de emergencia o a aquéllas que generen llamadas inoficiosas al servicio. Quien diere usos distintos a dichas bases de datos será responsable civil, administrativa o penalmente, según corresponda.


Sólo una orden judicial expresa autorizará a los servicios de emergencia o al Ministerio del Interior a dar tratamiento distinto a los datos almacenados en virtud del presente artículo.


Artículo 25 quáter.- En aquellos casos en que exista un uso indebido del servicio de llamados de emergencia policial, Carabineros de Chile deberá remitir al Juzgado de Policía Local competente los antecedentes de individualización del presunto infractor y aquellos antecedentes que permitan precisar el contenido del llamado. 


Asimismo, Carabineros de Chile recibirá los antecedentes de las infracciones denunciadas por otros servicios de emergencia, los cuales serán puestos a disposición del Juez de Policía Local en los términos señalados en el inciso anterior.


El Juzgado de Policía Local citará al presunto infractor para ser oído y se regirá supletoriamente por las normas contenidas en la ley 18.287. De acreditarse la infracción, el Juez impondrá una multa de 3 UTM, la cual podrá ser sustituida únicamente por la pena de prestación de servicios a la comunidad si el condenado así lo solicita, sin perjuicio de poder elevar los antecedentes al Ministerio Público si de acuerdo a los autos hubiese mérito suficiente.


Si el infractor fuese menor de edad, se seguirá el procedimiento en contra de quien tenga al menor bajo sus cuidados.”.”.
- - - - - - 


A este artículo, el Ejecutivo presentó la siguiente indicación sustitutiva:

Indicación Nº 1a 

1a.- De S.E. la Presidenta de la República, para sustituir íntegramente su texto por el siguiente:


“Artículo Primero.- Incorpóranse los siguientes artículos 25 ter y 25 quáter a la ley Nº 18.168, General de Telecomunicaciones, nuevos:


“Artículo 25 ter.- Las concesionarias de servicio público telefónico, respecto de toda llamada de emergencia en curso, deberán, a su costa, proporcionar en tiempo real a Carabineros de Chile y a los demás servicios de emergencia gratuitos, los datos de individualización del titular del servicio telefónico de que disponga y de localización del origen de la llamada que se comunique con dichos servicios de emergencia, en la forma, modalidad, progresión  y condiciones que determine un reglamento dictado por el Ministerio de Transportes y Telecomunicaciones, que deberá ser firmado también por el Ministro del Interior y Seguridad Pública. 


El uso indebido reiterado de llamados a servicios de emergencia gratuitos será sancionado con multa de 2 a 5 UTM, sin perjuicio de remitir los antecedentes al Ministerio Público si hubiese mérito suficiente de conformidad a lo dispuesto en el artículo 268 bis del Código Penal. 


Se entenderá como uso indebido reiterado de llamados a servicios de emergencia gratuitos, aquellas llamadas que se efectúen a los mismos y cuya finalidad sea distinta a la solicitud de auxilio, denuncia de emergencia o calamidad pública o de un acto constitutivo de algún hecho punible o sancionable por la ley, tales como llamadas abusivas, ridículas, insultantes, amenazadoras, maliciosas, burlescas o efectuar más de una llamada para no contestar o responder; siempre que proceda de un número telefónico o una persona que hubiese recibido la mensajería de advertencia a que se refiere el inciso quinto del presente artículo dentro de los 6 meses anteriores al nuevo llamado. El error en la solicitud de auxilio o en la denuncia no constituirá un uso indebido del servicio. 


Será competente para conocer de las denuncias efectuadas por Carabineros de Chile, por conductas reiteradas en el uso indebido de llamadas a servicios de emergencia gratuitos, el Juzgado de Policía Local de la comuna en la que resida el presunto infractor, de conformidad a las disposiciones de la ley N° 18.287, que establece procedimiento ante los Juzgados de Policía Local.


A requerimiento de Carabineros de Chile, en virtud de los antecedentes con que cuente o de las denuncias que reciba de otros servicios de emergencia gratuitos, las concesionarias de servicio público telefónico estarán obligadas a enviar mensajería de advertencia a los usuarios que generen llamadas indebidas hacia los servicios de emergencia, informándoles de las sanciones a las que se exponen de persistir en dicha conducta. El contenido de dicha mensajería, la oportunidad y condiciones de su envío, será establecido en el reglamento a que se refiere el inciso primero del presente artículo.


La reiteración de condenas por esta infracción habilitará al Juez de Policía Local para suspender temporalmente, hasta por un máximo de un mes, el servicio telefónico, exceptuados los servicios de emergencia gratuitos, bastando para ello una orden judicial dirigida a la concesionaria que provee el servicio. Durante el período de suspensión, las concesionarias podrán cobrar íntegramente por sus servicios.”.”.


El Ejecutivo, con posterioridad a la presentación de esta indicación, formuló las siguientes modificaciones a la misma, respecto del artículo 25 ter:

Artículo 25 ter


- Eliminar la expresión “reiterado” en los incisos segundo y tercero.


- Suprimir en el inciso tercero la frase “; siempre que proceda de un número telefónico o una persona que hubiese recibido la mensajería de advertencia a que se refiere el inciso quinto del presente artículo dentro de los 6 meses anteriores al nuevo llamado”.

- Intercalar el siguiente inciso cuarto, nuevo, pasando el actual a ser quinto y los demás a adquirir el orden correlativo correspondiente:


“La responsabilidad por la infracción prevista en el inciso precedente recaerá en el autor de la llamada. Con todo, será imputable al titular de la línea o del terminal móvil, el uso indebido cometido a través de cualquiera de ellos por una persona que no haya podido ser individualizada, salvo que su titular identifique verazmente al autor o acredite que la línea o el terminal fueron empleados sin su autorización expresa o tácita. Cuando quien efectúe la llamadas sea un menor o incapaz, serán responsables de la misma sus progenitores, curadores, tutores o quienes les tuvieren a su cuidado.”.


- Eliminar en el inciso cuarto, que pasa a ser quinto, la locución “conductas reiteradas en”.

En discusión esta indicación, el Honorable Senador señor Ossandón, expresó que tales propuestas de enmienda obedecen a dotar de efectividad y estrictez a la infracción administrativa que se sugiere, en tanto el elemento de reiteración y el llamado de aviso previo, subrayó, precisamente se orientaban en la dirección contraria.


El Ministro de Transportes y Telecomunicaciones, señor Andrés Gómez-Lobo, en la misma línea, señaló que otra finalidad de las modificaciones sugeridas viene dada por la determinación de responsabilidad en la realización de las llamadas, estableciéndose los casos en los cuales aquélla recaerá en el autor de la misma, en el titular de la línea o del terminal móvil, sin perjuicio de definirse, a su vez, la responsabilidad en el caso de llamadas efectuadas por menores o incapaces.


El Honorable Senador señor Letelier, por otro lado, preguntó por la viabilidad de la entrega en tiempo real de la información a Carabineros de Chile.


El Ministro de Transportes y Telecomunicaciones, señor Andrés Gómez-Lobo, expresó que de acuerdo al informe remitido a la Comisión por la Subsecretaría de Telecomunicaciones, sí es técnicamente viable la implementación de tal medida.


El Honorable Senador señor Letelier, sugirió definir con precisión la expresión “servicios telefónicos de emergencia”, a fin de que la remisión de información a estas últimas guarde coherencia con el objetivo de tales líneas.


El Ministro de Transportes y Telecomunicaciones, señor Andrés Gómez-Lobo, expresó que el artículo transitorio que la indicación en análisis propone, dispone que el reglamento que se dictará para la ejecución de la presente iniciativa, podrá establecer las condiciones en que las concesionarias de servicio público telefónico se encontrarán eximidas de proveer la información a servicios de emergencia gratuitos distintos a Carabineros de Chile.


El Honorable Senador señor Letelier, a su turno, expresó que la entidad de la multa propuesta le parece excesivo, por lo que considera razonable rebajar su cuantía. Lo anterior, agregó, a fin de evitar que la envergadura de las mismas se convierta en un obstáculo para la condena administrativa infraccional.


El Honorable Senador señor Ossandón, indicó que la cuantía de las multas responde a la pretensión de que la medida efectivamente desincentive la realización de las referidas llamadas a las líneas de emergencia.


No obstante lo anterior, señaló que se podría mantener la entidad de las sanciones propuestas otorgando, a su vez, la posibilidad de que el Juez de Policía Local pueda, alternativamente, condenar a la persona a trabajos comunitarios.


El Honorable Senador señor Letelier, en respuesta a lo señalado por el Honorable Senador señor Ossandón, propuso rebajar el mínimo de la multa de 2 a 1 UTM.

Por consiguiente, sugirió reemplazar en el inciso segundo la expresión “2” por “1”.

El Honorable Senador señor Ossandón, concordó con la propuesta del Honorable Senador señor Letelier.

- Sometida a votación la indicación 1ª, sustitutiva, fue aprobada con las modificaciones señaladas, por la unanimidad de los miembros presentes de la Comisión, Honorables Senadores señores Girardi (Presidente), Letelier, Matta y Ossandón.

- - - - - - - 


Luego de analizada, votada y aprobada la indicación sustitutiva vuestra Comisión se abocó a debatir las 15 indicaciones presentadas al texto de este proyecto de ley aprobado en general por la Sala del Senado.

Artículo 25 ter

Inciso primero

El texto del inciso primero de este artículo aprobado en general por el Senado señala:

“Artículo 25 ter.- Las concesionarias de servicio público de telecomunicaciones estarán obligadas a facilitar a Carabineros de Chile y a los demás servicios de emergencia, los datos de individualización y localización de aquellos usuarios que se comuniquen con dichos servicios. 


A este inciso se presentaron tres indicaciones signadas con los números 1, 1 bis y 2.

Indicación N° 1

1.- De los Honorables Senadores señores Ossandón y Letelier, para reemplazar, en el inciso primero del artículo 25 ter aprobado en general, la expresión “de telecomunicaciones” por la palabra “telefónico”.

En discusión esta indicación, el Honorable Senador señor Ossandón  explicó que el Ejecutivo recogió esta indicación en el texto sustitutivo que presentó y que corresponde a la indicación 1a. Por lo tanto, ésta se entiende subsumida en el texto aprobado del inciso primero del artículo 25 ter contenido en la indicación N° 1a, en tanto esta última se refiere, del mismo modo que la primera, a las concesionarias de servicio público telefónico.


En mérito a lo señalado anteriormente, la Comisión, por la unanimidad de sus miembros presentes, Honorables Senadores señores Girardi (Presidente), Letelier y Ossandón, aprobó esta indicación número 1, con modificaciones, sustituyéndola, en lo pertinente, por el texto del inciso primero del artículo 25 ter contenido en la indicación 1a.

Indicación N° 1 bis

1 bis.- Del Honorable Senador señor Harboe, para reemplazar, en el inciso primero del artículo 25 ter aprobado en general, la frase “Carabineros de Chile y a los demás servicios de emergencia”, por la oración “Carabineros de Chile, Policía de Investigaciones, Oficina Nacional de Emergencia, Cuerpo de Bomberos de Chile, servicio de salud, y a los demás servicios de emergencia.

En discusión esta indicación, se señaló que el Honorable Senador señor Harboe sugiere extender la lista de órganos destinatarios de la información de las concesionarias de servicio público telefónico, referente a los datos de individualización y localización de aquellos usuarios que se comuniquen con tales servicios, a la Policía de Investigaciones, la Oficina Nacional de Emergencia, el Cuerpo de Bomberos Chile, el servicio de salud y a los demás servicios de emergencia.


Por su parte, el Ejecutivo, en el inciso primero del artículo 25 ter contemplado en la indicación N° 1a, por el contrario, limita tales destinatarios sólo a Carabineros de Chile y a los demás servicios de emergencia gratuitos.

El Honorable Senador señor Ossandón, en virtud de lo expresado anteriormente, sugirió rechazar, por incompatible, la presente indicación.


En votación esta indicación Nº 1 bis, fue rechazada por la unanimidad de los miembros presentes de la Comisión, Honorables Senadores señores Girardi (Presidente), Letelier y Ossandón.
Indicación N° 2

2.- De los Honorables Senadores señores Ossandón y Letelier, para intercalar, en el inciso primero del artículo 25 ter aprobado en general, a continuación de la frase “a los demás servicios de emergencia”, el vocablo “gratuitos”.

En discusión esta indicación, se informó que ella se entiende subsumida en el texto aprobado del inciso primero del artículo 25 ter presente en la indicación N° 1a, en tanto ambas se refieren a los servicios de emergencia gratuitos.


La Comisión, por la unanimidad de sus miembros presentes, Honorables Senadores señores Girardi (Presidente), Letelier y Ossandón, aprobó la indicación número 2, con modificaciones, sustituyéndola, en lo pertinente, por el texto del inciso primero del artículo 25 ter contenido en la indicación N° 1a.

Inciso segundo


La Sala del Senado aprobó como inciso segundo del artículo 25 ter, el siguiente:


“Los datos serán entregados en tiempo real y deberán corresponder sólo a la llamada en curso, según las modalidades que el Ministerio del Interior requiera a través de un Decreto Exento.”.


A este inciso se presentó la indicación Nº 3.
Indicación N° 3

3.- De los Honorables Senadores señores Ossandón y Letelier, para sustituir, en el inciso segundo del artículo 25 ter aprobado en general, la locución “Ministerio del Interior requiera a través de un Decreto Exento” por “Ministerio del Interior en conjunto con el Ministerio de Transportes y Telecomunicaciones pudiesen requerir”.


En discusión esta indicación, se señaló que esta última se considera subsumida en el texto aprobado del inciso primero del artículo 25 ter de la indicación N° 1a. Ello, en virtud de que ambas tienen por finalidad establecer la potestad reglamentaria, conjuntamente, al Ministerio de Transportes y Telecomunicaciones y al Ministerio del Interior y Seguridad Pública, para que se determinen los parámetros conforme a los cuales las concesionarias de servicio público telefónico deberán proporcionar la información a las autoridades respectivas.


La Comisión, por la unanimidad de sus miembros presentes, Honorables Senadores señores Girardi (Presidente), Letelier y Ossandón, aprobó la indicación número 3, con modificaciones, sustituyéndola, en lo pertinente, por el texto del inciso primero del artículo 25 ter contenido en la indicación N° 1a.

Incisos tercero y cuarto


El texto aprobado en general,  por la Sala del Senado para estos incisos es del siguiente tenor:


“El servicio telefónico de emergencia deberá advertir, a través de una grabación previa a la atención por parte del operador del servicio, que las llamadas podrían ser grabadas y los datos de individualización y localización podrían ser almacenados, permitiendo al usuario optar por abandonar la comunicación en ese instante. 


Los datos de individualización y localización no podrán ser entregados por las concesionarias ni almacenados en bases de datos, si el llamado es interrumpido antes de completada la advertencia señalada en el inciso anterior.”.

A estos textos se presentó la indicación Nº 4.

Indicación N° 4

4.- De los Honorables Senadores señores Ossandón y Letelier, para reemplazar los incisos tercero y cuarto del artículo 25 quáter aprobado en general, por el siguiente:


“Los servicios de emergencia estarán autorizados a dar tratamiento de los datos personales de individualización y localización, así como el registro de la voz u otras características que puedan ser tomadas desde la llamada. El tratamiento de dichos datos estará circunscrito a los usos señalados en este artículo.”.


En discusión esta indicación,  se hizo presente que la misma se entiende subsumida, en virtud de que tanto esta última, como el texto aprobado de los incisos segundo y tercero del artículo 25 quáter de la indicación N° 1a, persiguen la misma idea, a saber, circunscribir la utilización de la información recopilada por los servicios de emergencia gratuitos sólo a individualizar y localizar a aquellas personas que se encuentren en situación de emergencia o para la persecución y sanción de las llamadas indebidas a aquéllos.

El Presidente de la Comisión, Honorable Senador señor Girardi, en virtud de lo expresado sugirió entender como subsumida la presente indicación, aprobándola, en consecuencia, con enmiendas.

La Comisión, por la unanimidad de sus miembros presentes, Honorables Senadores señores Girardi (Presidente), Letelier, Matta y Ossandón, aprobó la indicación número 4, con modificaciones, sustituyéndola, en lo pertinente, por el texto de los incisos segundo y tercero del artículo 25 quáter contenido en la indicación N° 1a.

Inciso quinto


El texto del inciso quinto del artículo 25 ter, aprobado en general por la Sala del Senado señala:


“Las bases de datos recopiladas por los servicios de emergencia o por el Ministerio del Interior en virtud de este artículo, no podrán ser utilizadas para otros fines distintos a individualizar y localizar a aquellas personas que se encuentren en situación de emergencia o a aquéllas que generen llamadas inoficiosas al servicio. Quien diere usos distintos a dichas bases de datos será responsable civil, administrativa o penalmente, según corresponda.”.


A este inciso se presentó la indicación Nº 5.

Indicación N° 5

5.- De los Honorables Senadores señores Ossandón y Letelier, para suprimir, en el inciso quinto del artículo 25 ter aprobado en general, la expresión “o por el Ministerio del Interior”.


En discusión esta indicación, se expresó que la misma se encuentra subsumida en el texto aprobado del inciso tercero del artículo 25 quáter de la indicación N° 1a. Lo anterior, en tanto ambas excluyen al Ministerio del Interior y Seguridad Pública del tratamiento de los datos recopilados por los servicios de emergencia.


El Presidente de la Comisión, Honorable Senador señor Girardi, en atención de lo señalado sugirió considerar como subsumida la indicación en examen, aprobándola, en consecuencia, con modificaciones.


La Comisión, por la unanimidad de sus miembros presentes, Honorables Senadores señores Girardi (Presidente), Letelier, Matta y Ossandón, aprobó la indicación número 5, con modificaciones, sustituyéndola, en lo pertinente, por el texto del inciso tercero del artículo 25 quáter contenido en la indicación N° 1a.

Inciso sexto

El inciso sexto del artículo 25 ter, aprobado en general por la Sala del Senado, señala:


“Sólo una orden judicial expresa autorizará a los servicios de emergencia o al Ministerio del Interior a dar tratamiento distinto a los datos almacenados en virtud del presente artículo.”.

A este inciso se presentó la indicación Nº 6.

Indicación N° 6


6.- De los Honorables Senadores señores Ossandón y Letelier, para eliminar, en el inciso sexto del artículo 25 ter aprobado en general, la frase “o al Ministerio del Interior”.


En discusión esta indicación, se señaló que ella es incompatible con el texto aprobado del inciso tercero del artículo 25 ter de la indicación N° 1a. En efecto, la indicación en examen sugiere que los servicios de emergencia, sólo ante una orden judicial expresa, estén autorizados para dar un tratamiento distinto a los datos mencionados por tal disposición, a saber, individualizar y localizar a aquellas personas que se encuentren en situación de emergencia o a aquéllas que generen llamadas indebidas al servicio.


En una línea diferente, la indicación sustitutiva del Ejecutivo (N° 1a, artículo 25 quáter, inciso tercero), de manera taxativa, señala que las bases de datos recopiladas por los servicios de emergencia gratuitos no podrán ser utilizadas para fines distintos a individualizar y localizar a aquellas personas que se encuentren en situación de emergencia o para la investigación y sanción de las llamadas indebidas a los servicios de emergencia gratuitos y de los delitos tipificados en el artículo 268 bis del Código Penal. Por consiguiente, no se contempla la posibilidad de que mediante una orden judicial expresa pueda darse un uso a los datos distinto al señalado.


Los Honorables señores Senadores Letelier y Ossandón, en atención a los argumentos esgrimidos y en su calidad de autores de la indicación en debate, la retiraron.

Como consecuencia de las modificaciones introducidas por el Ejecutivo, en la indicación 1a,  que sustituyó integralmente este artículo y de los acuerdos anteriores respecto de las indicaciones presentadas el texto del artículo 25 ter quedó redactado en los siguientes términos:


“Artículo 25 ter.- Las concesionarias de servicio público telefónico, respecto de toda llamada de emergencia en curso, deberán, a su costa, proporcionar en tiempo real a Carabineros de Chile y a los demás servicios de emergencia gratuitos, los datos de individualización del titular del servicio telefónico de que disponga y de localización del origen de la llamada que se comunique con dichos servicios de emergencia, en la forma, modalidad, progresión  y condiciones que determine un reglamento dictado por el Ministerio de Transportes y Telecomunicaciones, que deberá ser firmado también por el Ministro del Interior y Seguridad Pública. 


El uso indebido de llamados a servicios de emergencia gratuitos será sancionado con multa de 1 a 5 UTM, sin perjuicio de remitir los antecedentes al Ministerio Público si hubiese mérito suficiente de conformidad a lo dispuesto en el artículo 268 bis del Código Penal. 


Se entenderá como uso indebido de llamados a servicios de emergencia gratuitos, aquellas llamadas que se efectúen a los mismos y cuya finalidad sea distinta a la solicitud de auxilio, denuncia de emergencia o calamidad pública o de un acto constitutivo de algún hecho punible o sancionable por la ley, tales como llamadas abusivas, ridículas, insultantes, amenazadoras, maliciosas, burlescas o efectuar más de una llamada para no contestar o responder. El error en la solicitud de auxilio o en la denuncia no constituirá un uso indebido del servicio. 


La responsabilidad por la infracción prevista en el inciso precedente recaerá en el autor de la llamada. Con todo, será imputable al titular de la línea o del terminal móvil, el uso indebido cometido a través de cualquiera de ellos por una persona que no haya podido ser individualizada, salvo que su titular identifique verazmente al autor o acredite que la línea o el terminal fueron empleados sin su autorización expresa o tácita. Cuando quien efectúe la llamadas sea un menor o incapaz, serán responsables de la misma sus progenitores, curadores, tutores o quienes les tuvieren a su cuidado.


Será competente para conocer de las denuncias efectuadas por Carabineros de Chile, por el uso indebido de llamadas a servicios de emergencia gratuitos, el Juzgado de Policía Local de la comuna en la que resida el presunto infractor, de conformidad a las disposiciones de la ley N° 18.287, que establece procedimiento ante los Juzgados de Policía Local.


A requerimiento de Carabineros de Chile, en virtud de los antecedentes con que cuente o de las denuncias que reciba de otros servicios de emergencia gratuitos, las concesionarias de servicio público telefónico estarán obligadas a enviar mensajería de advertencia a los usuarios que generen llamadas indebidas hacia los servicios de emergencia, informándoles de las sanciones a las que se exponen de persistir en dicha conducta. El contenido de dicha mensajería, la oportunidad y condiciones de su envío, será establecido en el reglamento a que se refiere el inciso primero del presente artículo.


La reiteración de condenas por esta infracción habilitará al Juez de Policía Local para suspender temporalmente, hasta por un máximo de un mes, el servicio telefónico, exceptuados los servicios de emergencia gratuitos, bastando para ello una orden judicial dirigida a la concesionaria que provee el servicio. Durante el período de suspensión, las concesionarias podrán cobrar íntegramente por sus servicios.”.

Artículo 25 quáter
Incisos primero y segundo

El texto de los incisos primero y segundo de este artículo aprobado en general por la Sala del Senado, señalan:


“Artículo 25 quáter.- En aquellos casos en que exista un uso indebido del servicio de llamados de emergencia policial, Carabineros de Chile deberá remitir al Juzgado de Policía Local competente los antecedentes de individualización del presunto infractor y aquellos antecedentes que permitan precisar el contenido del llamado. 


Asimismo, Carabineros de Chile recibirá los antecedentes de las infracciones denunciadas por otros servicios de emergencia, los cuales serán puestos a disposición del Juez de Policía Local en los términos señalados en el inciso anterior.”.

A este artículo se presentaron cinco indicaciones signadas con los números 7, 8, 8 bis, 8 ter y 9.

- - - - - - - -

Incisos tercero y cuarto, nuevos

Indicación N° 7

7.- De los Honorables Senadores señores Ossandón y Letelier, para intercalar los siguientes incisos tercero y cuarto, nuevos,  al artículo 25 quáter aprobado en general:


“Será competente el Juzgado de Policía Local de la comuna en la que reside el presunto infractor. Si no pudiese determinarse el domicilio, será competente el juzgado de la comuna donde se encuentre la central telefónica del servicio de emergencia en la que fuesen recibidos el o los llamados que dieren origen a la infracción.


Se entenderá como uso indebido del servicio de llamados de emergencia, aquellas llamadas cuya finalidad sea distinta a la solicitud de auxilio o denuncia de un hecho relevante para el servicio. El error en la solicitud de auxilio o en la denuncia no constituirá un uso indebido del servicio.”.


En discusión esta indicación, se indicó que ésta se entiende subsumida en el texto aprobado de los incisos tercero y cuarto del artículo 25 ter contemplado en la indicación N° 1ª. Lo anterior, en tanto ambas ser congruentes en lo referente al concepto de uso indebido del servicio de llamados de emergencia (inciso tercero del artículo 25 ter de la indicación N° 1ª), como también en lo concerniente a la fijación del criterio de competencia territorial del Juzgado de Policía Local frente a la imposibilidad de verificar el domicilio del infractor (inciso cuarto del artículo 25 ter de la indicación N° 1ª).


El Presidente de la Comisión, Honorable Senador señor Girardi, en virtud de los argumentos reseñados, sugirió aprobar con enmiendas la presente indicación, subsumiéndola en lo respectivo del texto del artículo 25 ter antes aprobado.


La Comisión, por la unanimidad de sus miembros presentes, Honorables Senadores señores Girardi (Presidente), Letelier, Matta y Ossandón, aprobó la indicación número 7, con modificaciones, sustituyéndola, en lo pertinente, por el texto de los incisos tercero y quinto del artículo 25 ter contenido en la indicación N° 1ª.

- - - - - - - - 

Inciso tercero

El texto del inciso tercero del artículo 25 quáter, aprobado en general por la Sala del Senado señala:


“El Juzgado de Policía Local citará al presunto infractor para ser oído y se regirá supletoriamente por las normas contenidas en la ley 18.287. De acreditarse la infracción, el Juez impondrá una multa de 3 UTM, la cual podrá ser sustituida únicamente por la pena de prestación de servicios a la comunidad si el condenado así lo solicita, sin perjuicio de poder elevar los antecedentes al Ministerio Público si de acuerdo a los autos hubiese mérito suficiente.”.


A este inciso se presentó, la siguiente indicación:
Indicación N° 8

8.- De los Honorables Senadores señores Ossandón y Letelier, para suprimir, en el inciso tercero del artículo 25 quáter aprobado en general, la palabra “supletoriamente”.

En discusión esta indicación, se expresó que la misma se entiende subsumida en el texto aprobado del inciso quinto del artículo 25 ter consagrado en la indicación N° 1a, en tanto apuntar a la misma finalidad contenida en esta última, a saber, hacer aplicable directa y no supletoriamente las normas de la ley N° 18.827, que establece procedimiento ante los Juzgados de Policía Local, en lo concerniente a la tramitación judicial de la infracción administrativa contenida en el proyecto de ley en estudio.


El Honorable Senador señor Letelier, concordó con las razones antedichas, sugiriendo, al igual que la indicación anterior, aprobarla con las modificaciones respectivas en alusión al artículo 25 ter antes aprobado.


La Comisión, por la unanimidad de sus miembros presentes, Honorables Senadores señores Girardi (Presidente), Letelier, Matta y Ossandón, aprobó la indicación número 8, con modificaciones, sustituyéndola, en lo pertinente, por el texto del inciso quinto del artículo 25 ter contenido en la indicación N° 1a.

Inciso cuarto


El texto del inciso cuarto del artículo 25 quáter, aprobado en general por el Senado, señala:



“Si el infractor fuese menor de edad, se seguirá el procedimiento en contra de quien tenga al menor bajo sus cuidados.”.

A este inciso se presentaron las indicaciones Nºs.  8 bis y 8 ter.
Indicación N° 8 bis


8 bis.- Del Honorable Senador señor Harboe, para incorporar, en el inciso cuarto del artículo 25 quáter aprobado en general, a continuación de la palabra “cuidados”, la siguiente oración: “y la multa indicada en el inciso anterior podrá ascender hasta las 5 UTM.”.



En discusión esta indicación, se hizo presente que la redacción de la misma es incompatible con el texto aprobado del inciso cuarto del artículo 25 ter contenido en la indicación N° 1a. Lo anterior, en tanto este último establece que cuando la llamada sea efectuada por un menor o un incapaz, serán responsables de la misma sus progenitores, curadores, tutores o quienes les tuvieren a su cuidado, sin realizar menciones a aumentos de penalidad.



El Honorable Senador señor Ossandón, en virtud de lo señalado, sugirió rechazar la indicación, en tanto entender que el tema se encuentra tratado de buena manera en el artículo 25 ter anteriormente aprobado.


El Honorable Senador señor Letelier, expresó que, en su opinión, la lógica de la sanción en el caso de que el infractor directo sea un menor de edad debiese ser distinta. En efecto, señaló que cuando la conducta es cometida por un menor existe un proceso educativo en desarrollo, el que no se presenta en el caso de los adultos, por lo que debiese existir una diferenciación en este punto.


Lo anterior, subrayó, en atención al impacto económico que puede tener en las familias la aplicación de una multa de la entidad que se propone, destacando que el límite inferior de la sanción (1 UTM) es aproximadamente el 20% de una remuneración mínima.


Por último, manifestó que, en la práctica, los Jueces de Policía Local reconsideran la aplicación de una multa cuando la cuantía de la misma es alta.


El Honorable Senador señor Ossandón, señaló que, en su opinión, se debiese mantener el rango de penalidad de la sanción (de 1 a 5 UTM), a fin de dejar a criterio del juez la proporcionalidad de la misma en el caso concreto, sin por ello alivianar su severidad.


El Honorable Senador señor Letelier, indico que en el caso de los menores, lo fundamental no radica en la entidad de la sanción, sino en el aprendizaje que se quiere lograr con la medida. Así, añadió, por muy pequeña que sea la multa, por el sólo hecho de haberse aplicado la misma se generará una concientización al respecto.


El Presidente de la Comisión, Honorable Senador señor Girardi, propuso rechazar la presente indicación y conservar el criterio adoptado en el texto aprobado del artículo 25 ter. 


En votación esta indicación, fue rechazada por la unanimidad de los miembros presentes de la Comisión, Honorables Senadores señores Girardi (Presidente), Letelier, Matta y Ossandón.
Indicación N° 8 ter

8 ter.- Del Honorable Senador señor Navarro, para sustituir el inciso final del artículo 25 quáter aprobado en general, por el siguiente:


“Si el infractor fuese menor de edad, el adulto que tenga al menor bajo su cuidado será castigado con multa o trabajo comunitario, sólo en caso de reincidencia.”.

En discusión esta indicación, se hizo presente que la redacción de la misma es incompatible con el texto aprobado del inciso cuarto del artículo 25 ter contenido en la indicación N° 1a. Ello, en tanto establece que, en caso de ser el infractor menor de edad, el adulto que lo tenga bajo su cuidado será castigado con multa o trabajo comunitario, sólo en caso de reincidencia.


Por otro lado, el texto aprobado del artículo 25 ter comprendido en la indicación N° 1a, establece que cuando la llamada sea realizada por un menor o un incapaz, serán responsables de la misma sus progenitores, curadores, tutores o quienes los tuvieren a su cuidado, sin sugerir como exigencia para su aplicación la reincidencia de la infracción, como tampoco la procedencia del trabajo comunitario como una alternativa de sanción.

La Jefa de la División Jurídica de la Subsecretaría de Telecomunicaciones, señora Elena Ramos, en virtud de lo expresado señaló que las novedades introducidas por esta propuesta, en contraste con el artículo 25 ter antes aprobado, son, por una parte, la posibilidad de sancionar con trabajo comunitario al infractor, y por otro, que ello, al igual que la aplicación de la multa, sea sólo procedente en caso de reincidencia.


El Presidente de la Comisión, Honorable Senador señor Girardi, sugirió rechazar la presente indicación, a fin de mantener la idea plasmada en el texto aprobado del artículo 25 ter.

En votación esta indicación, fue rechazada por la unanimidad de los miembros presentes de la Comisión, Honorables Senadores señores Girardi (Presidente), Letelier, Matta y Ossandón.

Indicación N° 9

9.- De los Honorables Senadores señores Ossandón y Letelier, para agregar los siguientes incisos finales al artículo 25 quáter aprobado en general:


“La reiteración de condenas por esta infracción habilitará al Juez de Policía Local para bloquear el uso del número o terminal telefónico, bastando para ello una orden judicial dirigida a la concesionaria que provee el servicio.


Asimismo, el Juez de Policía Local podrá oficiar a las concesionarias para que éstas bloqueen el acceso del número telefónico o terminal a los servicios de llamadas de emergencia en caso de un mal uso reiterativo constatado en la primera condena.


De ser insuficientes los datos recopilados por el servicio de emergencia para identificar al infractor, y habiendo mérito suficiente, el juez podrá ordenar el bloqueo temporal o definitivo del número telefónico o terminal del cual se originan las llamadas. Dicho bloqueo podrá estar circunscrito a los números de emergencia gratuitos o a generar cualquier tipo de llamado.”.

En discusión esta indicación, se señaló que ella es incompatible con el texto aprobado del inciso final del artículo 25 ter de la indicación N° 1a.

En efecto, la indicación en análisis regula distintas atribuciones al Juez de Policía Local en la hipótesis de reiteración de condenas por la infracción en comento, a saber:


- Habilitación para bloquear el uso del número o terminal telefónico, debiendo dirigir una orden a la concesionaria que provee el servicio.


- Facultad de oficiar a las concesionarias para que éstas bloqueen el acceso del número telefónico o terminal a los servicios de llamadas de emergencia en caso de un mal uso reiterativo constatado en la primera condena.


- Posibilidad de ordenar el bloqueo temporal o definitivo del número telefónico o terminal del cual se originan las llamadas, circunscrito sólo a los números de emergencia gratuitos o a generar cualquier tipo de llamado. Lo anterior, en el caso de ser insuficientes los datos recopilados por el servicio y habiendo mérito suficiente para ello.


Por su parte, el texto aprobado del inciso final del artículo 25 ter de la indicación N° 1a, habilita al Juez de Policía Local para que, ante la hipótesis de reiteración de condenas, pueda suspender temporalmente, hasta por un máximo de un mes, el servicio telefónico, exceptuados los servicios de emergencia gratuitos, bastando para ello una orden judicial dirigida a la concesionaria que provee el servicio. Agregando, por último, que durante el período de suspensión las concesionarias podrán cobrar íntegramente por sus servicios.

Los Honorables señores Senadores Letelier y Ossandón, en atención a los argumentos esgrimidos y en su calidad de autores de la indicación en debate, la retiraron.

- - - - - -


Como se señaló al principio de este informe, el Ejecutivo presentó la indicación 1a, que sustituyó integralmente el artículo único. En lo que respecta al artículo 25 quáter, lo reemplazó, por el siguiente:

“Artículo 25 quáter.- Las comunicaciones entre los usuarios y los servicios de emergencia gratuitos podrán ser grabadas por éstos.


Los servicios de emergencia gratuitos estarán autorizados a dar tratamiento a los datos personales de individualización y localización, así como al registro de la voz u otra información que pueda ser tomada desde la llamada, de conformidad a las disposiciones de la ley N° 19.628, sobre protección de la vida privada. 


Las bases de datos recopiladas por los servicios de emergencia gratuitos en virtud de este artículo, no podrán ser utilizadas para fines distintos a individualizar y localizar a aquellas personas que se encuentren en situación de emergencia o para la persecución y sanción de las llamadas indebidas a los servicios de emergencia gratuitos y de los delitos tipificados en el artículo 268 bis del Código Penal.”.”.


El Ejecutivo, con posterioridad a la presentación de esta indicación, formuló la siguiente modificación a la misma, respecto del artículo 25 quáter:


- Reemplazar en el inciso tercero la expresión “persecución” por la locución “investigación”.

En discusión esta modificación, el Honorable Senador señor Ossandón, sugirió respaldar la enmienda efectuada por el Ejecutivo, en tanto ser una precisión necesaria.


Como consecuencia de la modificación anterior, que fue aprobada por la unanimidad de los miembros presentes de la Comisión, Honorables Senadores señores Girardi (Presidente), Letelier, Matta y Ossandón, y de los acuerdos recaídos en las indicaciones  anteriormente debatidas, el texto quedó redactado en los siguientes términos:


“Artículo 25 quáter.- Las comunicaciones entre los usuarios y los servicios de emergencia gratuitos podrán ser grabadas por éstos.


Los servicios de emergencia gratuitos estarán autorizados a dar tratamiento a los datos personales de individualización y localización, así como al registro de la voz u otra información que pueda ser tomada desde la llamada, de conformidad a las disposiciones de la ley N° 19.628, sobre protección de la vida privada. 


Las bases de datos recopiladas por los servicios de emergencia gratuitos en virtud de este artículo, no podrán ser utilizadas para fines distintos a individualizar y localizar a aquellas personas que se encuentren en situación de emergencia o para la investigación y sanción de las llamadas indebidas a los servicios de emergencia gratuitos y de los delitos tipificados en el artículo 268 bis del Código Penal.”.
- - - - - - - - 


En seguida, vuestra Comisión se abocó al estudio del artículo 2º, 3º y artículo transitorio de la indicación sustitutiva presentada por el Ejecutivo, que en la parte pertinente señala:

Artículo Segundo


“Artículo Segundo.- Incorpóranse los siguientes incisos séptimo, octavo y noveno al artículo 3° de la ley N° 18.287, que establece procedimiento ante los Juzgados de Policía Local:


“En aquellos casos en que exista una conducta reiterada en el uso indebido de llamados a servicios de emergencia gratuitos, Carabineros de Chile remitirá al Juzgado de Policía Local competente los antecedentes de individualización del presunto infractor y aquellos antecedentes que permitan precisar el contenido del llamado.  


Asimismo, Carabineros de Chile recibirá los antecedentes de las infracciones denunciadas por otros servicios de emergencia gratuitos, los cuales serán puestos a disposición del Juez de Policía Local en los términos señalados en el inciso anterior.


Será competente el Juzgado de Policía Local de la comuna en la que reside el presunto infractor. Si no pudiese determinarse el domicilio, será competente el Juzgado de la comuna donde se encuentre la dependencia del servicio de emergencia en la que fuesen recibidos los llamados que dieren origen a la infracción.”.

El Ejecutivo, con posterioridad a la presentación de esta indicación, propuso las siguientes modificaciones a la misma, respecto del artículo segundo:


- Intercalar, en el inciso primero, entre la frase “En aquellos casos en que” y la oración “exista una conducta reiterada”, la locución “se estime que”.


- Reemplazar, en el inciso primero, el término “exista” por el vocablo “existe”.


- Intercalar, en el inciso primero, entre la frase “servicios de emergencia gratuitos” y la locución “, Carabineros de Chile”, la oración “o que dicho uso indebido implique una afectación al normal funcionamiento de estos últimos”.


El Presidente de la Comisión, Honorable Senador señor Girardi, manifestó su opinión favorable respecto de las modificaciones propuestas por el Ejecutivo, por lo que sugirió aprobarlas.


El Honorable Senador señor Ossandón, concordó con lo planteado por el Honorable Senador señor Girardi.

Como consecuencia de las modificaciones anteriores, que fueron aprobadas por la unanimidad de los miembros presentes de la Comisión, Honorables Senadores señores Girardi (Presidente), Matta, Letelier y Ossandón, el texto quedó redactado en los siguientes términos:


“Artículo Segundo.- Incorpóranse los siguientes incisos séptimo, octavo y noveno al artículo 3° de la ley N° 18.287, que establece procedimiento ante los Juzgados de Policía Local:


“En aquellos casos en que se estime que existe una conducta reiterada en el uso indebido de llamados a servicios de emergencia gratuitos o que dicho uso indebido implique una afectación al normal funcionamientos de estos últimos, Carabineros de Chile remitirá al Juzgado de Policía Local competente los antecedentes de individualización del presunto infractor y aquellos antecedentes que permitan precisar el contenido del llamado.  


Asimismo, Carabineros de Chile recibirá los antecedentes de las infracciones denunciadas por otros servicios de emergencia gratuitos, los cuales serán puestos a disposición del Juez de Policía Local en los términos señalados en el inciso anterior.


Será competente el Juzgado de Policía Local de la comuna en la que reside el presunto infractor. Si no pudiese determinarse el domicilio, será competente el Juzgado de la comuna donde se encuentre la dependencia del servicio de emergencia en la que fuesen recibidos los llamados que dieren origen a la infracción.”.

- - - - - - - 

Artículo Tercero
Artículo 268 bis del Código Penal


El artículo 268 bis dispone que el que diere falsa alarma de incendio, emergencia o calamidad pública a los Cuerpos de Bomberos u otros servicios de utilidad pública, incurrirá en la pena de reclusión menor en su grado mínimo.

El Ejecutivo, como se señaló anteriormente, propuso reemplazarlo por el siguiente, contenido en el artículo tercero, de la indicación 1a, sustitutiva:

“Artículo Tercero.- Reemplázase el artículo 268 bis del Código Penal, por el siguiente:


“Artículo 268 bis.- El que, por cualquier medio falsamente comunique, circule, difunda o reporte la existencia de sustancias químicas, biológicas o tóxicas que puedan causar daño a la salud, artefactos explosivos, incendios, accidentes, hechos ilícitos, o cualquier acaecimiento que signifique una situación o peligro de desastre o calamidad pública que requiera la asistencia de los servicios de utilidad pública para auxiliar o servir un hecho falso, inexistente o fingido, será sancionado con la pena de presidio menor en su grado mínimo.


La pena se elevará en un grado si el falso hecho reportado se refiere o involucra a la vía pública, edificios públicos o de libre acceso al público, medios de transporte público, instalaciones sanitarias, de almacenamiento o transporte de combustibles, de instalaciones de distribución o generación de energía eléctrica, portuarias, aeronáuticas o ferroviarias, incluyendo las de trenes subterráneos, u otros lugares u objetos semejantes.


Para estos efectos, el que coloque, instale o ubique en determinado sitio cualquier objeto cuya confección aparenta ser un artefacto explosivo o incendiario, o que parezca contener sustancias químicas, biológicas o tóxicas que puedan causar daño a la salud cometerá falsa alarma o reporte e incurrirá en la misma pena señalada en este artículo.


Se considerará circunstancia agravante la efectiva movilización o despliegue de servicios de utilidad pública, la activación de procedimientos institucionales de emergencia o sistemas de alerta, la realización de evacuaciones, cortes de servicios de suministro y, en general, cualquiera alteración del normal funcionamiento de instituciones públicas o privadas que haya tenido lugar como consecuencia de la falsa alarma o reporte.”.

En discusión este artículo contenido en la indicación 1a, sustitutiva del Ejecutivo,  el Honorable Senador señor Ossandón, señaló que la finalidad que persigue este tipo penal es evitar que mediante falsas alarmas se distraiga a las autoridades pertinentes en el cumplimiento de sus funciones. En esa línea, expresó que muchas veces tales llamadas se han efectuado para reunir en un lugar determinado a los funcionarios policiales, a fin de cometer impunemente acciones delictuales en otra área.


El Honorable Senador señor Letelier, observó que en la indicación en examen se contemplan conjuntamente acciones típicas de distinta naturaleza.


En ese sentido, sugirió, metodológicamente hablando, separar situaciones. De ese modo, indicó que una cosa es la conducta consistente en comunicar falsas alarmas y otra es la colocación o confección de objetos que aparenten ser artefactos explosivos o de similar género.


Por consiguiente, agregó, la no diferenciación conduce a que el tipo penal considere la misma sanción para hipótesis que, en su opinión, revisten distinta gravedad.


El Asesor Legislativo del Ministerio del Interior y Seguridad Pública, señor Rodrigo Medina, expresó que con el texto propuesto para reemplazar el artículo 268 bis del Código Penal, se pretende reformar una norma que en la actualidad resulta del todo anacrónica, en tanto no contemplar los resguardos necesarios para su efectiva aplicación, lo que conduce a que ella sea objeto de suspensiones condicionales de procedimiento o de juicios abreviados.


De esa forma, destacó que la disposición actual no contempla las diversas hipótesis que concurren en el contexto de la perpetración de falsas alarmas, por lo que la indicación, a la luz de las consideraciones compartidas en el Derecho Comparado, recoge dos situaciones claves en este contexto, a saber, las comunicaciones falsas a servicios de emergencia y la instalación de artefactos aparentemente riesgosos.


Por último, y a fin de ejemplificar con situaciones prácticas lo anteriormente señalado, indicó que durante los pasados meses de Agosto y Septiembre se registraron numerosas llamadas falsas que indicaban la existencia de artefactos explosivos en aviones, situaciones que, en su mayoría, no se sancionaron adecuadamente en virtud del tenor actual del artículo 268 bis del Código Penal y la relativamente limitada penalidad que contiene.


El Honorable Senador señor Letelier, manifestó que, en su opinión, la sanción debiese considerar una pena de relevancia atendida la gravedad de ciertas situaciones contempladas en el tipo penal, máxime si la persona pertenece a alguna red delictual.


El Asesor Legislativo del Ministerio del Interior y Seguridad Pública, señor Rodrigo Medina, expresó que la pena propuesta en la indicación satisface estándares de proporcionalidad respecto de las situaciones que se pretenden castigar, mediante el establecimiento de penas correspondientes a simples delitos, las que se conforman con los criterios presentes en el Derecho Comparado ante situaciones del mismo orden.


El Honorable Senador señor Letelier, a su turno, y precisando su observación, señaló que en el inciso primero del artículo 268 bis que se propone, se consideran, en un mismo rango, comunicaciones falsas que involucran hipótesis de diversa envergadura. En tal sentido, en su opinión, no pueden ser medidas con el mismo criterio, por ejemplo, una comunicación falsa sobre la existencia de una sustancia química y una referente a un accidente.

El Honorable Senador señor Ossandón, estimó que el delito en examen debiese ser entendido como un ilícito instrumental, en tanto generalmente ser realizado para la perpetración de otra acción delictual. 


La Jefa de la División Jurídica de la Subsecretaría de Telecomunicaciones, señora Elena Ramos, indicó que si bien en el mencionado inciso primero de la disposición existen diversas hipótesis, lo central del tipo penal que se propone es el resultado, esto es, que la falsa comunicación signifique una situación o peligro de desastre o calamidad pública que requiera la asistencia de los servicios de utilidad pública.


El Asesor Legislativo del Ministerio del Interior y Seguridad Pública, señor Rodrigo Medina, en la misma línea de quien le antecedió en el uso de la palabra, expresó que el bien jurídico que se pretende proteger mediante el delito en análisis es el orden público, entendido en este caso como la normalidad en la realización de las actividades de las instituciones del Estado, de ahí la redacción que la indicación propone.

El Presidente de la Comisión, Honorable Senador señor Girardi, por las razones antedichas, sugirió aprobar este artículo tercero en examen.


En votación este artículo 3º propuesto por el Ejecutivo en la  indicación 1a, fue aprobado, sin enmiendas, por la unanimidad de los miembros presentes de la Comisión, Honorables Senadores señores Girardi (Presidente), Letelier, Matta y Ossandón.

Dejamos constancia, tal como lo hicimos al inicio de este informe que vuestra Comisión trató simultáneamente con esta iniciativa legal, el proyecto de ley iniciado en Moción de los Honorables Senadores señores Pedro Araya, Alfonso De Urresti, Antonio Horvath y Baldo Prokurica, que modifica el Código Penal respecto del delito y de la falta relativos a falsas alarmas, que ingresó al Senado el 29 de Octubre de 2014, pasando a la Comisión de Constitución, Legislación, Justicia y Reglamento y que, posteriormente, con fecha 1 de Abril de 2015,  la Sala acordó que fuera informado por la Comisión de Transportes y Telecomunicaciones.


En atención a lo anterior, el Honorable Senador señor Horvath, presentó las siguientes indicaciones, que recogen las ideas de la Moción de la cual es uno de sus autores:

Indicación N° 10


10.- Del Honorable Senador señor Horvath, para sustituir el artículo 268 bis del Código Penal por el siguiente:


“Artículo 268 bis.- El que diere falsa alarma de incendio, artefacto explosivo o bomba, o de cualquier emergencia, catástrofe o estrago, a los servicios de utilidad pública y de emergencia de Carabineros de Chile, Policía de Investigaciones, Cuerpos de Bomberos, Oficina Nacional de Emergencia, servicios de salud u otros servicios u organismos de utilidad pública, destinados a intervenir o reaccionar ante emergencias, incurrirá en la pena de reclusión menor en sus grados mínimo a medio, además de multa a beneficio fiscal de 5 a 10 unidades tributarias mensuales.

Se aumentará la pena en un grado, si además, con ocasión de la falsa alarma, se produjere:

1º Interrupción o paralización del organismo o servicio de emergencia.

2º Evacuación masiva en lugares públicos o privados.

3º Si se generare conmoción o alarma pública.

Si a propósito de cualquiera de las circunstancias anteriores, se produjese además cualquier delito o cuasidelito conexo con éste, se aumentará la pena en dos grados.”.


En discusión esta indicación, se reiteró lo señalado anteriormente en el sentido de que ella obedece al proyecto de ley que modifica el Código Penal respecto del delito y de la falta relativos a falsas alarmas hechas a la autoridad o servicios públicos (Boletín N° 9.678-07), iniciado en Moción de los Honorables Senadores señores Horvath, Araya, De Urresti y Prokuriça.  En efecto, el artículo primero de dicha iniciativa corresponde al texto de la presente indicación, de autoría del Honorable Senador señor Horvath.

Sin perjuicio de lo anterior, se señaló que la indicación en examen es incompatible con el texto aprobado del artículo 268 bis del Código Penal contenido en el artículo tercero de la indicación N° 1a. Lo anterior, en tanto esta última se diferencia de la primera en términos de conducta típica, pena, hipótesis calificada, agravantes y participación punible. 


El Asesor Legislativo del Ministerio del Interior y Seguridad Pública, señor Rodrigo Medina, señaló que, en consideración a las razones expuestas en la discusión del artículo 268 bis propuesto por el Ejecutivo en la indicación N° 1a, a la mayor coherencia con el Derecho Comparado y a la proporcionalidad de las penas contenidas en esta última, sugirió rechazar la presente indicación.


El Presidente de la Comisión, Honorable Senador señor Girardi, concordó con el planteamiento del señor Medina, haciendo presente que, por las razones señaladas anteriormente, la indicación en examen resulta incompatible con el texto aprobado del artículo 268 bis del Código Penal contemplado en la indicación N°1a.


En votación esta indicación, fue rechazada por la unanimidad de los miembros presentes de la Comisión, Honorables Senadores señores Girardi (Presidente), Letelier, Matta y Ossandón.
Indicación N° 11


El artículo 494 del Código Penal, tipifica una serie de conductas constitutivas de falta, sancionando su perpetración con una pena de multa de una a cuatro unidades tributarias mensuales.


11.- Del Honorable Senador señor Horvath, para incorporar en el inciso primero del artículo 494 del Código Penal el siguiente número 22:


“22. El que realizare llamado telefónico o se comunicare por cualquier medio, distrayendo o perturbando a los servicios de utilidad pública u organismos destinados a prevenir y enfrentar emergencias.”.


En discusión esta indicación, se hizo presente que esta última, asimismo, responde al texto del proyecto de ley, iniciado en Moción de los Honorables Senadores señores Horvath, Araya, De Urresti y Prokuriça, que modifica el Código Penal respecto del delito y de la falta relativos a falsas alarmas hechas a la autoridad o servicios públicos (Boletín N° 9.678-07), en específico, al artículo 2° de dicha Moción.


Por último, se indicó que esta sanción se entiende como complementaria de la propuesta en la indicación N° 10.


El Presidente de la Comisión, Honorable Senador señor Girardi, en virtud de las razones mencionadas, y en tanto ya haberse aprobado, en su opinión, adecuadamente la sanción penal para las hipótesis de falsas alarmas, sugirió rechazar, por incompatible, la indicación en análisis.


En votación esta indicación, fue rechazada por la unanimidad de los miembros presentes de la Comisión, Honorables Senadores señores Girardi (Presidente), Letelier, Matta y Ossandón.

- - - - - - - 

Artículo Transitorio


Este artículo contenido en la Indicación N° 1ª, sustitutiva del Ejecutivo señala lo siguiente:

“Artículo transitorio.- El reglamento a que se refiere el inciso primero del artículo 25 ter de la ley N° 18.168, será dictado en el plazo de 180 días contados desde la publicación de la presente ley. Dicho reglamento podrá establecer las condiciones en que las concesionarias de servicio público telefónico se encontrarán eximidas de proveer la información referida en el citado artículo a servicios de emergencia gratuitos distintos a Carabineros de Chile.”.


En votación este artículo, fue aprobado por la unanimidad de los miembros presentes de la Comisión, Honorables Senadores señores Girardi (Presidente), Letelier, Matta y Ossandón.

- - - - - - 

MODIFICACIONES


En mérito de las consideraciones anteriormente expuestas, vuestra Comisión de Transportes y Telecomunicaciones tiene el honor de proponeros la siguiente modificación al proyecto de ley, aprobado en general por el Honorable Senado, que consta en nuestro Primer Informe:


--- Sustituir el artículo único, por el siguiente:



“Artículo Primero.- Incorpóranse los siguientes artículos 25 ter y 25 quáter a la Ley Nº 18.168, General de Telecomunicaciones:



“Artículo 25 ter.- Las concesionarias de servicio público telefónico, respecto de toda llamada de emergencia en curso, deberán, a su costa, proporcionar en tiempo real a Carabineros de Chile y a los demás servicios de emergencia gratuitos, los datos de individualización del titular del servicio telefónico de que disponga y de localización del origen de la llamada que se comunique con dichos servicios de emergencia, en la forma, modalidad, progresión y condiciones que determine un reglamento dictado por el Ministerio de Transportes y Telecomunicaciones, que deberá ser firmado también por el Ministro del Interior y Seguridad Pública. 



El uso indebido de llamados a servicios de emergencia gratuitos será sancionado con multa de 1 a 5 UTM, sin perjuicio de remitir los antecedentes al Ministerio Público si hubiese mérito suficiente de conformidad a lo dispuesto en el artículo 268 bis del Código Penal. 



Se entenderá como uso indebido de llamados a servicios de emergencia gratuitos, aquellas llamadas que se efectúen a los mismos y cuya finalidad sea distinta a la solicitud de auxilio, denuncia de emergencia o calamidad pública o de un acto constitutivo de algún hecho punible o sancionable por la ley, tales como llamadas abusivas, ridículas, insultantes, amenazadoras, maliciosas, burlescas o efectuar más de una llamada para no contestar o responder. El error en la solicitud de auxilio o en la denuncia no constituirá un uso indebido del servicio. 



La responsabilidad por la infracción prevista en el inciso precedente recaerá en el autor de la llamada. Con todo, será imputable al titular de la línea o del terminal móvil, el uso indebido cometido a través de cualquiera de ellos por una persona que no haya podido ser individualizada, salvo que su titular identifique verazmente al autor o acredite que la línea o el terminal fueron empleados sin su autorización expresa o tácita. Cuando quien efectúe la llamada sea un menor o incapaz, serán responsables de la misma sus progenitores, curadores, tutores o quienes les tuvieren a su cuidado.



Será competente para conocer de las denuncias efectuadas por Carabineros de Chile, por el uso indebido de llamadas a servicios de emergencia gratuitos, el Juzgado de Policía Local de la comuna en la que resida el presunto infractor, de conformidad a las disposiciones de la ley N° 18.287, que establece procedimiento ante los Juzgados de Policía Local.



A requerimiento de Carabineros de Chile, en virtud de los antecedentes con que cuente o de las denuncias que reciba de otros servicios de emergencia gratuitos, las concesionarias de servicio público telefónico estarán obligadas a enviar mensajería de advertencia a los usuarios que generen llamadas indebidas hacia los servicios de emergencia, informándoles de las sanciones a las que se exponen de persistir en dicha conducta. El contenido de dicha mensajería, la oportunidad y condiciones de su envío, será establecido en el reglamento a que se refiere el inciso primero del presente artículo.



La reiteración de condenas por esta infracción habilitará al Juez de Policía Local para suspender temporalmente, hasta por un máximo de un mes, el servicio telefónico, exceptuados los servicios de emergencia gratuitos, bastando para ello una orden judicial dirigida a la concesionaria que provee el servicio. Durante el período de suspensión, las concesionarias podrán cobrar íntegramente por sus servicios.


Artículo 25 quáter.- Las comunicaciones entre los usuarios y los servicios de emergencia gratuitos podrán ser grabadas por éstos.



Los servicios de emergencia gratuitos estarán autorizados a dar tratamiento a los datos personales de individualización y localización, así como al registro de la voz u otra información que pueda ser tomada desde la llamada, de conformidad a las disposiciones de la ley N° 19.628, sobre protección de la vida privada. 



Las bases de datos recopiladas por los servicios de emergencia gratuitos en virtud de este artículo, no podrán ser utilizadas para fines distintos a individualizar y localizar a aquellas personas que se encuentren en situación de emergencia o para la investigación y sanción de las llamadas indebidas a los servicios de emergencia gratuitos y de los delitos tipificados en el artículo 268 bis del Código Penal.”. 



Artículo Segundo.- Incorpóranse los siguientes incisos séptimo, octavo y noveno al artículo 3° de la ley N° 18.287, que establece procedimiento ante los Juzgados de Policía Local:



“En aquellos casos en que se estime que existe una conducta reiterada en el uso indebido de llamados a servicios de emergencia gratuitos o que dicho uso indebido implique una afectación al normal funcionamiento de estos últimos, Carabineros de Chile remitirá al Juzgado de Policía Local competente los antecedentes de individualización del presunto infractor y aquellos antecedentes que permitan precisar el contenido del llamado.  



Asimismo, Carabineros de Chile recibirá los antecedentes de las infracciones denunciadas por otros servicios de emergencia gratuitos, los cuales serán puestos a disposición del Juez de Policía Local en los términos señalados en el inciso anterior.



Será competente el Juzgado de Policía Local de la comuna en la que reside el presunto infractor. Si no pudiese determinarse el domicilio, será competente el Juzgado de la comuna donde se encuentre la dependencia del servicio de emergencia en la que fuesen recibidos los llamados que dieren origen a la infracción.”.


Artículo Tercero.- Reemplázase el artículo 268 bis del Código Penal, por el siguiente:



“Artículo 268 bis.- El que, por cualquier medio falsamente comunique, circule, difunda o reporte la existencia de sustancias químicas, biológicas o tóxicas que puedan causar daño a la salud, artefactos explosivos, incendios, accidentes, hechos ilícitos, o cualquier acaecimiento que signifique una situación o peligro de desastre o calamidad pública que requiera la asistencia de los servicios de utilidad pública para auxiliar o servir un hecho falso, inexistente o fingido, será sancionado con la pena de presidio menor en su grado mínimo.



La pena se elevará en un grado si el falso hecho reportado se refiere o involucra a la vía pública, edificios públicos o de libre acceso al público, medios de transporte público, instalaciones sanitarias, de almacenamiento o transporte de combustibles, de instalaciones de distribución o generación de energía eléctrica, portuarias, aeronáuticas o ferroviarias, incluyendo las de trenes subterráneos, u otros lugares u objetos semejantes.



Para estos efectos, el que coloque, instale o ubique en determinado sitio cualquier objeto cuya confección aparenta ser un artefacto explosivo o incendiario, o que parezca contener sustancias químicas, biológicas o tóxicas que puedan causar daño a la salud cometerá falsa alarma o reporte e incurrirá en la misma pena señalada en este artículo.



Se considerará circunstancia agravante la efectiva movilización o despliegue de servicios de utilidad pública, la activación de procedimientos institucionales de emergencia o sistemas de alerta, la realización de evacuaciones, cortes de servicios de suministro y, en general, cualquiera alteración del normal funcionamiento de instituciones públicas o privadas que haya tenido lugar como consecuencia de la falsa alarma o reporte.”.

ARTÍCULO TRANSITORIO



Artículo transitorio.- El reglamento a que se refiere el inciso primero del artículo 25 ter de la ley N° 18.168, será dictado en el plazo de 180 días contado desde la publicación de la presente ley. Dicho reglamento podrá establecer las condiciones en que las concesionarias de servicio público telefónico se encontrarán eximidas de proveer la información referida en el citado artículo a servicios de emergencia gratuitos distintos a Carabineros de Chile.”.
(Indicaciones Nos 1a, 4, 5, 7 y 8 aprobadas con enmiendas 4x0; Indicaciones Nos 1, 2 y 3 aprobadas con enmiendas 3x0.).
- - - - - - - -


Como consecuencia de las modificaciones anteriores, el proyecto de ley que os propone aprobar vuestra Comisión de Transportes y Telecomunicaciones, queda como sigue:

PROYECTO DE LEY:



“Artículo Primero.- Incorpóranse los siguientes artículos 25 ter y 25 quáter a la Ley Nº 18.168, General de Telecomunicaciones:



“Artículo 25 ter.- Las concesionarias de servicio público telefónico, respecto de toda llamada de emergencia en curso, deberán, a su costa, proporcionar en tiempo real a Carabineros de Chile y a los demás servicios de emergencia gratuitos, los datos de individualización del titular del servicio telefónico de que disponga y de localización del origen de la llamada que se comunique con dichos servicios de emergencia, en la forma, modalidad, progresión y condiciones que determine un reglamento dictado por el Ministerio de Transportes y Telecomunicaciones, que deberá ser firmado también por el Ministro del Interior y Seguridad Pública. 



El uso indebido de llamados a servicios de emergencia gratuitos será sancionado con multa de 1 a 5 UTM, sin perjuicio de remitir los antecedentes al Ministerio Público si hubiese mérito suficiente de conformidad a lo dispuesto en el artículo 268 bis del Código Penal. 



Se entenderá como uso indebido de llamados a servicios de emergencia gratuitos, aquellas llamadas que se efectúen a los mismos y cuya finalidad sea distinta a la solicitud de auxilio, denuncia de emergencia o calamidad pública o de un acto constitutivo de algún hecho punible o sancionable por la ley, tales como llamadas abusivas, ridículas, insultantes, amenazadoras, maliciosas, burlescas o efectuar más de una llamada para no contestar o responder. El error en la solicitud de auxilio o en la denuncia no constituirá un uso indebido del servicio. 



La responsabilidad por la infracción prevista en el inciso precedente recaerá en el autor de la llamada. Con todo, será imputable al titular de la línea o del terminal móvil, el uso indebido cometido a través de cualquiera de ellos por una persona que no haya podido ser individualizada, salvo que su titular identifique verazmente al autor o acredite que la línea o el terminal fueron empleados sin su autorización expresa o tácita. Cuando quien efectúe la llamada sea un menor o incapaz, serán responsables de la misma sus progenitores, curadores, tutores o quienes les tuvieren a su cuidado.



Será competente para conocer de las denuncias efectuadas por Carabineros de Chile, por el uso indebido de llamadas a servicios de emergencia gratuitos, el Juzgado de Policía Local de la comuna en la que resida el presunto infractor, de conformidad a las disposiciones de la ley N° 18.287, que establece procedimiento ante los Juzgados de Policía Local.



A requerimiento de Carabineros de Chile, en virtud de los antecedentes con que cuente o de las denuncias que reciba de otros servicios de emergencia gratuitos, las concesionarias de servicio público telefónico estarán obligadas a enviar mensajería de advertencia a los usuarios que generen llamadas indebidas hacia los servicios de emergencia, informándoles de las sanciones a las que se exponen de persistir en dicha conducta. El contenido de dicha mensajería, la oportunidad y condiciones de su envío, será establecido en el reglamento a que se refiere el inciso primero del presente artículo.



La reiteración de condenas por esta infracción habilitará al Juez de Policía Local para suspender temporalmente, hasta por un máximo de un mes, el servicio telefónico, exceptuados los servicios de emergencia gratuitos, bastando para ello una orden judicial dirigida a la concesionaria que provee el servicio. Durante el período de suspensión, las concesionarias podrán cobrar íntegramente por sus servicios.



Artículo 25 quáter.- Las comunicaciones entre los usuarios y los servicios de emergencia gratuitos podrán ser grabadas por éstos.



Los servicios de emergencia gratuitos estarán autorizados a dar tratamiento a los datos personales de individualización y localización, así como al registro de la voz u otra información que pueda ser tomada desde la llamada, de conformidad a las disposiciones de la ley N° 19.628, sobre protección de la vida privada. 



Las bases de datos recopiladas por los servicios de emergencia gratuitos en virtud de este artículo, no podrán ser utilizadas para fines distintos a individualizar y localizar a aquellas personas que se encuentren en situación de emergencia o para la investigación y sanción de las llamadas indebidas a los servicios de emergencia gratuitos y de los delitos tipificados en el artículo 268 bis del Código Penal.”. 



Artículo Segundo.- Incorpóranse los siguientes incisos séptimo, octavo y noveno al artículo 3° de la ley N° 18.287, que establece procedimiento ante los Juzgados de Policía Local:



“En aquellos casos en que se estime que existe una conducta reiterada en el uso indebido de llamados a servicios de emergencia gratuitos o que dicho uso indebido implique una afectación al normal funcionamiento de estos últimos, Carabineros de Chile remitirá al Juzgado de Policía Local competente los antecedentes de individualización del presunto infractor y aquellos antecedentes que permitan precisar el contenido del llamado.  



Asimismo, Carabineros de Chile recibirá los antecedentes de las infracciones denunciadas por otros servicios de emergencia gratuitos, los cuales serán puestos a disposición del Juez de Policía Local en los términos señalados en el inciso anterior.



Será competente el Juzgado de Policía Local de la comuna en la que reside el presunto infractor. Si no pudiese determinarse el domicilio, será competente el Juzgado de la comuna donde se encuentre la dependencia del servicio de emergencia en la que fuesen recibidos los llamados que dieren origen a la infracción.”.



Artículo Tercero.- Reemplázase el artículo 268 bis del Código Penal, por el siguiente:



“Artículo 268 bis.- El que, por cualquier medio falsamente comunique, circule, difunda o reporte la existencia de sustancias químicas, biológicas o tóxicas que puedan causar daño a la salud, artefactos explosivos, incendios, accidentes, hechos ilícitos, o cualquier acaecimiento que signifique una situación o peligro de desastre o calamidad pública que requiera la asistencia de los servicios de utilidad pública para auxiliar o servir un hecho falso, inexistente o fingido, será sancionado con la pena de presidio menor en su grado mínimo.



La pena se elevará en un grado si el falso hecho reportado se refiere o involucra a la vía pública, edificios públicos o de libre acceso al público, medios de transporte público, instalaciones sanitarias, de almacenamiento o transporte de combustibles, de instalaciones de distribución o generación de energía eléctrica, portuarias, aeronáuticas o ferroviarias, incluyendo las de trenes subterráneos, u otros lugares u objetos semejantes.



Para estos efectos, el que coloque, instale o ubique en determinado sitio cualquier objeto cuya confección aparenta ser un artefacto explosivo o incendiario, o que parezca contener sustancias químicas, biológicas o tóxicas que puedan causar daño a la salud cometerá falsa alarma o reporte e incurrirá en la misma pena señalada en este artículo.



Se considerará circunstancia agravante la efectiva movilización o despliegue de servicios de utilidad pública, la activación de procedimientos institucionales de emergencia o sistemas de alerta, la realización de evacuaciones, cortes de servicios de suministro y, en general, cualquiera alteración del normal funcionamiento de instituciones públicas o privadas que haya tenido lugar como consecuencia de la falsa alarma o reporte.”.

ARTÍCULO TRANSITORIO



Artículo transitorio.- El reglamento a que se refiere el inciso primero del artículo 25 ter de la ley N° 18.168, será dictado en el plazo de 180 días contado desde la publicación de la presente ley. Dicho reglamento podrá establecer las condiciones en que las concesionarias de servicio público telefónico se encontrarán eximidas de proveer la información referida en el citado artículo a servicios de emergencia gratuitos distintos a Carabineros de Chile.”.

- - - - - - - - - - - 


Acordado en sesiones celebradas los días 16 de junio de 2015, con la asistencia de los Honorables Senadores señores Guido Girardi Lavín (Presidente), Juan Pablo Letelier Morel, Manuel Antonio Matta Aragay y Manuel José Ossandón Irarrázabal; 30 de junio de 2015, con la asistencia de los Honorables Senadores señores Guido Girardi Lavín (Presidente), Manuel Antonio Matta Aragay, Jaime Orpis Bouchon y Manuel José Ossandón Irarrázabal; 29 de septiembre de 2015, con asistencia de los Honorables Senadores señores Guido Girardi Lavín (Presidente), Juan Pablo Letelier Morel, Manuel Antonio Matta Aragay y Manuel José Ossandón Irarrázabal; 13 de octubre de 2015, con la asistencia de los Honorables Senadores señores Guido Girardi Lavín (Presidente), Juan Pablo Letelier Morel y Manuel José Ossandón Irarrázabal y 3 de noviembre de 2015, con la asistencia de los Honorables Senadores señores Guido Girardi Lavín (Presidente), Juan Pablo Letelier Morel, Manuel Antonio Matta Aragay y Manuel José Ossandón Irarrázabal.


Sala de la Comisión, a 5 de Noviembre de 2015.

(Fdo.): Ana María Jaramillo Fuenzalida, Abogado Secretario de la Comisión.
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MOCIÓN DEL SENADOR SEÑOR CHAHUÁN CON LA QUE INICIA UN PROYECTO DE LEY QUE CONCEDE LA NACIONALIDAD CHILENA, POR ESPECIAL GRACIA, A LA CIUDADANA ESTADOUNIDENSE SEÑORA VALENE LEAH GEORGES LARSEN 

(10.382-17)
Nuestra Constitución Política, en su artículo 10 N°4, establece que son chilenos, los que obtuvieren especial gracia de nacionalización por ley, que constituye indudablemente el más alto honor que el Estado chileno puede conferir a un extranjero, en razón de su aporte al país y entrega al servicio de la nación, en determinadas actividades específicas que hayan alcanzado una relevancia nacional.

Mediante esta moción, y por su noble entrega artística al país deseamos que el Estado chileno otorgue la nacionalización por gracia a la ciudadana estadounidense Valene Leah Georges Larsen, nacida el 5 de diciembre de 1940, en la ciudad de Spanish Fork, estado de Utah, de los Estados Unidos de Norteamérica.

La señora Georges inició sus estudios de clarinete y canto en su estado natal, donde llevó a cabo una intensa actividad música en orquestas, bandas y coros durante sus años de educación escolar. 

Sus antecedentes universitarios incluyen varios años de estudio de música e idiomas en el Conservatorio de Oberlin, en Ohio; el Mozarteum de Salzburgo; la Universidad de California; la Universidad de Utah; la Universidad de Münich; la Universidad de México y también en la Universidad de Chile.

En el año 1979, ganó en concurso el puesto de ayudante de solista en clarinete de la Orquesta Sinfónica de Chile, cargo que mantuvo durante doce años. Posteriormente actuó como solista de este instrumento en numerosas ocasiones, incluyendo el estreno mundial de la obra “Chile”, en el mes de octubre de 1998, que fue compuesta por cinco compositores chilenos por encargo del Ensemble Bartok de Chile.

En el año 1981, la señora Georges fundó el Ensemble Bartok Chile, que es un conjunto de cámara dedicado a la difusión nacional e internacional de la música contemporánea chilena.

Bajo su liderazgo, este conjunto ha sido reconocido como uno de los mejores y más originales de América Latina. 

Este grupo musical ha presentado música chilena en el Carnegie Hall de Nueva York; el Mozarteum de Austria; la Radio Nacional Béla Bartok de Budapest, Hungría; Place des Arts de Montreal, en Canadá; Sala Dag Hammarsjold de las Naciones Unidas; el Museo de la Literatura Polaca de Varsovia, en Polonia; Museo de Bellas Artes de San Fernando, en Madrid, España; Sala Martinú de Praga, República Checa; Sala Andrés Bello del Banco Interamericano de Desarrollo, en Washington, Estados Unidos; Teatro Colón de Buenos Aires, Argentina; Sala Filarmónica de Vilnius en Lituania, entre otros escenarios.

En nuestro país, el Ensemble Bartok ha sido aclamado en presentaciones efectuadas en el Teatro Municipal de Santiago; Teatro de la Universidad de Chile; Aula Magna de la Universidad Federico Santa María; Teatro del Lago en Frutillar y también en el Palacio de la Moneda.

La señora Valene Georges posee una licenciatura con mención en clarinete otorgada por la Universidad de Chile; es Master in Clarinet Performance de la Universidad de Utah, Estados Unidos; Bachelor’s en Germanística de la Universidad de California y cuenta con un certificado de intérprete simultáneo del instituto Lingua Lab de Buenos Aires.

En el mes de abril del año 2013, obtuvo el nombramiento de Miembro Correspondiente de la Academia Chilena de Bellas Artes; y con anterioridad, en el año 2008, se le había otorgado el Premio Domingo Santa Cruz, de la Academia de Bellas Artes, por su contribución y difusión de las artes musicales chilenas.

El Ensemble Bartok de Chile, cuya creación fue impulsada por ella, ha obtenido el Premio de la Crítica, en el año 2011, y asimismo, en el año 2006, al cumplir veinticinco años de fundación, se le otorgó por el Gobierno de Hungría, la Medalla Béla Bartok, como expresión de sus logros profesionales dentro y fuera de su país.

De igual modo, este grupo musical ha obtenido otros premios como el Altazor, el de la Sociedad Chilena del Derecho de Autor; el del Círculo de Críticos Musicales y obtuvo el nombramiento por parte de la Universidad de Chile, como Embajada Cultural.

A la señora Georges, dada su meritoria trayectoria musical, se le han dedicado varias obras, de destacados compositores, como el Concierto de Clarinete, de Darwin Vargas; la Sonata de Clarinete y Piano, de Alfonso Letelier; la Rapsodia, de Miguel Letelier; la Fantasía Cromática, de Jorge Labrouve y el Clarín Clarón, de Eduardo Cáceres, entre otras composiciones.

Desde hace cincuenta años se encuentra casada con el ciudadano chileno Tomás Goldenberg Montt, con quien reside en la ciudad de Santiago, de cuyo matrimonio, tiene dos hijas y un hijo, todos nacidos en nuestro país. 

La señora Valene Georges cuenta con residencia definitiva en Chile, desde hace muchos años, y siempre ha deleitado al numeroso público que asiste a sus presentaciones musicales, con las bellas melodías que le corresponde interpretar, tanto de compositores nacionales como extranjeros.

Por todos estos antecedentes, creemos que este valioso aporte en el ámbito artístico-cultural de nuestro país, amerita que se le conceda la nacionalidad chilena por especial gracia.

En mérito a lo expuesto, sometemos a la aprobación del Senado de la República, el siguiente 

PROYECTO DE LEY:

Artículo único: “Concédese por especial gracia, la nacionalidad chilena a la ciudadana estadounidense Valene Leah Georges Larsen.”

(Fdo.): Francisco Chahuán Chahuán, Senador.
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PROYECTO DE ACUERDO, DE LOS SENADORES SEÑORES CHAHUÁN Y PATRICIO WALKER QUE RATIFICA LA POSICIÓN DEL ESTADO DE CHILE CON MOTIVO DE LOS ÚLTIMOS HECHOS RELACIONADOS CON LOS LÍMITES FRONTERIZOS CON PERÚ

(S 1.838-12)

Considerando la aprobación del Proyecto de Ley que crea el Distrito "La Yarada - Los Palos", por parte del Congreso de la República del Perú, en que se insiste en situar un punto de inicio de la frontera terrestre con Chile al suroeste del Hito No. 1, 

Atentos a los actos de provocación realizados en el curso de la semana pasada por efectivos militares y civiles peruanos en la zona aledaña al Hito n° 1.

 
EL SENADO DE LA REPÚBLICA DE CHILE ACUERDA:

Ratificar  la posición del Estado chileno en atención a que no existe el denominado "triángulo terrestre". Dicho espacio geográfico es territorio nacional. En el área fronteriza con Perú hay sólo dos puntos convenidos: uno de ellos es el Hito No.1 (punto inicial de la frontera terrestre) que fue demarcado en 1930 en cumplimiento del Tratado de 1929. El otro punto fue convenido por ambos países en estricto cumplimiento al fallo de la Corte Internacional de Justicia del 27 de enero de 2014, que señaló que el inicio de la frontera marítima es la intersección del paralelo del Hito No. 1 

Recordar a la comunidad nacional e internacional que Perú  ha sostenido invariablemente que existe continuidad entre el punto de inicio de la frontera marítima y el punto final de la frontera terrestre entre ambos países.

Respaldar al supremo gobierno de Chile en sus ponderadas pero firmes acciones políticas y diplomáticas tendientes a defender los intereses nacionales, y a ejercer todos los derechos que le asisten a nuestro país en esta materia. 

Apoyar al Ministro de Relaciones Exteriores de Chile en su llamado a la población a mantener la tranquilidad, en la convicción de que las autoridades competentes actuarán con serena firmeza, para que nuestra integridad territorial sea salvaguardada como corresponde.

Suscribir íntegramente la posición diplomática de Chile en materia de  reservar  nuestros derechos y objetar la pretensión peruana.

Trabajar mancomunadamente para que, actuando con firmeza y apego a la razón y el derecho,  prime en las relaciones con  Perú un sentido de buena vecindad e integración, con visión de futuro y provecho mutuo.
(Fdo.): Francisco Chahuán Chahuán, Senador.- Patricio Walker Prieto, Senador.
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